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1.- Consideraciones Generales

En base al desarrollo de las actuales situaciones en la República 
Democrática del Congo y en la República de Sudán, se desarrolla 

cómo la Corte puede hacer frente, en diferentes ámbitos, a los princi-
pales desafíos que enfrenta en el cumplimiento de su objetivo de llevar 
ante la justicia a los más grandes criminales. La CPI depende en gran 
medida que las autoridades nacionales procedan a la detención y en-
trega de los acusados y brinden una gran colaboración a las diversas 
medidas de cooperación, que incluyen la implementación del Estatuto 
de Roma y de mecanismos de colaboración, la protección a las víctimas 
y testigos; y, la entrega de evidencia a la CPI. 

Para ello, la Corte debe contar con una presencia continuada en el te-
rreno para poder interactuar de manera efectiva con las poblaciones 
locales, superando las dificultades presupuestarias que ello conlleva-
ría. Asimismo, la CPI debe contar con el apoyo político y diplomático en 
combinación con Oficinas y funcionarios especializados; así como, con 
el respaldo de procedimientos legales que definan la actuación de los 
Estados Parte en cada caso concreto de cooperación que sea solicitada 
por la Corte. 
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El éxito de la Corte dependerá de cómo y en qué medida sea capaz 
de garantizar que se haga justicia en el lugar de los hechos, lo que se 
podrá conseguir a través de una efectiva colaboración de los Estados 
Parte en la adopción de medidas de protección y asistencia a las vícti-
mas y testigos. La CPI es responsable por las actividades de alcance y 
difusión que realiza, por ende necesita trabajar más con actores loca-
les, entre los que se incluyen los gobiernos, ONG’s, entre otros, para 
brindar asesoramiento respecto a su mandato y las actividades que 
desempeña in situ contra la impunidad. 

Uno de los grandes retos que le espera a la CPI es contar con pro-
cedimientos más expeditos para responder a las personas acusadas, 
detenidas y a las víctimas que están a la espera de un juicio; mejorar 
el intercambio de información y revelación de la evidencia entre el Fis-
cal y la Defensa; y, un mejor balance entre los derechos del acusado y 
el procedimiento establecido por el Estatuto. Por ejemplo Lubanga, se 
mantuvo en un estado de indefinición por muchos años, que no podía 
prolongarse ni puede repetirse. 

En el Anexo IV “Informe acerca del Proyecto de Plan de Acción sobre 
las estrategias relativas a las detenciones presentado por el Relator” 
del Informe de la Mesa de Cooperación, Resolución ICC-ASP/14/26/
Add. 1, del 16 de noviembre de 2015, se precisa que la Secretaria de 
Estados Parte transmitió, del 1 de octubre de 2014 al 1 de septiem-
bre de 2015, 171 solicitudes de cooperación a Estados y organizaciones 
internacionales en nombre de las Salas, en nombre de la Defensa o 
por su propia cuenta. La Fiscalía cursó 647 solicitudes de asistencia a 
distintos asociados, entre ellos los Estados Parte, los Estados no Parte 
y organizaciones regionales e internacionales, lo que significa un incre-
mento de casi el 82% en comparación con el último período examinado.

A continuación, se identificará líneas de acción a través de las cuales la 
Corte puede hace frente a los principales desafíos en relación a la coo-
peración internacional y qué mecanismos existentes de la cooperación 
internacional debe fortalecer a fin de coadyuvar al cumplimiento de su 
objetivo de llevar ante la justicia a los más grandes criminales. Esto es, 
a través del apoyo político y diplomático de los Estados; de la protección 
de víctimas, testigos, intermediarios y representantes legales; y, en el 
ámbito de las labores de proyección exterior. 



11

2.- En el ámbito de la responsabilidad de los Estados y de la 
comunidad internacional. Órdenes de arresto y detención, 

implementación del Estatuto de Roma y celebración de 
acuerdos complementarios

Slobodan Milosevic, ex Presidente de Serbia; Charles Taylor, ex Presi-
dente de Liberia; y Radovan Karadzic, ex Presidente de la República 
Serbia de Bosnia, fueron llevados ante un Tribunal Internacional Pe-
nal gracias a que los gobiernos, organizaciones regionales e interna-
cionales cooperaron con las cortes encargadas de su juzgamiento. Las 
detenciones y traslados de estos criminales de alto rango constituyeron 
un desafío permanente a nivel político y legal que fortaleció la justicia 
internacional.

En el caso de la CPI el desafío va más allá de la entrega y detención, se 
necesita de los Estados y organismos internacionales para cada paso 
que da la Corte. La CPI depende de la comunidad internacional que 
tiene el poder de transformarla en un aliado débil o fuerte en la lucha 
contra la impunidad. La Parte IX del Estatuto define el papel de los 
Estados en relación a las investigaciones y juicios de la Corte, la obliga-
ción del arresto y entrega, en materia probatoria, identificación de per-
sonas, entrevistas a testigos, rastreos, congelamientos y confiscaciones 
de bienes y protección de testigos y víctimas. 

Sin embargo, la cooperación requerida por la Corte a los Estados no 
termina ahí. La Parte IX del Estatuto de Roma sólo desarrolla el papel 
técnico y legal de los Estados pero la historia ha demostrado que la 
justicia internacional requiere sobre todo de apoyo político e incluso 
diplomático de todos los Estados miembros de la Comunidad Interna-
cional. El desafío que enfrenta la CPI relacionado a la cooperación y 
el apoyo a la Corte es cada vez mayor, debido en especial a las críticas 
por la existencia de doce órdenes de detención pendientes de ejecución. 

En el caso de la República de Uganda, puede citarse la orden de de-
tención pendiente de ejecución contra Joseph Kony, líder del Ejército 
de Resistencia del Señor, quien, como señala la Revista Monitor Nº 38,  
presumiblemente sigue cometiendo crímenes en la República Demo-
crática del Congo y en la República Centroafricana. Para que se ma-
terialicen las órdenes de detención se requiere que los líderes políticos 
asuman la responsabilidad de asegurar que todos los actores involucra-
dos respetarán la ley, lo que implica un apoyo activo y consistente de 
los gobiernos de los Estados.

Mejorar la cooperación internacional con la Corte Penal Internacional
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El arresto y la entrega son, sin duda, las figuras esenciales para que 
la Corte pueda cumplir con su mandato de responsabilizar a quienes 
hayan cometido crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y 
genocidio. Sin estas figuras no podrían haber juicios ni justicia para 
las víctimas. Cuando la CPI dicta una orden de detención, automá-
ticamente la responsabilidad del arresto y la posterior entrega de los 
sospechosos a la Corte recae en los Estados. 

Debido a la naturaleza de los crímenes de competencia de la Corte y 
la influencia política de varios de los sospechosos, es muy probable que 
las órdenes de arresto emitidas generen controversia en los Estados 
requeridos. Es imprescindible que los Estados Parte del Estatuto de 
Roma implementen la normativa contenida en el Estatuto de Roma en 
su legislación nacional y que los Estados no Partes celebren acuerdos 
específicos de cooperación con la CPI. Asimismo, es necesario que los 
Estados celebren el Acuerdo de Protección de Víctimas y Testigos; y, el 
Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la CPI.

La Corte debe contar con el apoyo político de los Estados Parte en com-
binación con procedimientos legales establecidos. Los Estados deben 
favorecer procedimientos que faciliten la entrega de los sospechosos. 
Debido a la naturaleza de las operaciones de arresto en lugares donde 
el conflicto persiste, con barreras legales, técnicas y logísticas relacio-
nadas a la transferencia y detención de los sospechosos, es importante 
que se facilite el intercambio de experiencias entre los Estados Parte 
y la CPI a fin de perfeccionar sus prácticas y desarrollar mayores y 
mejores capacidades. 

Para la CPI también resultan vitales los temas de cooperación de ras-
treo, congelamiento y embargo de bienes de los sospechosos que po-
drían ser utilizados para reparar a las víctimas y prestar asistencia 
legal para su defensa. Temas que constituyen un desafío dado que el 
país puede estar en un período de transición del conflicto y no querer 
respaldar los procedimientos de la Corte. Con mayor razón, resultará 
difícil la localización y rastreo de bienes en terceros Estados debido a 
las leyes de confidencialidad bancaria. Se requieren leyes que faciliten 
el congelamiento y embargo de los bienes conforme el artículo 57° nu-
meral 3e) del Estatuto de Roma.

La Corte asiste técnicamente a los Estados sobre la implementación 
del Estatuto en su normatividad interna dado que es vital para su fun-
cionamiento la existencia de legislación nacional sólida que permita 
que los Estados investiguen y juzguen los crímenes bajo la justicia de 
la CPI y que permita una cooperación eficiente con la Corte. Por ejem-
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plo, Uganda, al ser un Estado Parte debería apoyar a la Corte de tres 
maneras: aprobando el proyecto de ley que implementa en su legisla-
ción interna el Estatuto de Roma, ejecutando las órdenes de detención 
de la CPI y llevando a cabo investigaciones a nivel nacional.

El ex Fiscal Moreno Ocampo en las Asambleas de Estados Parte de la 
CPI y en sus informes semestrales al Consejo de Seguridad, sobre la 
situación en Darfur, fue enfático al señalar la necesidad de la imple-
mentación del Estatuto de Roma por los Estados Parte y aprovechó 
para solicitar al Secretario General de las Naciones Unidas que se pro-
nuncie sobre la orden de detención contra el ministro Harun. En su 
informe al Consejo de Seguridad de junio de 2007, también se refirió a 
las detenciones pendientes en Uganda. 

Le Fraper, ex Directora del Departamento de Derechos Humanos y 
Asuntos Humanitarios del Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Francia y actual Directora de la División de la Jurisdicción y Coope-
ración Judicial de la Fiscalía de la CPI, en declaraciones expresadas 
en la Revista Monitor Nº 35, manifiesta que le extrañó que en la visita 
que realizó el Consejo de Seguridad a Jartum, luego del informe del 
ex Fiscal, no se abordara de manera formal el tema de las órdenes de 
detención emitidas. Le Fraper menciona que es responsabilidad de la 
Comunidad Internacional lograr que el gobierno de Sudán cumpla de 
manera efectiva con su obligación de arrestar al ministro Harun. 

El silencio y la inercia de la comunidad internacional, que permiten 
que Harun continúe en su cargo de ministro de Asuntos Humanitarios 
en Darfur, envía el mensaje equivocado que las órdenes de detención 
no ocupan un lugar destacado en las agendas de los Estados Parte del 
Estatuto de Roma y de la comunidad internacional en general. Se ne-
cesita de un mayor compromiso de los Estados con lo establecido en el 
Estatuto de Roma, donde la Organización de las Naciones Unidas y la 
Unión Africana se constituyen como aliados claves para la Corte. El 
Estatuto de Roma debe ser aplicado de manera consistente a todas las 
situaciones, no puede ser aplicado en una situación específica y dejada 
de lado en otra. 

No puede dejarse de lado a la Corte donde existan situaciones que ame-
riten la competencia y la justicia penal internacional de la CPI y sólo 
dar lugar a soluciones humanitarias, soluciones políticas, soluciones 
en materia de seguridad o soluciones de desarrollo, con ausencia del 
componente de justicia que ofrece la Corte. A más de trece años de la 
entrada en vigencia del Estatuto, su normatividad debe ser implemen-
tada por todos los Estados Parte para que todas las decisiones de la 
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Corte puedan hacerse efectivas en toda la Comunidad Internacional. 
Las ONG´s realizan la importante labor de presionar a los Estados 
Parte a que finalicen la implementación nacional del Estatuto y ratifi-
quen el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte. 

Kristen Biering, Coordinadora del Grupo de Trabajo de La Haya sobre 
cooperación, señala que si la Corte y los Estados Parte contaran con 
estructuras y mecanismos adecuados a los distintos tipos de coopera-
ción sería más sencillo para la Corte recibir el apoyo requerido, que 
debe ser flexible y basado en sus necesidades concretas. Recomienda 
a la Asamblea de los Estados Parte establecer un mecanismo de se-
guimiento capaz de identificar formas concretas que permitan mejorar 
los niveles de cooperación que le garanticen a la CPI recibir apoyo y 
asistencia a tiempo. 

En relación al incumplimiento por parte de Sudán, Mascia menciona 
que la Presidencia de la Unión Europea con ocasión de la conmemora-
ción del tercer aniversario de la remisión de la situación de Darfur a 
la CPI emitió una Declaración en la que expresó su consternación por 
el incumplimiento de Sudán de las obligaciones contraídas en la Reso-
lución Nº 1539 del Consejo de Seguridad y por su negativa de detener 
y entregar a los responsables a la Corte para su enjuiciamiento. En la 
misma resolución la Unión Europea hizo un llamado a las autoridades 
de Sudán a cooperar sin condiciones con la Corte.

La Unión Europea se comprometió a apoyar futuras medidas contra 
los responsables de la falta de cooperación. Sin embargo, el ex Fiscal 
Moreno expresó que aún la Unión Europea no había realizado apoyo 
diplomático público a favor de las órdenes de detención emitidas, ni ha-
bía activado mecanismos de índole política ni económica tendientes a 
tal fin. El apoyo de la Unión Europea es relevante debido a que cooperó 
para lograr la remisión del caso de Sudán a la Corte. 

El 05 de junio de 2008, el ex Fiscal en la presentación de su informe 
bianual al Consejo de Seguridad, reiteró la crítica por la inacción y 
complicidad del gobierno sudanés en la comisión de crímenes contra la 
población de Darfur, el fracaso para ejecutar las órdenes de detención 
contra Harun y Ali Kushayb e hizo un llamado al Consejo de Seguridad 
para que emita una declaración en la que solicite al gobierno detener 
los crímenes y arrestar a los sospechosos. El Consejo de Seguridad el 
16 de junio de 2008 emitió su primera Declaración sobre los temas pro-
puestos por la Fiscalía.
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En julio de 2008, la solicitud del ex Fiscal de emitir una orden de arres-
to contra el Presidente Al-Bashir modificó la dinámica de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas en relación con el trabajo de la Corte sobre 
Darfur. El 31 de julio de 2008 el Consejo de Seguridad emitió la Reso-
lución Nº 1828, que extendió por un período de doce meses el mandato 
de la operación conjunta de la Unión Africana y la Organización de las 
Naciones Unidas en Darfur. Resolución que fue aprobada por catorce 
votos a favor y la abstención de los Estados Unidos. 

Sin embargo, en la Resolución, Estados Unidos realizó un llamado para 
que se utilice un lenguaje más contundente contra la impunidad y de 
apoyo al trabajo de la CPI. A pesar de ello, en el 63 Período de Sesiones 
de la Asamblea de las Naciones Unidas, algunos países en relación de 
la orden de detención en contra del presidente Al-Bashir apoyaron la 
adopción de una Resolución del Consejo de Seguridad, bajo el artículo 
16º del Estatuto, que permite posponer la investigación o un juicio de 
la Corte. 

Suhr, Directora de Programas Regionales de la Coalición por la CPI, en 
la Revista Monitor Nº 39 de noviembre de 2009, señala que mientras 
más Estados ratifiquen el Estatuto, más se extiende la justicia penal 
internacional de la CPI, disminuyendo así los lugares donde la Corte 
no puede llegar y en donde los Estados no estén obligados a cooperar. 
Las insistentes críticas con respecto a la supuesta justicia selectiva de 
la Corte irían desapareciendo al mismo tiempo que su Justicia Penal 
Internacional se volvería cada vez más global.  

La CPI debe utilizar sus recursos de modo eficiente, guardando conexión 
con el compromiso de los Estados con el proceso de justicia internacio-
nal, tanto en lo relativo al cumplimiento oportuno de sus obligaciones 
de cooperación como en lo relativo a la investigación y el procesamiento 
a nivel nacional. El apoyo político es un aspecto importante de la coo-
peración con la Corte y va más allá de apoyar tan sólo las actividades 
de la CPI en La Haya. Implica también apoyar de forma continua el 
mandato judicial de la Corte y comunicar de manera abierta el compro-
miso del Estado con la CPI en los medios, con contactos bilaterales y a 
través de los foros regionales e internacionales, principalmente en las 
Naciones Unidas. 

Una forma en la que se podría favorecer esta clase de apoyo es con la 
designación de Oficinas de Enlace nacionales que diseñen y dirijan una 
perspectiva a favor de la Corte, en todos los niveles de gobierno, evitan-
do declaraciones y decisiones políticas controversiales. Otros ejemplos 
de apoyos políticos serían declaraciones públicas como las emitidas por 
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la Unión Europea y por algunos Estados Parte en relación a la orden de 
arresto contra el presidente de Sudán, Omar Al–Bashir. Los Estados 
Parte deberían alzar su voz para apoyar a la Corte y su misión en la 
lucha contra la impunidad ante los ataques contra su credibilidad por 
parte de los simpatizantes del presidente Al-Bashir. 

Los Estados Parte de la CPI en encuentros bilaterales con autoridades 
sudanesas deberían exigir a Sudán que coopere plenamente con la Cor-
te. Es más, deberían abstenerse de mantener contactos no necesarios 
con Al-Bashir, limitar sus relaciones diplomáticas, evitar concurrir a 
cualquier ceremonia a la que él esté invitado, rastrear e incautar sus 
bienes. La Comunidad Internacional podría aislarlo, marginarlo y fi-
nalmente, conseguir arrestarlo. Fueron inapropiadas las declaraciones 
de Miguel D´Escoto Brockmann, ex presidente de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, donde tildó la orden de arresto contra Al-Bas-
hir como políticamente motivada, declaraciones que fueron en contra 
de la Carta de las Naciones Unidas. Más de la mitad de los miembros 
de las Naciones Unidas son miembros de la Corte. 

En el año 2007, durante su sexto encuentro anual en La Haya, la Mesa 
de la Asamblea de los Estados Parte presentó un proyecto sobre la coo-
peración, en especial de los Estados Parte con la CPI. Este proyecto, 
que se desarrolla en el acápite 5 de este Capítulo, está constituido por 
una lista de sesenta y seis recomendaciones que los Estados deben te-
ner en cuenta para obtener una cooperación constructiva y efectiva, 
que facilite el correcto funcionamiento de la Corte. El proyecto es sig-
nificativo para los funcionarios gubernamentales que tengan que tra-
bajar con la CPI. 

La Corte debería realizar un seguimiento al informe emitido en el año 
2007 y designar un lugar estable en las Asambleas de los Estados Par-
te que se encargue de estos temas de manera permanente, lo que ga-
rantizará la continuidad del trabajo en la cooperación internacional. El 
sistema del Estatuto va más allá de los ciento veintitrés Estados que la 
han ratificado, se extiende a los ciento treinta y nueve Estados que la 
han firmado, a sus fuerzas policiales, grupos de fiscales, jueces y diplo-
máticos, que deben encontrarse preparados para cooperar con la CPI. 

El 13 de marzo de 2009, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
emitió una Resolución en la que reconoce la lucha de la CPI contra la 
impunidad por los crímenes cometidos en contra de niños, donde soli-
cita a la comunidad internacional que responsabilice a los culpables de 
estas violaciones. El 27 de enero de 2009 la Asamblea Parlamentaria 
del Consejo de Europa adoptó la Resolución Nº 1644, que contribuye a 



17

desarrollar una mejor cooperación con la CPI, a universalizar los es-
tándares del Estatuto y el enjuiciamiento de crímenes y a incrementar 
la protección de los derechos de las víctimas.

Como señalan Donat-Cattin y Ruiz dentro de las cláusulas más im-
portantes, se encuentra el pedido explícito para que el Consejo de los 
Estados miembros de Europa incremente su apoyo hacia la Corte con 
algunas medidas claves como la adopción de legislación nacional con el 
fin de implementar los estándares del Estatuto de Roma, la adopción 
del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la Corte y a través de con-
tribuciones financieras significativas al Fondo Fiduciario en beneficio 
de las víctimas.

Donat-Cattin y Ruiz mencionan que una de las cláusulas más inno-
vadoras de la Resolución Nº 1644, incluye un pedido para que el Se-
cretario General del Consejo Europeo asuma el rol de mediador entre 
Estados Unidos y Rusia, dos de los miembros permanentes del Consejo 
de Seguridad no signatarios del Estatuto, para fomentar la coopera-
ción con la CPI. El objetivo de la Resolución es remediar la ausencia 
de modalidades de cooperación de las fuerzas de mantenimiento de la 
paz de las Naciones Unidas con la Corte y la restricción de las Naciones 
Unidas para contribuir financieramente con la Corte.

En el Informe de la Mesa sobre la Cooperación, Resolución ICC-
ASP/14/26/Rev. 1, del 17 de noviembre de 2015, la CPI subraya la ne-
cesidad de la celebración de los acuerdos y arreglos voluntarios. Los 
Estados conservan la prerrogativa de concertar dichos acuerdos y de 
adoptar una decisión definitiva sobre si aceptan o no a un testigo o a 
una persona condenada. De no existir dichos acuerdos, también serían 
factibles los arreglos especiales. En algunos casos, la CPI ha logra-
do reubicar a testigos en Estados que no habían firmado acuerdos de 
reubicación. Sin embargo, tal como lo señala la Corte las soluciones 
especiales no son lo ideal, ya que a falta de un acuerdo marco hay que 
negociar caso por caso muchas cuestiones.

En el Anexo II “Recomendaciones sobre la cooperación de los Estados 
con la Corte Penal Internacional: Experiencias y Prioridades” del In-
forme de la Mesa sobre la Cooperación, Resolución ICC-ASP/14/26/Rev. 
1, del 17 de noviembre de 2015, se señala que un número reducido de 
Estados Parte han concertado acuerdos de cooperación con la CPI. Se 
necesita mucho más apoyo para asegurar que los Estados compartan 
colectivamente la carga de la cooperación. En el Anexo III “Resumen 
del Seminario de Costa Rica sobre el Fomento de la Cooperación” de la 
citada Resolución se precisa que la puesta en práctica con éxito de la 

Mejorar la cooperación internacional con la Corte Penal Internacional



Política 18 Internacional

cooperación prevista en el Estatuto depende que exista una compren-
sión recíproca entre la Corte y los Estados Parte de las necesidades y 
requisitos en materia de cooperación. 

Estos Acuerdos crean un marco que permite a los Estados adaptar las 
disposiciones a sus ordenamientos jurídicos de forma tal que facilite la 
cooperación con la Corte. Sin embargo, la decisión de aceptar a perso-
nas concretas en virtud de esos acuerdos está sujeta a la aprobación 
que se otorgue en cada caso. En lo que se refiere a la protección de los 
testigos de la acusación y de la defensa, la CPI subraya la importancia 
crucial de la cooperación de los Estados Parte en el terreno, mediante 
la firma de acuerdos de reubicación o de arreglos especiales. En la ac-
tualidad, la CPI tiene graves problemas de capacidad de reubicar.

El número de acuerdos vigentes no es suficiente. La CPI establece con-
tactos con Estados Parte de todas las regiones para mejorar su capaci-
dad que le permita hallar soluciones que cumplan con condiciones de 
seguridad, reduzcan todo lo posible los costos humanitarios de la dis-
tancia geográfica y el cambio del entorno lingüístico y cultural cuando 
se reubica a testigos y sus familiares.  La Corte es consciente que la 
importancia atribuida a la protección de los testigos es algo reciente en 
el mundo y que si bien todos los ordenamientos jurídicos son iguales, 
existen normas mínimas para la protección de los testigos que pueden 
aplicarse en todos los países. 

Los Estados pueden recurrir al Fondo Especial para Reubicaciones y 
obtener ayuda de la Corte y acoger al testigo sin tener que desembol-
sar demasiado dinero. De otro lado, los Estados también podrían be-
neficiarse de la ayuda de asociados de la Corte cuyo mandato es crear 
capacidades en lo relativo a la protección de los testigos, reforzando 
sus capacidades nacionales de protección de los testigos en general. Al 
disponerse de capacidades mejoradas en esta área en un número más 
elevado de países se aseguraría una cooperación bilateral y regional 
eficaz para investigar y encausar todos los crímenes de competencia 
de la CPI. 

En el caso del Acuerdo de Reubicación de Testigos, el año 2014 se firmó 
un nuevo acuerdo de reubicación entre la Corte y Estados Parte. El nú-
mero de acuerdos asciende a 15. En relación al Acuerdo de Ejecución de 
las Sentencias, la CPI ha firmado 8 acuerdos con Estados Parte, pero 
existe la preocupación que desde el año 2012 no se ha concluido ningún 
nuevo acuerdo. En relación a la puesta en libertad provisional, sólo hay 
1 acuerdo firmado, constituye un derecho fundamental de toda persona 
acusada. En el caso del Acuerdo de puesta libertad definitiva, inclusive 
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en casos de absolución, se aplica a las personas que no pueden regresar 
a su país de origen. La CPI ha concluido el proyecto de acuerdo marco 
y alienta a los Estados a estudiarlo.

3.- En el ámbito de la protección de víctimas, testigos, 
intermediarios y representantes legales

El 15 de febrero de 2007, la CPI confirmó la recepción de cuarenta y 
nueve solicitudes de víctimas para participar en los procesos contra 
los cuatro líderes del Ejército de Resistencia del Señor en el norte de 
Uganda y presentar sus experiencias en los procesos judiciales ante la 
Corte. La Sala de Cuestiones Preliminares encargó a la Oficina Públi-
ca de Defensa de las Víctimas que otorgue a los solicitantes apoyo y la 
ayuda necesaria en esta fase. Las solicitudes constituyen un avance 
importante, debido a la falta de atención que se prestó a los derechos 
de las víctimas en las negociaciones de paz a nivel interno en Uganda. 

A las víctimas se les negó el acceso a la justicia por el analfabetismo 
que les impide acceder a información sobre sus derechos, el sistema ju-
rídico nacional no contempla medidas que garanticen su participación 
ni el acceso a reparaciones y el temor a las represalias por la incierta 
situación política. Lamony manifiesta que para evitar que les ocurra 
una nueva victimización es esencial otorgarles el estatuto de víctimas 
con todos los derechos que implica esta condición, a fin que no sufran 
ninguna exclusión social ni estigmatización, que reciban protección y 
consejería y tengan la posibilidad de acceder a una justicia real. 

La negación actual del derecho a la justicia de las víctimas, no hace 
más que fomentar que los rebeldes amnistiados sigan cometiendo crí-
menes con total impunidad al interior de Uganda. Esto podría evitarse 
con una adecuada labor de proyección exterior de la Corte que dé a 
conocer su mandato y el compromiso de las autoridades del gobierno 
de apoyar las labores que realice la CPI in situ, que permita realizar 
investigaciones que establezcan responsabilidades penales de los cri-
minales y castiguen la impunidad que se vive en Uganda. 

El Estatuto de Roma ha superado algunas de las normas de procedi-
miento y prueba que afectaban las demandas de abuso contra la mujer 
y que significaban que los juicios sean experiencias traumáticas para 
las mismas. Para la Corte las pruebas relacionadas a la conducta se-
xual anterior o posterior de las víctimas son inadmisibles y no exigen 
que el testimonio de la víctima sea corroborado por otras fuentes. La 
Dependencia de Víctimas y Testigos de la Secretaría de la Corte se en-
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carga de las medidas de protección, acuerdos de seguridad, consejería y 
de brindar todo tipo de apoyo que requieran testigos y víctimas. 

Le Fraper en declaraciones expresadas en la Revista Monitor Nº 35, 
señala que la División de la Jurisdicción y Cooperación Judicial de la 
Fiscalía de la CPI, conforme el artículo 15º del Estatuto, analiza la in-
formación de libre acceso y las comunicaciones relativas a los crímenes 
de competencia de la Corte que hayan sido cometidos con posterioridad 
a julio de 2002. Desde el 1 de febrero de 2006 a noviembre de 2008, la 
Fiscalía recibió mil setecientas treinta y dos comunicaciones de ciento 
tres países. El ochenta por ciento de ellas no se encuadró dentro de la 
competencia de la Corte.

Le Fraper  menciona que la División recibe entre ochocientas a mil co-
municaciones al año, que pasan por criterios de evaluación referidos a 
la competencia y admisibilidad, para determinar si la apertura de una 
investigación redunda en el interés de la justicia. El principal objetivo 
de la División es apoyar a los investigadores y los abogados en sus ac-
tividades, ambos dependen de la cooperación internacional para poder 
cumplir con sus funciones. Antes que la Corte entreviste a un testigo, 
la División se asegura que el Estado de origen se encuentre bien infor-
mado y haya sido consultado de acuerdo a los requisitos del Estatuto. 

La CPI adoptó desde el año 2007 un enfoque más proactivo y de infor-
mación a los Estados sobre el tipo de cooperación que se podría reque-
rir de ellos, recordándoles que la Corte depende de su apoyo político y 
destacando la importancia que efectúen un compromiso público con la 
CPI. El año 2007 la Corte emitió un informe sobre cooperación donde 
destaca que en el caso de evacuación de testigos en riesgo, podría solici-
tar a los Estados que otorguen visas de emergencia para sacar del país 
a testigos que se encuentren amenazados. El Fiscal sería el encargado 
de realizar el seguimiento a los Estados y organizaciones regionales 
involucradas.

El tema de los testigos es importante para la CPI debido a que se en-
cuentran bajo su protección. La Fiscal en sus visitas a los Estados Par-
te los urge a celebrar acuerdos de reubicación de testigos con la Secre-
taria de la Corte y a apoyar financieramente a Estados africanos en 
programas de reubicación de testigos. Le Fraper menciona que la reu-
bicación es un asunto vital, dado que la Corte trata con criminales que 
se encuentran protegidos por grupos armados o por su propios gobier-
nos. En Uganda, la CPI se enfrenta a líderes del Ejército de Resistencia 
del Señor y en Darfur con un ministro en el gobierno y el Presidente de 
la República.
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En la Revista Monitor Nº 37 la ex jueza de la CPI, Navanethem Pillay,  
actual Alta Comisionada para los Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, manifiesta que la proyección exterior de la Corte sirve para 
fortalecer los juicios a nivel nacional y educar a las víctimas para que 
puedan ejercer sus derechos. Pillay precisa que es muy positivo que la 
CPI cuente con un Fondo Fiduciario en beneficio de las víctimas. Así 
también, exhorta a los Estados Parte a apoyar más al Fondo para que 
la Corte pueda contar con la capacidad de cumplir las expectativas de 
las víctimas.
	
Resulta valiosa y necesaria la adopción de acuerdos bilaterales espe-
ciales entre la Corte y los Estados Parte para regular las modalidades 
y condiciones a través de las que se puede dar la cooperación. Silvana 
Arbia, Secretaria de la CPI en el período 2008-2013, en la Revista Mo-
nitor Nº 38, manifestó que para el funcionamiento de la Corte es nece-
sario que se suscriban acuerdos de reubicación de víctimas y testigos. 
Señala que la Corte está evaluando la celebración de acuerdos triparti-
tos de cooperación en esta materia. 

Un Tratado de esta naturaleza consistirá en que un Estado que tenga 
un acuerdo con la Corte estará dispuesto a pagar y a asistir técnica-
mente a otro para que se encargue de la reubicación de testigos claves. 
Los acuerdos sobre víctimas y testigos son importantes pero difíciles de 
negociar debido a la naturaleza compleja y de largo plazo de los com-
promisos. Así como, por los altos estándares requeridos en términos de 
estructuras legales y capacidades logísticas de los Estados. Debido a 
que la CPI opera en zonas de conflicto, uno de sus principales retos es 
garantizar la seguridad del personal de la Corte. 

Es crucial que los Estados generen medidas a nivel interno que asegu-
ren la protección y el apoyo a los intermediarios, a la defensa y a los 
representantes legales por el gran peligro que enfrentan al estar vincu-
lados al trabajo de la Corte. El Estatuto de Roma establece los derechos 
de los acusados y de las víctimas pero no contempla la organización de 
la representación legal. Se han creado oficinas independientes con el 
fin de organizar la representación legal de las víctimas y de los acu-
sados. Esta iniciativa, presentada por la Coalición por la CPI, llena 
el vacío legal dejado por el Estatuto de Roma y representa un avance 
dentro del sistema de Justicia Penal Internacional. 

En su discurso de bienvenida a los Directores del Fondo Fiduciario, 
el ex Juez y ex Presidente de la CPI Philippe Kirsch, expresó que por 
primera vez en la historia, se había creado una oportunidad a través 
de las reparaciones para corregir las equivocaciones cometidas. Este 
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avance incluye la opción de reclamar restituciones, compensaciones y 
rehabilitación. El Estatuto reconoce el derecho de las víctimas a ser 
protegidos física y psicológicamente de la retraumatización derivada 
de su participación en los procedimientos, a recibir apoyo a lo largo del 
proceso, a participar en los procedimientos y a solicitar reparaciones 
ante la Corte. 

El Estatuto de Roma señala que las víctimas, testigos y cualquier per-
sona que esté en riesgo a causa del testimonio prestado por algún testi-
go deben ser protegidos. Ferstman menciona que la CPI no ha prestado 
protección a las organizaciones locales a pesar del papel fundamental 
que desempeñan al permitir la interacción entre las víctimas y la Cor-
te. Ferstman señala que en la actualidad también se encuentran fuera 
del mandato de protección de la Corte los representantes legales de las 
víctimas y sus redes locales, en especial en los lugares bajo investiga-
ción de la CPI.

Ferstman refiere, que la Secretaria ha iniciado un proceso de consul-
ta con las organizaciones de base que vinculan a las víctimas con la 
Corte o que ayudan a la Corte a operar en el campo. La participación 
de grupos de la sociedad civil en el terreno es imprescindible para el 
funcionamiento de la CPI, si en el futuro se rehúsan a cooperar con 
la Corte su capacidad de actuar in situ donde los problemas ocurren 
se vería mermada. La Corte no sólo debe reforzar sus relaciones con 
los Estados y las organizaciones internacionales, sino también con las 
ONG’s y la sociedad civil. 

En la Revista Monitor de la Coalición por la CPI Nº 46, Pillay seña-
la que la Asociación Internacional de Abogados de la Defensa y otros 
miembros de la sociedad civil se encuentran preocupados porque el 
Estatuto no contempla completamente las necesidades de la defensa; 
este desequilibrio podría representar un problema como ocurrió con los 
Tribunales Ad Hoc. Como resultado, de esta falencia se ha creado la 
Oficina del Defensor Público para la Defensa que permite la realización 
de juicios justos conforme los principios del Estatuto de Roma.

La Coalición por la CPI señala que es necesario que las víctimas posean 
una adecuada representación legal que les permita ejercer su derecho a 
participar en los procedimientos. La Oficina del Defensor Público para 
las Víctimas garantiza su efectiva participación en los procedimientos 
de la Corte. A la par, la CPI organiza seminarios sobre cuestiones rela-
cionadas con la asesoría legal donde las ONG´s comparten sus preocu-
paciones y aportan información sobre la representación legal de las 
víctimas y testigos.
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Así también, los miembros de la Coalición por la CPI trabajaron ac-
tivamente en la adopción del Código de Conducta Profesional para la 
asesoría legal. Las ONG´s están comprometidas con el desarrollo de 
talleres enfocados a los profesionales del área legal en los países en los 
que la Corte tiene casos pendientes. Las capacitaciones se enfocan en 
la Corte, su funcionamiento y en ayudar a los abogados a comprender 
los derechos de los acusados y de las víctimas. Los abogados que deseen 
trabajar dentro del sistema de la CPI, como abogados de oficio, ad hoc, 
defensores o representantes legales de las víctimas, deben cumplir los 
criterios de admisión de la Lista de Abogados, creada por la Secretaria 
de acuerdo con la Regla 21 numeral 2 de las Reglas de Procedimiento 
y Prueba. 

En la CPI por primera vez en la historia de las justicias penales inter-
nacionales se expresan los derechos de las víctimas en el contexto de 
la responsabilidad penal individual. Cuando el Estatuto de Roma de 
la Corte fue adoptado, uno de sus pilares fue el esbozar disposiciones 
sobre la protección de las víctimas y los testigos que recaerían bajo 
su justicia. El Estatuto incluye disposiciones sobre los derechos y la 
protección de las víctimas y testigos e incluso, conforme el artículo 43º 
numeral 6 del Estatuto, crea una Unidad Especial para Víctimas y 
Testigos (UVT).

La UVT brinda medidas de protección y cualquier otra asistencia nece-
saria a las víctimas y testigos y otros individuos que estén en riesgo por 
prestar testimonio ante la CPI. La UVT capacita al personal de la Corte 
en temas relacionados con las víctimas y los testigos, como el trauma, 
la violencia sexual, la seguridad y la confidencialidad. Sus oficiales de 
apoyo en La Haya y en las oficinas en el terreno intervienen desde las 
primeras etapas de los procedimientos y proporcionan seguridad a las 
víctimas y testigos. La UVT trabaja en conjunto con la Fiscalía y con la 
Unidad de Género y Niños, a fin de coordinar la manera más eficiente 
de trabajo con los diferentes órganos de la CPI. 

El artículo 68º del Estatuto de Roma establece los principios para la 
protección de las víctimas y su participación en los procedimientos y el 
artículo 75º contiene las disposiciones más importantes sobre el derecho 
de las víctimas a las reparaciones. El artículo 79º establece el primer 
Fondo Fiduciario en la historia de las justicias penales internacionales 
en beneficio de las víctimas de crímenes de carácter internacional. El 
Fondo Fiduciario es una institución esencial en el cumplimiento del 
mandato progresivo de la Corte en relación con las víctimas y reconoce 
que la justicia no se logra simplemente a través de retribuciones. 
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El Fondo Fiduciario fue creado, el 9 de septiembre de 2002, como un 
órgano independiente de la Corte en beneficio de las víctimas de los 
crímenes de la competencia de la Corte y de sus familias. Su man-
dato incluye que podrá hacerse de recursos por tres vías: con los bie-
nes incautados al acusado o condenado por el concepto de multas; con 
las órdenes de reparación; y, con las contribuciones voluntarias de los 
Estados o de las instituciones, organizaciones o individuos. Tiene la 
obligación de informar anualmente a la Asamblea de Estados Parte el 
desarrollo de sus actividades, proyectos y el estado de las contribucio-
nes que recibe.

El Fondo Fiduciario en Beneficio de las Víctimas ha sido establecido por 
el Estatuto para trabajar en conjunto sobre las funciones reparativas 
de la Corte que benefician a las víctimas y a sus familias, cumpliendo 
así con dos mandatos: implementar las reparaciones en contra de las 
personas condenadas por la Corte y cumplir con el mandato general de 
asistencia, que utiliza las contribuciones voluntarias de los donantes 
para proveer a las víctimas y a sus familias de servicios de rehabilita-
ción física, material de apoyo y rehabilitación psicológica. 

Ferstman, cita el ejemplo de lo sucedido en el juicio contra Lubanga, 
que por primera vez representó que los jueces deban encargarse de 
testigos seriamente vulnerados y traumatizados que debían presentar 
sus testimonios. Menciona el caso del primer testigo, identificado con 
la clave DRC-OTP-wwww-0298, que se presentó en el juicio contra Lu-
banga, que se congeló en el estrado y se retractó de los cargos. ¿Por qué 
ocurrió esto? Ferstman  señaló varios motivos, uno de ellos es que se 
le recordó antes que presente su declaración que su testimonio podría 
utilizarse en su contra en juicios nacionales. 

Lo peor fue que se le hizo testificar frente al acusado, su antiguo Co-
mandante Superior, quien aún posee seguidores en la República Demo-
crática del Congo. Ferstman  señala que los procedimientos judiciales 
se suspendieron por varios días y se tomaron medidas de protección 
adicionales. Una de ellas fue impedir que el testigo vea al acusado y 
se determinó que el interrogatorio no implique una confrontación o al-
guna presión para el testigo. El resultado fue una mejora notable en 
su comportamiento y fue capaz de proveer un testimonio tranquilo y 
explicativo de sus experiencias. 

La capacidad de la CPI de proteger a las víctimas en riesgo es limi-
tada, particularmente in situ, dado que depende de la cooperación de 
los Estados y de otros organismos, por los conflictos internos que aún 
continúan. En estos casos lo que funcionaría es la reubicación de las 
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víctimas en otros Estados, pero no todas las víctimas pueden ser trans-
feridas. La CPI debe en cooperación con las comunidades locales, los 
Estados y otros actores relacionados, tomar medidas complementarias 
de protección destinadas a minimizar los riesgos, que incluyan la reu-
bicación temporal o permanente. 

La participación de las víctimas debe ser efectiva en el juicio y a, su 
vez, protegerse los derechos de los acusados. El número de víctimas 
que se acepten en los casos es incierto y son cruciales las actividades de 
proyección exterior para educarlas sobre sus derechos. Si bien el Esta-
tuto no es un texto perfecto hay razones para ser optimistas si se ve lo 
que la Corte ha realizado en los últimos años. Nunca antes se avanzó 
tanto en la Justicia Penal Internacional. Cathala, ex Secretario de la 
Corte, en la Revista Monitor Nº 36, señala que existe mucho por hacer 
para mejorar el desempeño de la CPI, pero que no podría lograrse si 
se mantiene el esquema financiero actual y si los Estados permanecen 
reacios a aportar más. 

En el Anexo V “Resumen del Seminario de Botswana sobre la promo-
ción de la cooperación” (129 y 30 de octubre de 2015) del Informe de 
la Mesa de Cooperación, Resolución ICC-ASP/14/26/Add. 2, del 17 de 
noviembre de 2015, la CPI hace hincapié en la importancia crucial de 
la cooperación de los Estados Parte en este ámbito, mediante la sus-
cripción de acuerdos de reubicación o arreglos especiales. La Corte re-
conoce que su capacidad para reubicar testigos está muy recargada. El 
número de acuerdos suscritos es insuficiente, la CPI está realizando 
gestiones ante los Estados Parte de todas las regiones para mejorar 
esta capacidad. 

4.- En el ámbito de las labores de proyección exterior

La CPI está comprometida a continuar trabajando para fortalecer los 
diferentes eslabones involucrados en la cooperación para asegurar que 
la Corte reciba el apoyo y la cooperación necesaria en los momentos y 
situaciones requeridas. Un factor que distingue a la CPI de otros tribu-
nales internacionales es la posibilidad de operar en el mismo momento 
en que los conflictos ocurren. El contexto de los conflictos afecta las 
investigaciones del Fiscal e influye en la elección sobre a quién se debe 
entrevistar y el modo de llevar a cabo las entrevistas. 

En relación con la situación en Darfur resulta poco práctico y muy ries-
goso para la Fiscalía llevar investigaciones in situ. En la República De-
mocrática del Congo, la Fiscalía decidió suspender las investigaciones 
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sobre otros crímenes presuntamente cometidos por Lubanga. Los con-
flictos al interior de los Estados afectan la colaboración de las víctimas 
en las investigaciones y la posibilidad que las organizaciones puedan 
prestar asistencia en el terreno mismo, las que son amenazadas, inclu-
so algunas, como en Darfur, obligadas a reubicarse. 

El ex secretario de la CPI Bruno Cathala en la Revista Monitor Nº 
36, señala que esto no es tarea fácil, dado que los Estados promueven 
sus propios intereses de corto plazo. Manifiesta que la CPI debe crear 
un diálogo con las distintas partes interesadas, siendo el deber de la 
Corte encontrar el formato adecuado para la cooperación, sin olvidar 
la independencia de la CPI para cada caso concreto. Esto aún no se ha 
conseguido pese a que en la actualidad la Corte se encuentra juzgan-
do a detenidos. En el caso de Darfur los miembros de la CPI, hasta el 
momento, no han visitado Sudán. La labor de proyección exterior de 
la Corte en la zona sólo ha podido canalizarse a través de la radio en 
los campos de refugiados. En este contexto, es improbable pensar en 
realizar audiencias in situ. 

Cathala  señala que se encuentra a favor de la celebración de audien-
cias in situ porque acerca a la población a la justicia. Afirma que la Se-
cretaria de la Corte posee la capacidad de realizar juicios in situ y que 
la decisión final la tendrán los magistrados de la Corte, quienes deben 
sopesar en el interés de la justicia las ventajas y desventajas para la 
población; y, tener en consideración temas de seguridad y la voluntad 
del Estado anfitrión en cada caso concreto. Sin embargo, señala que no 
debe olvidarse, que la CPI se estableció en La Haya para evitar que se 
reabran heridas en los países afectados y no reavivar tensiones políti-
cas. 

Christian Behrmann, punto focal de la Unión Europea sobre la CPI 
en el Servicio Europeo de Acción Exterior, en la Revista Monitor de 
la Coalición por la CPI Nº 46 señala que la Coalición por la CPI y la 
sociedad civil en general le ha pedido por mucho tiempo a la Corte que 
mejore su perfil público. Con el comienzo de los primeros juicios, se han 
tornado más urgentes la necesidad de información pública eficiente, de 
desarrollar actividades de sensibilización y relaciones exteriores que 
cubran las situaciones e investigaciones que actualmente desarrolla la 
Corte. Que se haga justicia no es suficiente, también se debe ver cómo 
se hace justicia. 

Un tema importante de la agenda de la Coalición por la CPI y de la 
sociedad civil en general, es apoyar la creación de una Oficina de Enla-
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ce de la CPI y la Unión Africana en Addis Ababa; y, el financiamiento 
de las visitas familiares a los detenidos indigentes. Ambos proyectos 
conllevan implicaciones presupuestarias. La Coalición está asesoran-
do directamente a los organismos más importantes de la Corte y está 
trabajando para que los Estados otorguen los fondos necesarios, prin-
cipalmente a través del trabajo de su Equipo de ONG´s sobre comuni-
caciones.

En diciembre de 2004 se estableció el equipo de ONG´s sobre comunica-
ciones que está compuesto por ONG´s especialistas en comunicaciones 
y por miembros de la Coalición por la CPI con intereses específicos 
en las estrategias de comunicación y de sensibilización de la Corte. El 
equipo monitorea el trabajo de la CPI sobre este tema, da recomenda-
ciones a través de documentos oficiosos y apoya a la Corte en las comu-
nicaciones estratégicas y en la adecuada asignación de recursos para 
actividades de sensibilización. 

El trabajo diario de la sociedad civil se ha vuelto indispensable para 
mejorar el perfil de la Corte. La sociedad civil está generando esfuerzos 
en todo el mundo, con la colaboración de gobiernos o expertos, para 
organizar eventos de concientización sobre el sistema del Estatuto de 
Roma. Las ONG´s también están colaborando con la realización de co-
berturas de prensas positivas y equilibradas, comunicados, informes y 
relaciones con los medios. La sociedad civil genera información accesi-
ble sobre el Estatuto a través de listas de correos electrónicos, publica-
ciones, sitios de internet y blogs en varios idiomas. 

Uno de los componentes más importantes del trabajo de la CPI es la 
habilidad de comunicarse con las víctimas y con las comunidades que 
han sido seriamente afectadas. La comunicación efectiva y a tiempo 
es mucho más que una herramienta de la Corte, es un objetivo global 
ya que no sólo es importante que se logre la justicia, sino también que 
este logro pueda ser percibido. La CPI intenta llegar a las víctimas y a 
las comunidades afectadas pero también a los gobiernos, a los medios 
de comunicaciones regionales e internacionales y al público en general.

Es indudable el impacto que poseen las acciones de la Corte en la si-
tuación interna de los Estados, por ejemplo: cuando la noticia sobre la 
suspensión del caso Lubanga se hizo pública, las ONG´s en la Repúbli-
ca Democrática del Congo documentaron un incremento considerable 
en el reclutamiento de niños soldados en el este del país. Este aumento 
se debió a la percepción de los criminales que podían seguir gozando de 
impunidad sin importar la naturaleza de sus actos. 
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Los Tribunales Ad Hoc, que fueron establecidos lejos de los lugares 
donde se cometieron los crímenes, fueron percibidos como una expe-
riencia muy lejana por las comunidades afectadas. La CPI tiene la 
oportunidad y el privilegio de priorizar sus labores de proyección ex-
terior para ser accesible a las comunidades afectadas. Se debe insistir 
a la Asamblea de Estados Parte que demuestre su compromiso con la 
Corte brindándole los recursos financieros que requiere para funcio-
nar, con ello se facilitará el cumplimiento de su misión y no decepcio-
nará a las víctimas en sus expectativas. 

Una estrategia bien diseñada de alcance y difusión debe incluir la coo-
peración con las contrapartes locales y desarrollar métodos que asistan 
a la Corte a analizar sus aciertos y aprender de sus errores. Estas la-
bores deben contar con apoyo político y financiero de los Estados Parte. 
Se requiere una inversión económica significativa en la presencia física 
de la Corte en los países en los que existen investigaciones en curso 
y en los que se planea llevar a cabo una investigación, teniendo en 
cuenta que la justicia internacional previene y reduce los más destruc-
tivos crímenes; y, contribuye con los acuerdos de paz, reconciliación y 
reconstrucción post conflicto. 

5.- Reflexiones finales

A manera de reflexiones finales, puede señalarse que la Corte Penal 
Internacional sienta las bases para mejorar el sistema de justicia penal 
internacional, posee un Estatuto jurídicamente coherente y original, 
pero su eficiencia depende que se adhieran al Estatuto el mayor núme-
ro de Estados posible, de la implementación que realicen del Estatuto 
de Roma en su derecho interno, de la ratificación de las enmiendas de 
Kampala, de la cooperación que le brinden los Estados donde se come-
tan los crímenes y de la suscripción de los Acuerdos Complementarios 
con la Corte; lo que es sumamente difícil de conseguir, como se aprecia 
del estudio, seguimiento y análisis de las situaciones e investigaciones 
que vienen realizando la Corte y la Fiscalía.

Algunos de los grandes retos que le espera a la CPI son contar con 
procedimientos más expeditos para responder a las personas acusadas, 
detenidas y a las víctimas y testigos que están a la espera de un jui-
cio; mejorar el intercambio de información y revelación de la evidencia 
entre el Fiscal y la Defensa; y, un mejor balance entre los derechos del 
acusado y el procedimiento establecido por el Estatuto. Por ejemplo, 
Thomas Lubanga se mantuvo en un estado de indefinición por muchos 
años, que no podía prolongarse ni puede repetirse. 
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Los Estados deben reafirmar su compromiso con la CPI y sus gobiernos 
deben comprometerse políticamente en la lucha contra la impunidad 
y la intención de sancionar las violaciones contenidas en el Estatuto. 
Evidencia de ello, sería que reformen sus sistemas jurídicos e imple-
menten los crímenes de competencia de la CPI. De igual forma, al for-
talecer e institucionalizar los mecanismos de cooperación existentes 
con la Corte, los Estados le brindarán una mayor posibilidad de juzgar 
los crímenes perpetrados contenidos en el Estatuto de Roma y de ese 
modo se evitará la impunidad.
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El Plan Nacional de Diversificación Productiva (PNDP) es parte de 
un conjunto de reformas estructurales que el Estado peruano ha 

venido impulsado en estos últimos años, como es el caso de las refor-
mas en educación, salud, servicio civil, tributaria, sistema privado de 
pensiones, entre otros.

El objetivo principal del PNDP es transformar la estructura productiva 
del Perú, a través de la industrialización y la diversificación productiva 
a fin de sostener el crecimiento económico del país, a mediano y largo 
plazo, mediante la inserción de nuevos motores al mercado nacional, 
sin depender demasiado del entorno externo o internacional. 

Esta transformación busca reducir la dependecia peruana a las mate-
rias primas, sin que ello signifique abandonar el estatus de país mine-
ro, y más bien busca incrementar el desarrollo productivo del país que 
le permita dependar más de sus propias fortalezas y no de las fluctua-
ciones de los precios del mercado internacional.

En tal sentido, a continuación se pasará a explicar la importancia que 
el PNDP reviste para el futuro productivo del Perú: 

1. Situación económica del Perú e industria nacional

En los últimos años la economía peruana ha tenido un crecimiento des-
tacado con bajas y controladas tasas de inflación, elevadas tasas de cre-
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cimiento del Producto Bruto Interno (PBI), mejora en su posición fiscal, 
deuda reducida y cuentas externas fortalecidas, alto nivel de reservas, 
buen clima de inversión, entre otros aspectos positivos. Este crecimien-
to, además, se ha visto sustentado por la expansión de la inversión 
privada y un entorno macroeconómico estable, lo que ha contribuido a 
que el país acceda a fuentes de financiamiento externo en condiciones 
favorables. Este contexto de expansión ha coincidido con el aumento 
de los precios internacionales de los principales productos de exporta-
ción –que son los recursos no renovables, en particular los minerales–, 
mejorando por ello el intercambio comercial. 

La situación alcanzada, refleja que los sucesivos gobiernos peruanos, 
desde 1990 a la actualidad, han sabido respetar los principios econó-
micos establecidos, teniendo una gestión macroeconómica prudente y 
continuando con las reformas estructurales, las cuales han facilitado la 
expansión de la Inversión Extranjera Directa (IED)1, manteniendo al 
Perú en el quinto país de la región con mayor crecimiento de capitales 
extranjeros con US$ 7,607 millones, a pesar de que el año pasado se 
reportó una caída del 18% en comparación con los US$ 9,298 millones 
obtenidos en el año 2013.2

Adicionalmente, la política comercial peruana se ha caracterizado por 
una activa participación en acuerdos comerciales, tanto bilaterales 
como regionales, teniendo a la fecha catorce (14) tratados de libre co-
mercio en vigor, tres (3) por entrar en vigencia y tres (3) en negociación, 
así como tres (3) acuerdos de complementación económica.3 A raíz de 
estos acuerdos comerciales, y con el propósito de aprovecharlos plena-
mente, el Perú ha introducido cambios importantes en sus políticas y 
prácticas comerciales mediante la emisión de nuevas leyes de aduanas, 
contratación pública y derechos de propiedad intelectual, así como la 
modificación de su marco reglamentario para impulsar la competitivi-
dad y la inversión. La mayoría de estos cambios se han aplicado sobre 
una base de “Nación Más Favorecida” (NMF).4

Entre los años 2003 y 2012, a pesar de la crisis financiera internacional 
de 2008, el Perú registró la menor tasa de inflación promedio (2.9%) y 
la mayor reducción de la pobreza monetaria (30%) de América Lati-
na, así como también mostró una de las mayores tasas de crecimiento 
promedio (6.5%), entre los menores ratios de endeudamiento público 
(20.5% del PBI en 2012), y uno de los más altos ratios de reservas in-
ternacionales (30.7% del PBI en 2012).5 Este crecimiento se explicaría 
por el dinamismo de los sectores no primarios tales como la construc-
ción, el comercio y los servicios, así como por la importante inversión 
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pública y privada, el consumo y el aumento de la exportación de bienes 
y servicios. 

De otro lado, el Perú es un importador neto de servicios, con un déficit 
de alrededor de US$ 2,000 millones anuales durante 2007-2012. La 
entrada neta de capital fue importante y permitió acumular reservas 
internacionales, que en 2012 ascendieron a casi US$ 64,000 millones, 
equivalente al 32% del PIB. Durante dicho período fue bastante diná-
mico el comercio peruano, ya que las exportaciones e importaciones casi 
se duplicaron. Este incremento hizo que el Perú se convierta en uno de 
los principales productores mundiales de materias primas, generando 
por el contrario que también aumente su dependencia respecto de las 
exportaciones de minerales –en particular de cobre y oro–, que en 2012 
representaron alrededor del 10% del PIB. 

Asimismo, en ese mismo año los productos agropecuarios y las manu-
facturas representaron el 17% y el 12%,0 respectivamente, del total 
de las exportaciones de mercancías, siendo China, la Unión Europea 
(UE) y los Estados Unidos (EEUU) los que recibieron en conjunto casi 
la mitad de las exportaciones totales del Perú; mientras que tres cuar-
tas partes de las importaciones totales de mercancías fueron productos 
manufacturados –maquinaria, material de transporte y productos quí-
micos–, provenientes en su mayoría de EEUU, China y la UE, las cua-
les representaron el 49% del total importado en 2012 (el 41% en 2007). 

Al respecto, el más reciente informe de la Secretaría General de la Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC) sobre políticas comerciales6, 
indica que “la economía peruana (…) consiguió sortear la crisis econó-
mica mundial gracias en parte a una política fiscal contracíclica que 
contribuyó a impulsar la actividad económica y a mantener el empleo.” 

Del mismo modo, de acuerdo al último Informe de Competitividad Glo-
bal 2013-2014 elaborado por el Foro Económico Mundial (WEF por sus 
siglas en inglés), el Perú ocupa el puesto 61 de un total de 148 econo-
mías evaluadas,7 manteniendo la sexta posición en América Latina. 
Según el informe, el Perú mejoró en cuatro de los doce pilares de la 
competitividad como i) el entorno macroeconómico, ii) la eficiencia del 
mercado de bienes, iii) el desarrollo del mercado financiero, y iv) el 
tamaño de mercado; mientras que retrocedió en ocho de estos pilares 
como en i) infraestructura, ii) innovación, iii) instituciones, iv) salud y 
educación primaria, v) educación superior y capacitación, vi) eficiencia 
del mercado laboral, vii) preparación tecnológica, y viii) sofisticación 
empresarial. 
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A pesar que este acelerado crecimiento económico ha servido para re-
ducir el desempleo a 6%8 y disminuir al 23.9% la pobreza y al 4.7% la 
pobreza extrema9, mejorando de esta manera las condiciones de vida 
de su población, el Perú no ha podido disminuir las enormes disparida-
des de ingresos que existen entre sus habitantes, en particular entre 
las áreas rurales y urbanas. 

En ese sentido, el Perú exhibe, con relación a sus pares regionales, un 
nivel de productividad aún bajo y heterogéneo, una alta presencia de 
empleo informal, gran desigualdad en los ingresos, bajo nivel de in-
versión en ciencia y tecnología, débil institucionalidad y una canasta 
exportadora todavía poco diversificada y concentrada en recursos natu-
rales. Este rezago en el acceso de servicios de calidad, como educación, 
salud, seguridad y en el desarrollo de sus capacidades de innovación y 
procesos tecnológicos, no ha podido ser superado pese a la recuperación 
de su economía, lo que demuestra que aún falta mucho camino para 
llegar a un nivel de crecimiento dinámico sostenido que repercuta en 
beneficio de la mayoría de los ciudadanos peruanos y le permita llegar 
a los estándares de competeitividad y desarrollo deseados.

En consecuencia, para que el país continúe en los próximos años por la 
senda del crecimiento económico deberá identificar e impulsar nuevas 
actividades productivas que sean motores adicionales del crecimiento y 
promuevan una mayor diversificación económica que le permitan redu-
cir su vulnerabilidad externa, mejorar su rendimiento y maximizar sus 
posibilidades de sostener un crecimiento económico a mediano y largo 
plazo. En ese sentido, mediante el fomento de la competitividad y la 
innovación, deberá continuar mejorando el clima de negocios e invertir 
más en capital humano y en infraestructura, puntos claves para que el 
país dé el salto cualitativo que necesita para convertirse en una nación 
desarrollada. 

En este orden de ideas y ante la ausencia de una política industrial 
explícita y consistente que oriente la transformación de la economía 
nacional en una dirección que le permita alcanzar una mejor calidad 
de vida y mayores niveles de bienestar social para la mayoría de la 
población, el gobierno peruano dispuso la elaboración de un plan de 
desarrollo industrial, el cual ha sido denominado “Plan Nacional de 
Diversificación Productiva” (PNDP). En ese mismo orden de ideas, el 
poder ejecutivo peruano declaró a partir del 1 de enero de 2014 como 
el “Año de la Promoción de la Industria Responsable y del Compromiso 
Climático”, frase que se consignará en todos los documentos oficiales, 
con la finalidad de promover la actividad industrial de forma respon-
sable, a través de una propuesta de procesos eficientes que optimicen 
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la industrialización del país, sin descuidar el respeto por la población 
a nivel nacional, e impulsar el compromiso climático en el ámbito de la 
Cumbre Climática de la Organización de las Naciones Unidas (COP20), 
a realizarse en Lima, del 1 al 12 de diciembre.10

2. “Plan Nacional de Diversificación Productiva”

La inexistencia –desde hace más de 40 años– de un plan de política 
industrial en el Perú, el gobierno dispuso, a través del Ministerio de 
la Producción, la elaboración y ejecución de un plan de desarrollo in-
dustrial, cuyos lineamientos fueron presentados por el mismo Presi-
dente Ollanta Humala en el marco de la XV Conferencia General de 
la Organización de Naciones para el Desarrollo Industrial (ONUDI)11, 
realizada en Lima, del 2 al 6 de diciembre de 2013. El citado ministerio 
hizo público el proyecto del PNDP,12 a través de su portal electrónico, 
sometiéndolo a consulta pública en mayo de 2014 y aprobándolo el 27 
de julio de ese año13.

El PNDP tiene por finalidad “sofisticar la estructura productiva del 
país,” mediante la utilización de “los beneficios económicos derivados 
de los recursos naturales para brindarle a la economía peruana una 
mayor capacidad productiva y transformadora”,14 con el propósito de 
alcanzar los siguientes objetivos: i) lograr tasas de alto crecimiento eco-
nómico que sean sostenibles en el largo plazo; ii) aumentar el empleo 
formal y de calidad; iii) reducir la dependencia de la economía a los pre-
cios de las materias primas; iv) acentuar la transformación productiva 
necesaria para transitar hacia el nivel de las economías de ingresos 
altos; y, v) generar entre los peruanos una visión de largo plazo sobre 
la necesidad de diversificar la economía nacional.

Es importante mencionar que los autores del PNDP han señalado que 
su implementación no implica desatender las actividades vinculadas 
a los recursos naturales, dado que son los principales motores de la 
economía peruana y su producción le otorga al Perú una gran ventaja 
comparativa con relación a otros países. El “boom” de la explotación y 
exportación de los recursos naturales ha sido uno de los motivos funda-
mentales del buen desempeño económico del Perú y deben seguir sién-
dolo. En ese sentido, el PNDP afirma que para continuar financiando 
la reducción de las grandes brechas de la economía se requiere contar 
con unos sectores minero, energético, pesquero, agrícola, entre otros 
primarios, cada vez más sólidos, que contribuyan con el desarrollo de 
tecnologías aplicables a otras industrias y que, además, generen una 
demanda interna que sirva para el despegue de industrias conexas. 
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Adicionalmente, el PNDP identifica tres factores necesarios para el 
éxito de la estrategia propuesta por el gobierno, como son: i) la coor-
dinación intersectorial, esto es la necesidad que exista un buen en-
tendimiento entre los distintos órganos al interior del poder ejecutivo, 
entre los diversos poderes y niveles del Estado, con el sector privado 
para que determinen e impulsen nuevas actividades productivas que 
se conviertan en motores adicionales del crecimiento y promuevan una 
mayor diversificación económica; ii) la transformación de las capacida-
des burocráticas actualmente existentes; y, iii) la interacción con otras 
políticas que complementan los esfuerzos de diversificación a través de 
medidas orientadas a incidir sobre la estructura de costos y sobre el 
nivel de productividad.

En ese sentido, para que el sector productivo nacional fortalezca sus 
capacidades productivas en aras de continuar con la senda del creci-
miento económico y el desarrollo del país, el PNDP se fundamenta en 
tres ejes estratégicos: 1) la promoción de la diversificación productiva 
propiamente dicha; 2) la eliminación de sobrecostos y de regulaciones 
inadecuadas; y, 3) la expansión de la productividad de la economía. 
Estos ejes serán analizados y desarrollados con detenimiento en el si-
guiente punto de este trabajo. 

Para que el PNDP se ejecute correctamente, contará con un Consejo 
Nacional de Diversificación Productiva (CNDP) que será la instancia 
de coordinación intersectorial de alto nivel ligada a los sectores pro-
ductivos y la encargada de implementar las políticas propuestas en 
dicho Plan.15 Este Consejo contará con cuatro brazos ejecutores: a) el 
Fondo para la Innovación, Ciencia y Tecnología (FINCyT); b) el Fondo 
de Investigación y Desarrollo para la Competitividad (FIDECOM); c) el 
Instituto Tecnológico de la Producción (ITP); y, d) el Instituto Peruano 
de la Calidad (IPECAL). Adicionalmente, el citado documento precisa 
que la ejecución del PNDP deberá realizarse conjuntamente con el sec-
tor privado –incluyendo a las universidades– y que su implementación 
deberá tener en cuenta la participación de los gobiernos locales y re-
gionales.

Con relación a las condiciones que contempla la ejecución del PNDP, 
está la situación actual de desempeño de la economía nacional, la cual 
si bien considera elevados índices de crecimiento y una política ma-
croeconómica estable, no ha logrado mejorar la situación de bienestar 
de sus ciudadanos, relacionados con la baja productividad del trabajo 
entre las diversas regiones, sectores y según el tamaño de las empresas; 
las diferencias de empleos y en la distribución de los ingresos, sumado 
a las altas tasas de informalidad; el limitado acceso y oportunidades a 
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puestos laborales de calidad; las trabas y demoras burocráticas; y, los 
débiles fundamentos institucionales del país.16 El referido trabajo tam-
bién toma en consideración otras condiciones que son importantes para 
alcanzar la diversificación y el desarrollo del país como son el contexto 
externo, en particular porque el Perú es un país que depende de la 
exportación de recursos naturales no renovables (p.e. minería e hidro-
carburos), y se podría ver seriamente afectado por cualquier variación 
de los precios de sus recursos; y el contexto interno, relacionado con la 
labor del Estado para encontrar un adecuado funcionamiento entre los 
poderes políticos y el judicial, fortalecer la credibilidad de las institu-
ciones frente a la opinión pública –debido al alto grado de corrupción–, 
mejorar las capacidades burocráticas, combatir la inseguridad ciuda-
dana –incluyendo a los remanentes terroristas y el narcotráfico– y, agi-
lizar y simplificar las normas ligadas al comercio e industria.  

3. Evaluación de los ejes estratégicos

Como hemos indicado anteriormente, el PNDP está organizado en tres 
grandes ejes compuestos por diversas líneas de acción debidamente de-
talladas, que incluyen el diseño institucional y los instrumentos nece-
sarios para su implementación. A continuación se detallan los tres ejes 
estratégicos y sus correspondientes líneas de acción: 

3.1. Promoción de la diversificación productiva

A pesar del notable crecimiento de las exportaciones agroindustriales, 
la económica peruana ha tenido un escaso grado de sofisticación en su 
productivo, en parte a la alta participación de los minerales.17 Por ello 
la razón de promover la diversificación productiva es la identificación 
de las actividades donde se encuentren las mejores oportunidades ex-
portadoras con el fin de ampliar y transformar la canasta exportadora 
de la economía peruana y orientarla a las grandes cadenas de valor glo-
bales. Asimismo, mediante este eje se busca expandir las posibilidades 
tecnológicas de las unidades productivas a través del fortalecimiento 
de las actividades de innovación, el fomento del proceso de autodes-
cubrimiento de costos, así como la provisión de insumos esenciales y 
capacidad de coordinación desde el Estado. 

Para cumplir con este objetivo, el PNDP expresa que para optar a una 
mayor diversificación se deberá identificar y diagnosticar cuáles son 
las fallas de mercado que limitan el grado de diversificación produc-
tiva e industrialización en aquellos sectores donde existe una impor-
tante potencialidad exportadora. Al respecto, Dani Rodrik18 señala la 
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existencia de tres fallas de mercado: a) las externalidades tecnológicas         
–relacionadas con la escasez de científicos e ingenieros, la ausencia de 
laboratorios de investigación y desarrollo–; b) las externalidades de la 
información –referidas con el descubrimiento de las estructuras de cos-
to–; y, c) las externalidades de coordinación –vinculadas con las poten-
ciales economías de escala–.

Para cumplir con los objetivos propuestos en este gran primer eje, el 
PNDP contempla la ejecución de la seis líneas de acción: i) crear la 
institucionalidad que permita implementar la diversificación: una ins-
tancia técnica que elabore los análisis y proponga las prescripciones, y 
una instancia de coordinación intersectorial; ii) insertar las unidades 
productivas en las cadenas de valor de la economía global. Para ello se 
debe identificar dichas cadenas y demandas potenciales, y diseñar los 
mecanismos para identificar brechas de productividad por sector en 
relación a la economía global; iii) vincular la investigación y el desa-
rrollo con las posibilidades tecnológicas –para incrementar el grado de 
eficiencia en la producción de los productos ya existentes pero, sobre 
todo, la creación de nuevos productos, a través de fomentar la adop-
ción de nuevas tecnologías en actividades con potencial exportador, así 
como en tecnologías básicas de impacto transversal–; iv) diseñar me-
canismos que permitan resolver problemas de riesgos no asegurables 
y de apropiabilidad parcial asociados a externalidades de información. 
Se debe alinear los incentivos con las actividades de exportación; v) 
proveer desde el Estado de insumos complementarios a la inversión 
privada. Se debe diseñar esquemas que permitan: (a) mejorar el acce-
so a insumos públicos (infraestructura productiva); (b) lograr insumos 
privados a menores precios; y, (c) capacitaciones o asesorías en temas 
de cadenas logísticas, organización de las empresas, estandarización 
y calidad, entre otros; y, vi) generar reducciones en los precios de los 
insumos por economías externas y otros factores. 

No obstante, el PNDP señala que no se deberá priorizar sectores de 
manera arbitraria y que se deberá recoger información sectorial y re-
gional; también menciona que la diversificación productiva deberá es-
tar guiada por la demanda externa (actual y potencial), debido a que el 
tamaño del mercado doméstico es pequeño. 

En este punto deberá ser importante establecer cómo espera el Estado 
diversificar la producción, dado que en un país como el Perú, que tiene 
poca industria manufacturera y enormes diferencias de productividad, 
el Estado debería concentrarse en desarrollar las principales indus-
trias nacionales de producción primaria, en especial la industria mine-
ra –se podría también citar a la agraria, pesquera o de hidrocarburos–, 
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para que alrededor de ella, y utilizando sus conocimientos –científicos, 
tecnológicos, innovativos, know how y los aportes recibidos de la IED 
(el sector minero obtuvo más de 2,440 millones el 2013)–, se desenvuel-
va y prospere una industria que no sólo se dedique a extraer minerales 
sino que los procese y transforme creando mayor valor agregado o ven-
taja competitiva, para que a su vez ese desarrollo se extienda a otras 
empresas que giran en torno a esta industria extractiva y se desenvuel-
van en base a las demandas por bienes y servicios que le sean requeri-
das, tal y como ha sucedido en países como Australia, Nueva Zelanda, 
Noruega o Finlandia, entre otros casos, que basaron su crecimiento y 
prosperidad en sus recursos naturales. 

Esto por supuesto no significa que el Estado peruano se enfoque úni-
camente en sus sectores e industrias (extractivas) en las cuales desee 
destacar y abandone a sus otras industrias, sino que mediante el li-
derazgo de dichas industrias y junto a sus principales industrias de 
exportación manufacturera continúen contribuyendo en el crecimiento 
económico del país, pero incluyendo un mayor uso de tecnología –en 
este caso mediante la transferencia de ésta– para confeccionar bienes 
de alta productividad y que sean competitivos en el mercado externo. 
En ese orden de ideas, para que el Perú sea competitivo, tanto la em-
presa privada como el Estado deberán apostar decididamente con lo 
que mejor sabe hacer, y empezar a desarrollar mediante el uso inten-
sivo de tecnología sus industrias extractivas, buscando insertarse en 
cadenas globales de valor para obtener el conocimiento necesario que 
contribuya al crecimiento de otras industrias y en la creación de nue-
vas empresas con valor tecnológico.

De otro lado, diferentes especialistas han criticado sobre la falta de 
diversificación productiva en el Perú, expresada en el PNDP, afirman-
do que ésta viene ocurriendo desde hace diez o quince años atrás. En 
ese sentido, indican que en el 2003 el Perú exportaba 21,500 partidas 
arancelarias frente a las casi 33,000 del 2013, lo que ha generado una 
transformación económica en el país, teniendo importantes industrias 
que muestran no sólo crecimiento sino también mayor competitividad.19

3.2. Eliminación de sobrecostos y de regulaciones 
inadecuadas

El objetivo de este segundo eje es incrementar la rentabilidad y la in-
versión de las empresas mediante la reducción de sobrecostos y una 
mejor adecuación del proceso de generación de regulaciones debido a 
que diversos sectores públicos en su afán de resolver fallas de mercado 
emiten normas de manera inadecuada. Estas fallas denominadas “de 
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Estado” en muchos casos se encuentran vinculadas con regulaciones 
sectoriales de tipo social –en ámbitos como el laboral, la salud, la se-
guridad y el medioambiental– que atentan contra la competitividad 
productiva del sector privado, por ello se busca simplificar, disminuir 
y/o limitar los trámites administrativos. 

Este tipo de problemas generan también fallas burocráticas, cuya de-
bilidad puede resultar en una adaptación inadecuada de legislaciones 
tomadas de otras economías o en la implementación incorrecta del 
proceso de desarrollo productivo debido al no aprovechamiento de los 
desarrollos tecnológicos existentes o a la falta de un análisis de la in-
geniería de los procesos de producción o los sobrecostos causados a las 
empresas.

Por ello las líneas de acción que comprenden este segundo eje incluyen 
las siguientes: i) crear la institucionalidad que permita identificar los 
principales sobrecostos y regulaciones que sean inconsistentes con el 
desarrollo de las unidades productivas, y que formule los diagnósticos, 
los cambios específicos en las normas y cuantificar los resultados de 
estas intervenciones; ii) avanzar en regulaciones sociales que apunten 
a generar un crecimiento sostenible a nivel social y medioambiental y 
perfeccionar las regulaciones existentes en las áreas laboral, de salud 
y medioambiental para identificar espacios de mejora; e, iii) identificar, 
de manera coordinada con los principales gremios empresariales, las 
oportunidades para una mayor pro actividad en la realización de trá-
mites, sistematizar la demanda de información del Estado para evitar 
solicitar la misma información, facilitar el pago de impuestos mediante 
la unificación de las declaraciones de impuesto y pago de planilla, me-
jorar la realización de trámites y procesos que obstaculicen el comercio 
e inversión; y, reducir en la mitad el tiempo estimado del trámite para 
la evaluación de los estudios de impacto ambiental en comercio interno 
e industria.

Sobre el particular, las medidas planteadas para reducir los sobrecos-
tos y eliminar las regulaciones inadecuadas provenientes de las “fallas 
de Estado” –existentes en todos los niveles de la administración esta-
tal–, son las que más fácilmente podrían ser aplicadas e inmediata-
mente implementadas por el gobierno central. En ese orden de ideas, 
se podría tomar como referencia, el más reciente reporte de Doing Bu-
siness 201420, que clasificó al Perú en el puesto 42, entre un total de 189 
economías evaluadas, –obteniendo el segundo lugar en América Latina 
y el Caribe después de Puerto Rico– en facilidades para hacer negocios, 
sin embargo, entre las principales limitantes que debe afrontar el Perú 
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son: el manejo de permisos de construcción (117); la resolución de insol-
vencia (110); y, el cumplimiento de contratos (105). 

Para corregir estas fallas y allanar el camino previniendo los derechos 
y obligaciones de los actores, el Estado (incluyendo a la administración 
tributaria y las entidades públicas directamenta involucradas con los 
sectores productivos y de comercio), en coordinanción con los gremios 
empresariales, deberán analizar este tipo de evaluaciones periódicas y 
distinguir cuáles son los principales obstáculos existentes para iniciar 
negocios, invertir, producir o comercializar en el Perú, a fin de encon-
trar la mejor manera de eliminar normas y reducir costos excesivos 
de producción. La simplificación de estas trabas administrativas será 
beneficioso para el país porque servirá para atraer a un mayor número 
de inversionistas y hará que los que ya estén invirtiendo en el Perú 
continúen haciendo negocios. Adicionalmente, será importante esta-
blecer de manera clara y específica las capacidades y competencias de 
los funcionarios públicos en los diferentes niveles de la administración. 

3.3. Expansión de la productividad de la economía

Mediante este último eje, el PNDP busca impulsar los niveles gene-
rales de productividad con énfasis en las micro, pequeñas y medianas 
empresas (MIPYME), tomando en cuenta la necesidad de reducir su 
heterogeneidad, tanto entre sectores productivos como al interior de 
las industrias, aumentando su nivel de productividad en los diversos 
sectores económicos o segmentos de industria donde estén rezagados.

En este eje se hace referencia a la persistencia de grandes diferencias 
en productividad tales como los problemas de competencia en los mer-
cados de productos, laboral o de capitales; los problemas de diferencia-
ción de productos; y los aspectos vinculados a la localización geográ-
fica de consumidores, productores y proveedores, entre otros. En ese 
sentido, indica que para atacar la problemática de la productividad 
se requiere de una estrategia integral con al menos tres temas: “i) la 
provisión de insumos cuya disponibilidad es baja o inexistente y que 
permita elevar la productividad de los trabajadores (infraestructura 
productiva, servicios logísticos, servicios públicos, etc.); ii) la reducción 
de costos que permita expandir la oferta de las unidades productivas 
mediante mecanismos de competencia, conglomerados con economías 
externas (clústers), parques industriales con mejores condiciones de 
precios (electricidad para clientes libres, conectividad, agua y sanea-
miento, bienes raíces, entre otros); y, iii) la transferencia de conoci-
mientos y difusión tecnológica que permitan mejorar los estándares de 
productividad en regiones o sectores rezagados de la industria.”
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Estos tres componentes resuelven diversas fallas de mercado, tales 
como la falla de externalidades de coordinación (provisión de insumos); 
de la información (provisión de insumos); y, tecnológicas (transferencia 
de conocimientos y tecnología)21. Todas estas fallas generan que la gran 
mayoría de las empresas nacionales, sobre todo las MIPYME, presen-
ten un serio retraso en la adopción y uso de tecnologías, así como en la 
aplicación de estándares de calidad y normas técnicas, y exhiban una 
limitada capacidad de innovación de productos y procesos.

La dinámica de la productividad en el Perú parece estar limitada por 
la escasa movilidad de trabajadores de sectores menos productivos a 
otros con mayor productividad y por los importantes déficits en infraes-
tructura social (especialmente en educación y salud), en conectividad y 
en infraestructura física de la economía. La decisión de la administra-
ción actual de enfrentar decididamente estas carencias requerirá natu-
ralmente de un periodo –de mediano y largo plazo– para cambiar estos 
resultados, por lo que será necesario que consensuar estas medidas 
con las otras fuerzas políticas del país y con las entidades más repre-
sentativas de la sociedad civil, incluyendo las universidades y centros 
académicos superiores. 

Sobre este asunto en particular, el Informe de Competividad Global 
2013-2014 indica que: “La competitividad de Perú también se reduce 
cuando se tienen en cuenta medidas de sostenibilidad, tanto en las 
áreas sociales y medioambientales. Respecto a la sostenibilidad social, 
Perú se caracteriza por la alta desigualdad de ingresos, que se ve agra-
vada por una gran economía informal que deja a muchas personas sin 
protección. Aunque el fuerte crecimiento del país contribuye a redu-
cir lentamente el desempleo, y aunque el gobierno ha tomado medidas 
para mejorar la educación primaria, la nutrición y protección infantil, 
una débil red de seguridad social expone a los trabajadores a impactos 
y el acceso a la asistencia de salud está lejos de ser universal.” 

Un aspecto que evidencia los enormes problemas de competencia que 
tiene el Perú en sus industrias es la heterogeneidad productiva como la 
diferenciación de productos, la localización geográfica o el abastecien-
do del tramo de demanda con menor preferencia de calidad por parte 
empresas menos productivas, o también la existencia de un importante 
sector no transable, que son los que presentan mayores tasas de creci-
miento de la productividad. 

Dentro de este tercer eje, se incluyen las siguientes cuatro líneas de 
acción: i) crear la institucionalidad que permita desarrollar un conjun-
to de análisis sobre la productividad nacional distinguiendo ámbitos, 
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sectores e industrias específicas; así como propuestas tendientes a re-
forzar las condiciones de competencia en las industrias; ii) proponer 
una agenda de reformas anual que sirva para reducir los costos de 
insumo tales como elaborar estudios para potenciar el grado de com-
petencia en los mercados de insumos, los sistemas de financiamiento 
disponibles para las empresas del sector privado –con énfasis en las 
MIPYMES– y, potenciar la implementación de los clústers existentes 
e impulsar la creación de parques industriales; iii) fortalecer el acceso 
a los insumos públicos y privados mediante la elaboración de estudios 
sobre la demanda derivada y facilitar la articulación vertical de las em-
presas a través de la mejora de las capacidades técnicas y administra-
tivas de las empresas proveedoras de insumos; y iv) elaborar políticas 
que permitan el traslado de conocimientos y tecnología con el propósi-
to de recudir las brechas existentes y mejorar la productividad de las 
MIPYMES, así como facilitar el acceso a recursos financieros para la 
adopción e innovación tecnológica.  

4. Instrumentos de política industrial para favorecer la 
inversión y el desarrollo de la industria 

Como la mayoría de los países en América Latina, el Perú es un país 
en vías de desarrollo que se encuentra sumido en la actualidad en un 
proceso de industrialización tardía aprovechando el aumento de sus 
exportaciones por el incremento de los precios de los commodities o de 
las materias primas en el mercado internacional, que le permita cerrar 
la brecha tecnológica, de infraestructura y de educación que lo separa 
con el resto de países desarrollados. 

En ese contexto, el Estado peruano ha venido implementado una serie 
de instrumentos de política industrial que lo ayuden a convertir ese 
crecimiento económico, que ha logrado en los últimos veinte años, en 
desarrollo económico mediante la incorporación de nuevas tecnologías 
que sirvan para dotar a sus productos exportables de un mayor valor 
agregado y así optar por tener una mejor ventaja competitiva frente a 
otros productores.

En ese sentido, uno de los principales instrumentos de política indus-
trial vinculados al comercio implementados por el Estado peruano es 
el siguiente:
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4.1. Tratados de Libre Comercio

El Perú inició el camino de los acuerdos comerciales en el año 2003 y 
a la fecha cuenta con dieciocho (18) tratados de libre comercio vigen-
tes suscritos con cincuenta y dos (52) países, mientras que tiene otros 
acuerdos pendientes de entrar en vigor y en etapa de negociación, entre 
los que se destacan el Acuerdo de la Asociación Transpacífica (TPP, por 
sus siglas en inglés).22

Si bien este número de acuerdos comerciales ha sido una herramienta 
importante de política industrial que le ha servido al país para colocar 
gran parte de sus exportaciones a diversos mercados internacionales 
con preferencias arancelarias y tener un crecimiento sostenido en los 
últimos años, no ha servido para crear valor agregado en base a dichos 
bienes y ni desarrollar una industria relacionada con este rubro, debi-
do a que no ha estado acompañado de políticas y estrategias de promo-
ción comercial que hayan permitido generar mayor riqueza y empleo 
en la economía nacional. 

Además de ello, un reciente informe emitido por el Centro de Comercio 
Exterior de la Cámara de Comercio de Lima (CCL) señala que sólo un 
tercio del total de los acuerdos comerciales vigentes que tiene el Perú 
es aprovechado por los exportadores, es decir, que existen once (11) 
tratados de libre comercio que no estarían siendo utilizados en su real 
magnitud por los exportadores peruanos y esto se demuestra porque 
las ventas a estos destinos han caído en los últimos años. Dicho gremio 
señala que esta situación pone en evidencia que el sector responsable 
del comercio exterior peruano no tendría una política de desarrollo de 
mercados para que estos tratados sean aprovechados de la mejor ma-
nera posible, incrementando las exportaciones de productos no tradi-
cionales, más aún en tiempos de crisis financiera.23

Un punto aparte merece la actual situación de la Alianza del Pacífico 
(AP),24 debido a que para el Perú, como miembro fundador del bloque, 
representa un reto consolidar la integración del mismo logrando la ple-
na libertad de circulación de bienes, servicios, capitales y personas que 
conlleve al crecimiento, desarrollo y competitividad económica del país, 
y contribuya a lograr una mejor distribución de los ingresos y a una 
progresiva eliminación de la desigualdad social. 

En ese sentido, el Acuerdo Marco de la AP representa un acuerdo im-
portante que forma parte de la estrategia comercial del Perú de largo 
plazo que busca consolidar mercados internacionales para los produc-
tos nacionales con el fin de contribuir con el crecimiento y desarrollo 
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económico del país, mediante la generación de más y mejores puestos 
de trabajo, entre otros factores. No obstante, se podría señalar que la 
AP es más que un TLC –aunque sus detractores indiquen que sólo es 
eso– porque además del libre comercio de bienes y servicios, involucra 
el tránsito de personas y la inversión de capitales, lo que favorecerá al 
fortalecimiento del bloque regional, incrementando su poder de nego-
ciación con otras regiones, en especial con el Asia Pacífico.25

Ahora bien, el proyecto de PNDP no hace mención a la red de trata-
dos comerciales que tiene el Perú, incluyendo a la AP, sin embargo, se 
podría afirmar que sí los considera al señalar que “el plan no preten-
de generar cambios en los principios del modelo económico (…)” y los 
acuerdos comerciales son piezas esenciales del modelo de libre mercado 
emprendido por el Estado peruano desde la década de los noventa. 

De otro lado, entre los principales instrumentos de política industrial 
no vinculados al comercio implementados por el Estado peruano desta-
can los siguientes:

4.2. Investigación, desarrollo e innovación

De acuerdo a los últimos Reportes de Competitividad Global de la WEF, 
podemos observar que en las áreas de innovación, capacidad para in-
novar, calidad de instituciones de investigación científica y, gastos de 
compañías en investigación y desarrollo, el Perú ha estado por debajo 
de la media y ocupando en algunas oportunidades los puestos más re-
zagados. En el reporte GCI 2013-2014 de dicha entidad, en el que se 
evaluaron a 148 países, el Perú ocupó en las mencionadas áreas los 
puestos 122, 106, 119 y 124, respectivamente. A ello deberá adicionar-
se que en el área de educación, el Perú ocupó el puesto 134, debido a la 
pobre calidad de su enseñanza, lo que a su vez ha contribuido en gene-
rar una brecha profunda de habilidades en la economía.

En ese contexto y con el objetivo de empezar a dotar a los sectores 
productivos de conocimientos que ayuden a la productividad, competi-
tividad y diversificación productiva que distinga al Perú de otros paí-
ses e ir cerrando la brecha tecnológica que lo separa con las naciones 
regionales y en particular con las más desarrolladas, en mayo pasado 
el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica 
del Perú (CONCYTEC) anunció la publicación del proyecto del Plan 
"Estrategia Nacional para el Desarrollo de la Ciencia, Tecnología e In-
novación: Crear para Crecer"26, con el objetivo de dinamizar el siste-
ma nacional de innovación y contribuir al desarrollo productivo, lo que 
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significa que por primera vez este importante rubro está en la agenda 
política. 

Según lo señalado por CONCYTEC, el plan “nace como una hoja de 
ruta para que la ciencia, la tecnología y la innovación se consoliden 
como el soporte que el país requiere para continuar por la senda del 
desarrollo económico y social que ha iniciado y que viene siendo im-
pulsado por el actual gobierno.” Asimismo, indicaron que mediante la 
presente estrategia se espera contar con resultados concretos para la 
atención de necesidades del sector productivo como aumentar para el 
próximo año en 30% el número de investigadores en el país, en 70% el 
número de diseños industriales, incrementar al 2016 tanto el número 
de patentes (16%) como los modelos de utilidad (25%).

Uno de los principales propósitos de esta estrategia es crear un entorno 
propicio para superar los bajos niveles de productividad, reducir la he-
terogeneidad productiva, revertir la escasa diversificación productiva, 
aumentar el nivel de intensidad tecnológica, permitir mayor transfe-
rencia de los resultados de investigación al mercado; así como, generar 
un uso adecuado de la tecnología para la solución de problemas socia-
les. 

Entre las principales dificultades que han sido identificadas en la cita-
da estrategia se encuentran: i) el divorcio existente entre la academia 
y el sector privado; ii) la insuficiente masa crítica de investigaciones y 
personal altamente calificado en ciencia, tecnología e innovación; iii) 
los bajos niveles de los centros de investigación y desarrollo naciona-
les; entre otros. Asimismo, el documento plantea algunas iniciativas 
que ayudarían a mejorar la productividad, la competitividad y la di-
versificación productiva del país, tales como la creación de centros de 
excelencia en ciencia, tecnología e innovación, el fortalecimiento de la 
absorción tecnológica en las PYMES, y el financiamiento de ideas au-
daces que apunten a solucionar problemas prioritarios del país –lo que 
es complementario a lo planteado en el PNDP–. De igual modo, el Plan 
Estratégico también contempla la elaboración de un Plan Nacional en 
Biotecnología, así como en Materiales; Ciencia y Tecnología Ambiental; 
en Tecnologías de la Información y Comunicación; y, en Transferencia 
Tecnológica para la Inclusión Social.

Es importante señalar que el titular del Ministerio de la Producción, a 
cargo del PNDP, manifestó que su sector está analizando la Estrategia 
Nacional “Crear para Crecer" para evaluar la manera de articular un 
trabajo conjunto. 
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Cabe precisar que ninguno de los planes mencionados eligen “secto-
res ganadores”, pero se aprecia un cierto sesgo hacia algunos sectores 
que se consideran particularmente importantes para el futuro del país, 
como ha sido manifestado anteriormente. Estas iniciativas deberían 
ser el inicio de un diálogo permanente entre el sector privado, la aca-
demia y el Estado.

4.3. Inversión extranjera directa

Desde el 2003 el Perú ha ido incrementando los flujos de IED, alcan-
zando al cierre de diciembre de 2014, la suma de US$ 23,283 millones; 
sin embargo estos aportes de capitales se han visto seriamente dismi-
nuidos el año pasado en US$ 4,311 millones con relación al importe 
recibido el 2012, que fue de US$ 11,918 millones –siendo el máximo 
monto de aportes de capitales recibido por el Perú y que representó 
poco más del 6% del PBI–, ello debido a la menor reinversión de las uti-
lidades por parte de las empresas (US$ 4,885 millones) y los menores 
aportes de capital (US$ 2,416 millones).27

El incremento de la IED ha sido un factor que ha contribuido decisiva-
mente al dinamismo de la producción nacional, porque ha significado el 
ingreso de importantes sumas de capitales del exterior orientadas ha-
cia distintos sectores de la economía peruana, en particular la minería, 
favoreciendo su expansión. Estos flujos de capital han sido atraídos por 
las oportunidades que ha venido ofreciendo el país, tales como la posi-
bilidad de obtener altas tasas de rendimiento, en un entorno favorable 
a la inversión privada y de libre mercado.

Teniendo en consideración el monto total recibido por IED (US$ 23,283 
millones) y el país de la casa matriz del inversionista sobresalieron los 
capitales provenientes de España (19%) y Reino Unido (18%), seguidos 
por aquellos originarios de Estados Unidos (14%), Países Bajos (7%), 
Chile (6%) y Brasil, Colombia y Canadá (5%), entre los principales, 
todos ellos representando casi el 87% del total a diciembre de 2014. 
Asimismo, se tiene que al 2014 los principales sectores económicos de 
destino de la IED como aporte de capital fueron la minería (que con-
centró el 24%), finanzas (18%), comunicaciones (17%), industria (14%) 
y energía (13%), actividades que en conjunto concentran casi el 87% 
del total.28

Según datos del Banco Central de Reserva del Perú los flujos de IED 
proyectados para los años 2014 y 2015 serán menores al obtenido el pa-
sado 2013, que fue de US$ 10,172 millones, siendo estos de US$ 9,954 
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y 9,438 millones, respectivamente, lo cual generará una reducción en 
el crecimiento y desacelerará la economía. 

5. Políticas públicas complementarias

La estrategia de diversificación productiva emprendida por el Estado 
peruano se encuentra inserta en un conjunto de iniciativas y refor-
mas que están siendo desarrolladas por la Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM) y los respectivos sectores con carácter transversal y 
que ayudarán a fortalecer las capacidades productivas del país29, entre 
las principales reformas destacan la social, laboral, administrativa, de 
seguridad, educativa, sanitaria, fiscal, pensiones y minera, las cuales 
serán brevemente desarrolladas a continuación:

5.1. Reforma para la inclusión social

Si bien el Estado ha avanzado en este tema, aún existen demasiados 
pobres en el Perú. El actual gobierno ha implementado una serie de 
reformas sociales con la intención de mejorar la calidad de vida de la 
población y que se beneficien del crecimiento económico, entre las que 
destacan la Estrategia Nacional de Desarrollo e Inclusión Social “In-
cluir para Crecer” la cual contempla la lucha contra la desnutrición 
crónica infantil y el fondo para la inclusión económica en zonas rurales; 
y, la Reforma del Sistema de Focalización “Conocer para Incluir” cuya 
finalidad es identificar a la población en mayor situación de pobreza. 
Paralelamente, el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social viene im-
plementando otros programas sociales que han tenido un gran impacto 
entre las personas de escasos recursos económicos.30

5.2. Reforma del servicio civil

Es una de las reformas más ambiciosas y esperadas que tiene por obje-
tivo servir mejor al ciudadano y mejorar la calidad del servicio público. 
En ese sentido, la Ley del Servicio Civil tiene por finalidad profesiona-
lizar a los funcionarios públicos a través de evaluaciones constantes y 
capacitación, imponiendo la meritocracia, elevando las remuneracio-
nes e incentivando su crecimiento personal y profesional en la admi-
nistración pública. La reforma aplicará para 560 mil trabajadores del 
Estado de los tres niveles de gobierno (nacional, regional y local), es 
decir, al 40% del total de servidores públicos. La Autoridad Nacional 
del Servicio Civil está en pleno proceso de aprobación de los reglamen-
tos de la reforma. 
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5.3. Reforma para modernizar el Estado

El Sistema de Modernización del Estado viene impulsando un proce-
so de reforma que apunta a alcanzar una gestión pública orientada 
a resultados que impacten en el bienestar de los ciudadanos en los 
tres niveles del Estado. Para ello la Secretaría de Gestión Pública ha 
elaborado una “Política Nacional de Modernización de la Gestión Pú-
blica” y un “Plan de Implementación” que define las metas a alcanzar 
en el período del actual gobierno. El primero constituye el principal 
instrumento orientador de la modernización de la gestión pública en el 
Perú y busca ser la “hoja de ruta” que permita establecer la visión, los 
principios y lineamientos del proceso de modernización, mientras que 
el segundo contempla la implementación de una agenda de reformas 
en diversas materias que busca la simplificación de los procedimientos 
y procesos internos de las entidades públicas; la mejor atención vía los 
trámites y servicios, una mayor transparencia y acceso a la informa-
ción para un Estado al servicio del ciudadano.

5.4. Reforma por la seguridad

Debido al creciente índice de criminalidad e inseguridad ciudadana por 
el que atraviesa el país, el Estado ha iniciado una Reforma Policial 
con el propósito de combatir con mejores recursos la delincuencia y 
garantizar la seguridad de la población. Asimismo, el Estado peruano 
ha puesto en marcha algunas estrategias en su lucha contra la delin-
cuencia como el Pacto por la Seguridad Ciudadana, el Plan Nacional 
de Seguridad Ciudadana y elaborado diversos proyectos legislativos.

5.5. Reforma magisterial o educativa

La educación ha sido irresponsablemente descuidada durante años por 
el Estado peruano y su modernización siempre ha sido postergada. En 
el marco de la Reforma Educativa, ha sido aprobada la nueva Ley de 
Reforma Magisterial que contempla cuatro elementos fundamentales: 
i) mejor infraestructura; ii) mejores contenidos educativos; iii) indica-
dores de aprendizaje a cumplirse; y, d) maestros comprometidos con la 
enseñanza. Estas medidas también incluyen el otorgamiento de una 
mejor preparación para los maestros, la implementación de metodolo-
gías modernas en educación a través de la banda ancha del internet, y 
con la capacitación a estudiantes mediante el programa Beca 18, enca-
minar al país hacia una educación bilingüe para que los jóvenes acce-
dan a un mejor mercado laboral, y que cada región del país cuente con 
una escuela de alto rendimiento con bachillerato internacional.
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5.6. Reforma de salud

Esta reforma se aprobó sobre los retos de incrementar la cobertura, 
mejorar los servicios, aliviar la carga financiera de los hogares e ins-
taurar la cultura de la prevención. En ese contexto la estrategia con-
templada para mejorar la salud consideró las siguientes acciones: i) 
proteger al ciudadano de enfermar o morir; ii) proteger al usuario de 
servicios de salud; y, iii) otorgar protección financiera en salud. Entre 
las leyes emitidas como parte de la reforma figuran la que regula las 
remuneraciones en el sector salud, así como otras 23 leyes que abarcan 
desde la coordinación en los tres niveles de gobierno para la realización 
de inversiones en dicho sector hasta el intercambio prestacional entre 
las entidades del sector público.

5.7. Reforma tributaria

La Reforma Fiscal emprendida por el Estado tiene por objetivo el cap-
tar los recursos suficientes que le permitan satisfacer las necesidades 
de inversión y de servicios sociales de calidad, ampliando, modernizan-
do y manteniendo en buen estado la infraestructura social y productiva 
del país. En ese sentido, los proyectos normativos31 que se han venido 
ejecutando desde el año pasado tienen como propósito dotar de mayor 
neutralidad y equidad al sistema, simplificar algunas obligaciones tri-
butarias, combatir un mayor número de prácticas de elusión, la evasión 
y el contrabando, lo cual ayudará a consolidar el crecimiento económico 
y modernización del país, generando un escenario más competitivo y 
equitativo, lo que a su vez atraerá mayores inversiones.

Los puntos centrales que esta reforma propone son tres: i) ampliar la 
base de contribuyentes, incorporándolos mediante mecanismos que, 
por una parte, incentiven a los agentes económicos a ingresar a la eco-
nomía formal y, por otra, encarezcan fuertemente los costos de las ope-
raciones marginales y delictivas, tales como la evasión, la subvaluación 
y el contrabando, que afectan a todos por igual en beneficio de unos 
pocos; ii) incrementar la recaudación tributaria, elevando el nivel ac-
tual de presión, 12.1% del PBI en el año 2002, a 14% en el corto plazo, 
sentando las bases para llegar, en el mediano plazo, a una cifra cercana 
al 16%; y, iii) modernizar, simplificar y dotar de mayor progresividad 
al sistema tributario, corrigiendo sus actuales vacíos y distorsiones a 
fin de lograr que la carga se concentre, efectivamente, en los niveles de 
mayor capacidad contributiva.



51

5.8. Reforma de la minería en proceso de formalización

La reforma de la minería informal es ponerse en acción para tender 
puentes y enfrentar una actividad que afecta la calidad de vida de la 
población y la preservación del ecosistema. Por ello la estrategia para 
erradicar la minería ilegal consiste en continuar con el proceso de for-
malización de la pequeña minería y minería artesanal, y realizar ope-
raciones de remediación ambiental para revertir los daños causados al 
ecosistema, la población, la ganadería, agricultura y a la industria. A 
la fecha se ha formalizado al 40% de los 77,000 mineros ilegales y se va 
a constituir una Comisión Especial encargada de diseñar una Estrate-
gia de Saneamiento de la Pequeña Minería y Minería Artesanal, y de 
llevar adelante el Plan Nacional para la Formalización de la Minería 
Artesanal.

De otro lado, es importante mencionar que el último informe de la Ofi-
cina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad de la Presidencia del Consejo 
de Ministros, indicó que en los últimos 22 meses la conflictividad social 
se había reducido considerablemente, habiéndose resuelto 89 conflictos 
sociales, entre ellos casos que involucraban considerables inversiones 
mineras.32

5.9. Reforma del Sistema Privado de Pensiones

Luego de 20 años desde la creación del Sistema Privado de Pensiones 
(SPP), el Estado puso en marcha la reforma del SPP con la finalidad de 
mejorar la relación que la AFP mantiene con el afiliado, así como las 
comisiones que pagan los ciudadanos; perfeccionar la forma en la que 
opera el SPP; ampliar el acceso de la población a la Seguridad Social; 
e, incrementar el nivel de participación que tiene un afiliado en el SPP. 
Con esta reforma se generó en la población el interés por entender la 
importancia de la previsión social, la preocupación por la jubilación, y 
la conciencia de que para tomar una buena decisión sobre el futuro se 
debe estar plenamente informado. Sin embargo, cabe precisar que esta 
reforma tuvo diversas críticas porque no atacó el principal problema 
que era la baja cobertura de trabajadores independientes, no logró la 
incorporación de independientes y las licitaciones no generaron la com-
petencia esperada, así como flexibilizar el régimen de inversiones de 
las AFP. 

Es evidente que todas estas reformas que han sido o que vienen siendo 
implementadas por el Estado peruano son positivas, porque generan 
estabilidad jurídica al país, a pesar que algunas normas puedan ser 
posteriormente modificadas o ampliadas. Con ello se busca mejorar el 
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diálogo con la parte civil (trabajadores, incluidos los empleados públi-
cos) y los gremios empresariales, así como crear confianza entre los 
inversionistas locales y extranjeros, promoviendo un desarrollo soste-
nible (económica, ambiental y socialmente). 

Adicionalmente a las reformas mencionadas, el Estado peruano ha em-
prendido en años anteriores políticas monetarias y cambiarias y di-
versas reformas estructurales, y si bien estás han sido fundamentales 
para el crecimiento económico del país, considero que aún se deberá 
continuar efectuando reformas puntuales como por ejemplo una Refor-
ma Minera (la Ley General de Minería es del año 1982 y su modifica-
ción es del 2002) que incluya un Plan de Desarrollo Minero coordinado 
con una Reforma Ambiental, así como una Reforma Agrícola y una Re-
gional que establezcan de manera ordenada y consensuada los límites 
y las capacidades de sus respectivos gobiernos. Asimismo, resulta im-
portante hacer algunas modificaciones y ampliaciones para mejorar la 
agenda competitiva del país que incluya acciones internas, como por 
ejemplo el perfeccionar los protocolos sanitarios y fitosanitarios para 
facilitar los envíos de productos o mejorar el sistema de licitaciones del 
estado para simplificar las concesiones y administraciones de puertos, 
aeropuertos, ferrocarriles, y transporte en general.

6. Algunas conclusiones

El proyecto de Plan Nacional de Diversificación Productiva tiene espe-
cial significado para el Perú, pues por primera vez, en mucho tiempo, 
el Estado peruano está trabajando en cómo generar nuevos motores de 
crecimiento, reducir los costos para hacer negocios y elevar la produc-
tividad de la industria nacional. En ese sentido es bastante positiva la 
iniciativa emprendida la cual sin duda activará el debate económico en 
el Perú entre los gremios empresariales, sindicatos de trabajadores, los 
centros universitarios y el Estado, en sus diferentes niveles (central, 
regional y local).

Sin embargo, los autores del PNDP deberán incluir en este debate a 
todos los sectores políticos y entidades representativas de la sociedad 
civil para hacerlo de forma consensuada, pues es obvio que la imple-
mentación del Plan excederá el tiempo que le resta al actual gobierno 
en el poder. Ello es fundamental porque de esta manera las siguientes 
administraciones continuarán comprometidas y podrán respaldar esta 
medida, accediendo a implementar las recomendaciones señaladas en 
el referido Plan, es decir, se requiere indefectiblemente de la voluntad 
política de todas las partes involucradas. 
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Asimismo, será de suma importancia que el gobierno central establez-
ca y respalde al Ministerio de la Producción como la entidad encargada 
de llevar a cabo el PNDP, debido a que de su lectura se observan cier-
tas recomendaciones que excederían sus funciones, invadiendo las fun-
ciones correspondientes a otros sectores nacionales que se encuentran 
bajo el paraguas de otros Ministerios, lo que podría generar ciertos 
conflictos de intereses entre los miembros del gabinete y con ello una 
posible inacción de la implementación del Plan.

Como han indicado diversos analistas y especialistas, el segundo eje 
estratégico será el que se podría implementar con mayor celeridad y 
eficiencia, puesto que la reducción de sobrecostos en la producción y 
eliminación de trámites burocráticos han venido siendo abordadas por 
los gremios empresariales y los sectores nacionales, incluyendo a dife-
rentes ministerios y a la administración tributaria, habiendo encontra-
do alrededor de 70 obstáculos para invertir y generar oportunidades 
de negocios en el país. Si bien esta medida contribuiría a destrabar de 
forma relativamente rápida la inversión nacional y extranjera, incre-
mentando por ende los niveles de crecimiento económico, ésta deberá 
estar acompañada con disposiciones de mediano y largo plazo, como el 
fortalecimiento de las instituciones públicas –incluyendo la capacita-
ción de sus funcionarios– que actualmente gozan de un enorme descré-
dito entre la ciudadanía por el alto nivel de corrupción que existe entre 
los funcionarios públicos.  

Adicionalmente, el PNDP propone la descentralización de la industria 
productiva a través de la creación de clusters y parques industriales y 
tecnológicos en las principales ciudades del país para posteriormente 
ampliarlas al resto de ciudades, de acuerdo a las potencialidades de 
cada una de ellas. Sin duda que estas medidas deberán ir de la mano 
con la mejora de la educación (en todos sus niveles), en un aumen-
to de la partida presupuestal para proyectos de innovación, ciencia y 
tecnología que contribuyan a la sofisticación de la industria nacional, 
así como financiamientos e incentivos tributarios que fomenten la in-
versión en tecnología por parte de los sectores empresariales, a todo 
nivel, es decir en grandes, medianas y pequeñas industrias –el PNDP 
contempla la creación de instrumentos, así como centros y programas 
que se encarguen de la diversificación productiva–. Un instrumento de 
diversificación productiva que no ha sido considerado por el PNDP es el 
joint venture, que es una figura que permitiría la transferencia tecnoló-
gica de socios extranjeros hacia los socios locales, algo que sin duda es 
necesario para crecer en esta área transcendental. 
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Como hemos mencionado líneas arriba, otra manera de potenciar la 
economía peruana con el objetivo de industrializar el país, es aprove-
char de mejor manera los tratados de libre comercio suscritos y que 
se encuentran vigentes, insertándonos en cadenas globales de valor (o 
de suministro internacional), teniendo en cuenta que entre nuestros 
socios comerciales están las principales potencias industriales como 
EEUU, Canadá, Japón, Corea del Sur, Singapur, la UE y el nuevo gi-
gante económico que es China, entre otras naciones.

No obstante lo expuesto, si el Perú desea hacer efectiva la descentra-
lización y creación de instrumentos de diversificación productiva, así 
como aprovechar al máximo los TLC’s vigentes deberá invertir fuerte-
mente (o a través de la inversión extranjera) en ampliar y mejorar su 
infraestructua física, dada que ésta es inecificiente y obsoleta; y apos-
tar en la educación como el principal motor para salir del subdesarro-
llo, dado que al mejorar la calidad de la enseñanza se podrá optar por 
un mayor desarrollo en la capacidad laboral que a su vez elevará el 
conocimiento para entender los procesos para la elaboración de tec-
nologías eficientes, innovar e investigar nuevas formas de desarrollo 
productivo, que contribuirá a seguir reduciendo las grandes brechas 
sociales y económicas existentes en el país.

Por lo expuesto, debo reiterar como algo positivo la elaboración y próxi-
ma implementación del PNDP, así como las recientes medidas aproba-
das por el Poder Ejecutivo para la facilitación de la inversión que, de 
modo general, se espera ejerzan un impacto favorable en el crecimiento 
económico, mediante un aumento en la capacidad productiva. Al res-
pecto, es importante que el PNDP tenga en cuenta la participación del 
Estado para mejorar el atractivo de otras industrias –sin ser proteccio-
nista– dotándolas de mayor valor agregado y tecnológico para impulsar 
su productividad y competitividad, y no sólo promover y fortalecer a los 
sectores consolidados en exportaciones primarias. Es decir, el Estado 
peruano deberá impulsar y fortalecer la industria manufacturera, ha-
ciendo participar de ello también al sector industrial y a la sociedad ci-
vil (incluyendo a las universidades cuyos campos de investigación y de 
desarrollo tecnológico servirán para desarrollar procesos industriales, 
que impatarán en la economía nacional).

Asimismo, es oportuno resaltar el esfuerzo que viene realizando tanto 
el gobierno, que paralelamente a la suscripción de acuerdos de libre 
comercio con países de casi todos los continentes del planeta, ha venido 
negociando convenios para incrementar y promover nuevas IED, como 
el sector privado que, a través de las giras de la asociación inPERÚ33, 
muestran en el extranjero las potencialidades para invertir en el país, 
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todo lo cual redundará en el crecimiento y desarrollo económico del 
Perú, con inclusión social.

Por último, para que el Perú continúe ofreciendo condiciones adecua-
das para atraer capitales de largo plazo del exterior, deberá mantener 
las reglas de juego claras y estables para el inversionista –mejorán-
dolas–, así como también fortalecer la institucionalidad y reducir las 
posibles barreras a la inversión, en temas como infraestructura, le-
gislación, trámites burocráticos, seguridad, corrupción e informalidad 
laboral, entre otros –algunos de los cuales han sido planteados en el 
PNDP y en las reformas mencionadas–, promoviendo además la in-
versión responsable con el medio ambiente y la sociedad, que sea res-
petuosa del marco legal, garantizando de esta manera su viabilidad y 
sostenibilidad; todo ello en un entorno de estabilidad macroeconómica 
y políticas orientadas al eficiente desempeño de los mercados. 

Notas

1	 La Agencia de Promoción de la Inversión Privada del Perú (ProInversión) publicó que 
el Banco Central de Reserva del Perú (BCR) reportó para el 2014 un flujo de capitales 
provenientes de la IED por US$ 7,607 millones, monto inferior en US$ 1,691 millones al 
importe recibido en el 2013 y en US$ 4,311 millones al recibido en el 2012, que alcanzó la 
cifra record de US$ 11,918 millones, explicado principalmente por la caída en los aportes 
de capital.y préstamos netos con la matriz. Ver http://www.investinperu.pe/modulos/JER/
PlantillaStandard.aspx?are=0&prf=0&jer=5652&sec=1

2	 De acuerdo al informe sobre “La Inversión Extranjera Directa en América Latina y el Caribe 
2014” publicado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el 
Perú continúa siendo el quinto mayor receptor de IED en la región, a pesar que la IED 
recibida en el 2014 reflejó una caída del 18% con respecto al 2013 (US$ 9,298 millones) y 
del 36% al 2012 (US$ 11,918 millones), en que se había registrado un máximo histórico. En 
los últimos cinco años, el Perú había alcanzado niveles muy altos de IED en relación con la 
tendencia precedente y con el tamaño de su economía, principalmente gracias a las grandes 
reinversiones de utilidades de las compañías mineras. Sin embargo, esta disminución de 
la IED por segundo año consecutivo se debería también por la caída de las inversiones en 
el sector minero  (tanto nacionales como extranjeras), las cuales se redujeron en un 11%, 
siendo el el primer descenso desde 2007, después de varios años de rápido crecimiento. 
Pese a ello, en el 2014, el Perú se mantuvo como el quinto país de América Latina y el Caribe 
con el mayor aumento de inversiones foráneas, detrás de Brasil, México, Chile y Colombia, 
respectivamente y como el tercer país de la región con inversiones fuerade sus fronteras. 
Ver http://www.cepal.org/es/publicaciones/la-inversion-extranjera-directa-en-america-latina-
y-el-caribe-2015-documento

3	 Desde el 2003, el Perú ha negociado activamente tratados de libre comercio, 14 de los 
cuales han entrado en vigor con: la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA por sus 
siglas en inglés), Canadá, Chile, China, Corea del Sur, Costa Rica, Estados Unidos, Japón, 
México, Panamá, Singapur, Tailandia, Unión Europea (UE) y Venezuela. También concluyó 
tres acuerdos comerciales (aún no vigentes) con Guatemala, Honduras y la Asociación 
Transpacífica (TPP por sus siglas en inglés) y, está negociando otros tres con El Salvador, 
Turquía y el Acuerdo de Comercio de Servicios (TISA por sus siglas en inglés). Asimismo, el 
Perú es miembro fundador de la Comunidad Andina y de la Alianza del Pacífico, y tiene un 
acuerdo de libre comercio con el MERCOSUR y otros acuerdos en el marco de la Asociación 
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Latinoamericana de Integración (ALADI). En total, tiene 18 acuerdos comerciales en vigor con 
52 países. En el 2012, cerca de las tres cuartas partes de las exportaciones totales peruanas 
se destinaron a socios comerciales con los cuales tiene acuerdos de esta naturaleza. Ver 
http://www.acuerdoscomerciales.gob.pe/index.php?option=com_content&view=category&l
ayout=blog&id=36&Itemid=27

4	 El Perú ha liberalizado unilateralmente su régimen comercial, en particular mediante una 
reducción del promedio de sus aranceles de Nación Más Favorecida (NMF) aplicados del 
8% en 2007 al 3.2% en 2013. 

5	 Balance Económico Actualizado 2012 -abril de 2013- de la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL). Ver http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/3/49713/
Balanceeconomicoactualizado2012.pdf 

6	 Ver Organización Mundial del Comercio. Órgano de Examen de las Políticas Comerciales. 
Informe de la Secretaría. Perú. Revisión. WT/TPR/S/289/Rev.1, 7 de febrero de 2014. 

7	 El Foro Económico Mundial (World Economic Forum - WEF) menciona en su informe del 
2013 que el “Perú se mantiene estable en el lugar 61 siguiendo una tendencia fuertemente 
positiva que elevó al país en el ranking más de 20 lugares en los últimos años. Los resultados 
sugieren una consolidación del perfil de competitividad del país y un cierto agotamiento de la 
fuentes de ganancia de competitividad de los años pasados: un desempeño macroeconómico 
muy fuerte (20) y altos niveles de eficiencia en los mercados de bienes (52), financiero (40), 
y de trabajo (48), a pesar de cierta rigidez en las prácticas de contratación y despido (129). 
Para seguir avanzando en la clasificación, Perú tendrá que abordar algunos de sus desafíos 
más duraderos mediante el fortalecimiento de la solidez de sus instituciones públicas (124) 
mediante el aumento de la eficiencia del gobierno (107), la lucha contra la corrupción (109), y 
la mejora de infraestructura (91). Además, la mala calidad de la educación (134) ha generado 
una brecha profunda de habilidades en la economía. Una baja capacidad de innovar (106) 
causada por la limitada inversión en I+D (124) y un débil sistema de investigación científica 
(119), dificulta la capacidad del Perú de diversificar su economía y avanzar hacia actividades 
nuevas y más ricas en conocimiento.” Ver http://www.cdi.org.pe/IGC_2013_2014.htm 

8	 La Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su informe sobre el Panorama Laboral 
de América Latina y el Caribe 2013, señaló que la tasa de desempleo urbano en el Perú 
disminuyó y pasó de 7.2% en el 2012 al 6% en el 2013. De acuerdo a este informe anual, el 
nivel desempleo de Perú se ubica por debajo de la tasa de promedio de la región, estimada 
en 6.3%. El Perú es la economía regional que registra la tasa más de alta de ocupación 
laboral urbana, al pasar de 64.2% en 2012 a 64.7% en 2013, sin embargo el reto del país 
es cómo articular y traducir su  progreso económico con la generación de empleo formal y 
de calidad, teniendo como principal desafío reducir el nivel de informalidad laboral, que se 
ubica en 69%, según indicadores del 2013. Ver http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/--
-americas/---ro-lima/documents/publication/wcms_232760.pdf 

9	 Según el Informe Panorama Social 2013 elaborado por la CEPAL, el índice de pobreza 
en el Perú pasó de 27.8% en el 2011 a 25.6% al cierre del 2012. Ver http://www.eclac.org/
publicaciones/xml/9/51769/PanoramaSocial2013DocInf.pdf. Asimismo, el Instituto Nacional 
de Estadísticas e Informática del Perú (INEI) reportó que en el informe técnico “Evolución de 
la Pobreza Monetaria 2009-2013” más de dos millones de personas dejaron de ser pobres 
en ese período, señalando que la pobreza se redujo en cuatro puntos al pasar de 27.8% a 
23.9% entre el 2011 y el 2013, pero que aún hay 6.2 millones de peruanos que están en esa 
condición. Asimismo, dicho informe indicó que en el 2013 unas 290 mil personas dejaron de 
ser pobres extremos, mostrando una disminución de 3.7% frente al año anterior. Al 2013, un 
millón 432 mil personas se encuentran en situación de pobreza extrema, lo que representa 
el 4.7% de la población. Ver http://www.inei.gob.pe/media/cifras_de_pobreza/informetecnico.
pdf
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10	 Mediante Decreto Supremo No. 001-2014 se promulgó el “Año de la Promoción de la Industria 
Responsable y del Compromiso Climático”, el cual definirá, en cierto modo, el rumbo del 
gobierno en los próximos doce meses.

11	 La XV Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
Industrial contó con la participación del Director General de la ONUDI, Li Yong y del Secretario 
General de la ONU, Ban Ki-moon. 

12	 Mediante Resolución Ministerial No. 135-2014-PRODUCE, de fecha 9 de mayo de 2014, se 
dispuso la publicación del proyecto del Decreto Supremo que aprueba el Plan Nacional de 
Diversificación Productiva por el plazo de 45 días calendario a efectos de recibir opiniones 
comentarios y/o sugerencias de la ciudadanía. El citado Plan ha sido elaborado de manera 
conjunta con los Ministerios de Economía y Finanzas, de Comercio Exterior y Turismo; y de 
Agricultura y Riego.

13	 Mediante Decreto Supremo No. 004-2014-PRODUCE, de fecha 27 de julio de 2014, el 
Presidente de la República aprobó el “Plan Nacional de Diversificación Productiva”. 

14	 Ministerio de la Producción. Plan Nacional de Diversificación Productiva. Perú, mayo 2014, 
pp. 10 y 11.

15	 El Consejo Nacional de Diversificación Productiva estará presidido por el Ministerio de la 
Producción y será integrado además por los Ministerios de Economía y Finanzas, de Comercio 
Exterior y Turismo; y de Agricultura y Riego, los Gobiernos Regionales y representantes 
del sector privado como la Conferencia Nacional de Instituciones Empresariales Privadas 
(CONFIEP) y la Sociedad Nacional de Industrial (SIN).

16	 GHEZZI, Piero y José GALLARDO. ¿Qué se puede hacer con el Perú? Ideas para sostener 
el crecimiento en el largo plazo. Lima. Fondo Editorial de la Universidad del Pacífico y Fondo 
Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú. 2013

17	 DE LA TORRE, Augusto. Evitando la maldición de los recursos naturales. Boletín Informativo 
Techint 336, setiembre-diciembre 2011. El autor afirma que “América Latina depende de los 
recursos naturales mucho más que otros países abundantes en ellos [los recursos naturales], 
especialmente para sus ingresos fiscales y en cuanto a la estructura productiva.”Asimismo, 
destaca que las arcas fiscales de los países de la región que son exportadores de bienes 
primarios dependen más de las rentas de los commodities que otros países más desarrollados 
y abundantes en recursos naturales, a pesar de tener participaciones similares de los 
commodities en el PBI. Mientras que para América Latina estos productos representan el 
24% de los ingresos fiscales, para los países desarrollados ricos en commodities es del 9%.  

18	 RODRIK, Dani. Industrial policy for the twenty-first century. HKS working paper 04-047.
Cambridge.2004

19	 ALONSO, Iván y Luis CARRANZA. En:  http://elcomercio.pe/opinion/mirada-de-fondo/
que-plan-industrial-ivan-alonso-noticia-1731344 y http://elcomercio.pe/opinion/columnistas/
gorila-invisible-luis-carranza-noticia-1732124

20	 El Reporte Doing Business es un estudio anual elaborado por el Banco Mundial con el 
objetivo de evaluar la facilidad para hacer negocios que tien los países analizados y si 
tiene el ambiente regulatorio favorable para la actividad empresarial. El Doing Business 
2014: Entendiendo las regulaciones para las pequeñas y medianas empresas evalúa las 
regulaciones que afectan a las empresas locales en 189 economías y clasifica a estas 
últimas en diez diferentes aéreas de la regulación empresarial tales como la apertura de 
una empresa, la resolución de la insolvencia y el comercio transfronterizo. El reporte de 
este año cubre las regulaciones medidas entre junio de 2012 y mayo de 2013. Esta es la 
decimoprimera edición de la serie de reportes Doing Business. Este índice corresponde al 
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promedio de las clasificaciones percentiles de un país en 10 temas, constituidos por una 
serie de indicadores, asignándose la misma ponderación a cada tema. Ver http://espanol.
doingbusiness.org/data/exploreeconomies/peru/ 

21	 RODRIK, Dani. Idem

22	 Desde 2003, el Perú ha negociado activamente acuerdos comerciales regionales, 14 de los 
cuales han entrado en vigor con: la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA por sus 
siglas en inglés), Canadá, Chile, China, Corea del Sur, Costa Rica, Estados Unidos, Japón, 
México, Panamá, Singapur, Tailandia, Unión Europea (UE) y Venezuela. También concluyó 
tres acuerdos comerciales (aún no vigentes) con Guatemala, Honduras y la Asociación 
Transpacífica (TPP por sus siglas en inglés) y, está negociando otros tres con El Salvador, 
Turquía y el Acuerdo de Comercio de Servicios (TISA por sus siglas en inglés). Asimismo, el 
Perú es miembro fundador de la Comunidad Andina y de la Alianza del Pacífico, y tiene un 
acuerdo de libre comercio con el MERCOSUR y otros acuerdos en el marco de la Asociación 
Latinoamericana de Integración (ALADI). En total, tiene 18 acuerdos comerciales en vigor 
con 52 países.

23	 Ver http://elcomercio.pe/economia/peru/aprovecha-peru-17-tlc-que-tiene-mejorar-sus-
exportaciones-noticia-1655019 y http://www.rpp.com.pe/2013-11-06-ccl-afirma-que-tlc-no-
son-aprovechados-y-promperu-los-defiende-noticia_645619.html

24	 La Alianza del Pacífico es bloque comercial integrado por Perú, Colombia, Chile y México 
desde abril de 2011, el cual se ha convertido al cabo de tres años en unos de los mecanismos 
regionales que más atención genera tanto en América Latina como en el resto del mundo, 
teniendo 42 países observadores, debido a que se considera un proceso abierto y no 
excluyente. El bloque tiene por objetivos avanzar en la integración profunda de servicios, 
capitales, inversiones y movimiento de personas entre los países miembro; el lograr un 
mayor crecimiento, desarrollo y competitividad para ofrecer una mejorar la calidad de vida 
a sus habitantes, superando las desigualdades socioeconómicas; y, convertirse en una 
plataforma de articulación política, de integración económica y comercial y de proyección al 
mundo, con clara orientación a la región Asia-Pacífico. Las cuatro economías que integran 
este bloque, en su conjunto, representan la octava economía del mundo y la sétima potencia 
exportadora a nivel global. Asimismo, es importante mencionar que los Estados miembros 
mantienen una red de acuerdos comerciales entre sí y con las economías más desarrolladas 
y dinámicas del mundo como impulsor del crecimiento y promotor de intercambio comercial, 
inversiones, innovación y de tecnología con el mundo, en particular con el Pacífico asiático, 
teniendo como ventajas competitivas, a los sectores minero, recursos forestales, energético, 
agrícola, automotriz, pesca y manufacturero.

25	 El Perú tiene acuerdos comerciales vigentes con cinco países del Asia: China, Corea del 
Sur, Japón, Singapur y Tailandia, y se encuentra negociando el Acuerdo de la Asociación 
Transpacíficio (TTP, por sus siglas en inglés).

26	 Mediante Resolución de Presidencia Nº 095-2014-CONCYTEC-P, de fecha 22 de mayo de 
2014, se dispuso la publicación del proyecto del Plan "Estrategia Nacional para el Desarrollo 
de la Ciencia, Tecnología e Innovación: Crear para Crecer” por el plazo de 30 días calendario 
a efectos de recibir opiniones comentarios y/o sugerencias de la ciudadanía. Ver http://portal.
concytec.gob.pe/index.php/concytec/areas-de-la-institucion/informacion-comunicacion/
intranet/destacados/1175-proyecto-del-plan-crear-para-crecer.html

27	 Según los indicadores de la Agencia Peruana de Promoción de la Inversión Privada 
(ProInversión) que contienen las estadísticas de la IED en el país. Ver http://www.investinperu.
pe/modulos/JER/PlantillaStandard.aspx?are=0&prf=0&jer=5652&sec=1 y http://gestion.
pe/economia/comexperu-inversion-extranjera-directa-peru-cayo-17-al-sumar-us-10172-
millones-ano-pasado-2092461
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28	 Asociación de Bancos del Perú - ASBANC. La Inversión Extranjera Directa, Factor de 
Crecimiento Económico Peruano. Revista ASBANC Semanal No. 73, Año 3, 26 de junio 
de 2013. Ver http://www.asbanc.pe/ContenidoFileServer/ASBANC%20SEMANAL%20
N%C2%BA73_2013062603123280.pdf

29	 Ver http://www.pcm.gob.pe/reformas/

30	 Los programas sociales del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social del Perú (MIDIS) 
han logrado mejorar la calidad y ampliar la cobertura de los programas sociales a su cargo 
a través de los siguientes acciones: a) Pensión 65: acceso de los adultos mayores a más 
y mejores servicios públicos, mejorando sus condiciones de vida; b) Programa Nacional 
de Alimentación Escolar Qali Warma: gestión de la alimentación escolar en todo el país; c) 
Programa JUNTOS: apoyo económico para que los padres envíen a sus hijos a la escuela 
y cumplan con sus controles de crecimiento; d) Cuna Más: fortalece las capacidades de las 
familias rurales en pobreza y pobreza extrema, para garantizar el desarrollo integral de sus 
niños y niñas menores de 36 meses de edad; y, e) FONCODES: Lanzó “Haku Wiñay”, una 
nueva estrategia de desarrollo productivo en las zonas más pobres y rurales del país para 
fortalecer los sistemas de producción familiar

31	 Entre los principales proyectos contemplados por la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (SUNAT) están los siguientes: Algunos de los proyectos 
contemplados por la reforma tributaria son los siguientes: a) Modificaciones al Código 
Tributario referidas a modernizar y simplificar la devolución de impuestos y mejorar la 
capacidad de la Administración Tributaria para detectar y combatir la evasión; b) Impuesto 
a la Renta; c) Aprobar un programa de racionalización de exoneraciones, beneficios e 
incentivos tributarios sectoriales relacionados con los principales impuestos, y mantener los 
beneficios contenidos en las diversas leyes sectoriales; d) Perfeccionamiento del Registro 
Único de Contribuyentes para generalizar su uso como un sistema único de identificación; 
e) Perfeccionamiento del Régimen Tributario para la Pequeña y Micro Empresa (PYMES) 
para formalizar ese sectores con regímenes promocionales; f) Modificación de la Ley del 
Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo; g) Modificación de la 
base imponible del Impuesto Selectivo al Consumo, aplicable al tercer sistema de pago; h) 
Reducción de la tasa del Impuesto General a las Ventas; i) Modificación del Sistema de Pago 
de Obligaciones Tributarias con el Gobierno Central; j) Implementación de notificaciones 
de medidas cautelares; k) Formalización de las operaciones económicas; l) Modificación 
de la Ley General de Aduanas; m) Racionalización del Sistema Tributario Nacional; n) 
Recaudación y administración de tributos municipales; y o) Sanciones por la comisión de 
delitos tributarios.  Ver http://www.sunat.gob.pe/institucional/publicaciones/revista_tributemos/
tribut121/actualidad_3.htm 

32	 La Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad (ONDS) es el organismo público encargado 
de dirigir, en el ámbito de sus competencias, el proceso de diálogo con los diversos actores 
sociales, representantes de instituciones privadas y funcionarios públicos, con el objeto de 
prevenir controversias, diferencias y conflictos sociales, así como facilitar la mediación y/o 
negociación para solucionarlos. Desde su creación, en octubre de 2012, han sido resueltos 
89 conflictos sociales, 24 de ellos en el período de julio-diciembre de 2012, 53 en enero-
diciembre de 2013 y 12 en enero-abril de 2014. Ver http://onds.pcm.gob.pe/casos-concluido/

33	 InPeru es una asociación compuesta por empresarios peruanos que tienen entre sus 
principales objetivos el promover la inversión extranjera y el desarrollo de oportunidades 
en el Perú, así como su mercado financiero y de capitales. Adicionalmente, el propósito de 
inPERU es fortalecer la relación entre inversionistas extranjeros y sus partícipes peruanos 
(emisores, fondos, agentes, reguladores, entre otros), convirtiéndose en el principal promotor 
y el canal de comunicación para las partes interesadas. Ver http://www.inperu.pe 
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Introducción

En un célebre ensayo sobre Kafka1, Jorge Luis Borges postulaba que 
cada escritor crea a sus precursores, en una fórmula que de alguna 

manera ya había sido enunciada por Malraux cuando llegó a afirmar 
que toda gran obra de arte modifica a sus predecesores. Esta verdad 
propia de la teoría literaria, que refuta el concepto del precursor como 
un precedente fijo e inmutable dentro de una única línea de autores 
o de eventos, por cierto es también válida, y con mayor razón, en los 
estudios historiográficos. Cada personaje de la historia es revaluado 
constantemente y reubicado dentro de una nueva línea de eventos, en 
función del intérprete que realiza la lectura del hecho histórico. La His-
toria es reescrita siempre, no porque el pasado cambie sino porque la 
perspectiva de comprensión del futuro ha variado. Esta, por cierto, es 
una regla hermenéutica general de la que no escapa el Inca Garcilaso 
de la Vega, cronista de la historia de América, que con el paso de los 
siglos ha creado sus propios precursores y a su vez se ha constituido en 
precursor, él mismo, de una nueva comprensión de la historia del Perú.

*  El presente ensayo se basa en dos conferencias del autor, sobre la vida y obra del Inca Garcilaso, 
realizadas en la Universidad de Nanjing y en el Instituto Catalán de Shangai, República Popular 
China, en el marco de la conmemoración del 400 aniversario de la muerte de William Shakespeare, 
Miguel de Cervantes Saavedra y el Inca Garcilaso de la Vega.

Al Perú, luz, sueño, patria y esperanza.
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El Inca Garcilaso de la Vega y la fundación espiritual del Perú

La obra y figura del Inca Garcilaso han suscitado numerosos estudios 
y ponencias, especialmente este año en el que se conmemora el cuatro-
cientos aniversario de su muerte, que por esas cosas que tiene el des-
tino, coincidió con la de William Shakespeare y Miguel de Cervantes 
Saavedra. No han faltado eventos conmemorativos en muchos lugares 
del mundo, como en Shanghai, donde se organizaron unas charlas so-
bre dichos escritores y fui invitado a participar, conjuntamente con el 
Dr. Rafael Martin Rodriguez, Profesor de la Universidad Alcalá de He-
nares, quien expuso sobre Cervantes; y el Dr. Steve Jacobi, Director de 
Cultura del Wellington College, quien habló de Shakespeare. 

En lo que a mí respecta, hablé por cierto del Inca Garcilaso y mi inter-
vención se centró en resaltar tres ideas fundamentales en la vida y obra 
del gran escritor peruano, que a mi juicio, convertían su legado histó-
rico, en uno de carácter excepcional. Señalé, en primer lugar, su gran 
talento narrador como cronista del esplendor del Imperio de los incas 
y de la conquista del Perú, bajo la perspectiva nueva e integradora del 
mestizo biológico y espiritual que era. En segundo lugar, su aporte pre-
cursor de elementos ficcionales en lo que vendría a ser conocido siglos 
después como el Realismo mágico en la literatura latinoamericana y en 
tercer lugar, los elementos humanistas de su obra, que han prefigurado 
de alguna manera una visión universal de la condición humana. 

Lo interesante y curioso de resaltar es que al término de dicha ponen-
cia en Shanghai2, ocurrió algo inesperado, que de alguna manera, me 
dio la idea de continuar hablando sobre el Inca Garcilaso, esta vez, 
desde la perspectiva histórica de la construcción de la nación peruana. 
Pues bien, resulta que al término de la rueda de preguntas a los exposi-
tores, se me aproximó la presentadora del evento, una simpatiquísima 
chica del Instituto Catalán en Shanghai, quien me dijo haber apreciado 
mucho la charla, especialmente en lo que se refería a los elementos fic-
cionales de los relatos históricos del Inca Garcilaso, que de algún modo 
hacían de él un precursor del espíritu del boom literario latinoamerica-
no y del Realismo Mágico, siglos después de su muerte. 

Yo había señalado de manera específica, citando unos trabajos de la 
Dra. Rolena Adorno de la Universidad de Yale3, a Guancane, la ciudad 
imaginaria que menciona el Inca Garcilaso de la Vega en el relato de la 
"Florida del Inca", en la línea de las geniales invenciones de Juan Rul-
fo, cuando en Pedro Páramo, describe la ciudad espectral de Comala; y 
de Gabriel García Márquez, y su célebre Macondo, donde transcurre de 
manera cíclica la vida de la familia de don Aureliano Buendía. Asimis-
mo, le hice referencia, a unas inexistentes capitulaciones o pactos entre 
indígenas y españoles, que se encuentran presentes en los Comentarios 
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reales, como otro ejemplo de ficción y realidad entrelazados en el relato 
creador del Inca Garcilaso. 

La simpática presentadora, quien era además estudiante de Drama-
turgia, me dijo que le parecía fascinante esta anticipación en el tiem-
po del Inca Garcilaso a la magia imaginativa y creadora de nuestros 
grandes escritores contemporáneos como Mario Vargas Llosa, Rulfo o 
García Márquez y que ello, por sí solo, a su entender, le valía mereci-
damente, un lugar en la antología de la literatura hispanoamericana. 
Coincidí con ella, pero me permití agregar, que mucho más importante 
que todo ello, era en realidad, una creación suya, suprema, en verdad, 
de la cual, muchos no eran conscientes, y que se refería a la creación 
misma de la idea del Perú, su Patria, porque el Inca Garcilaso de la 
Vega, y esa es la tesis central del presente ensayo, no solo fue un gran 
cronista de la historia de América y un literato excepcional, sino que 
sobre todo, y ese es su mayor legado, puede ser considerado el fundador 
espiritual del Perú.

Por ello, esta ponencia, que de alguna manera es una continuación de 
la charla de Shanghai, lleva por título "El Inca Garcilaso de la Vega y 
la fundación espiritual del Perú", haciendo referencia a un tema que 
no solo es central en el análisis historiográfico de la literatura virreinal 
sino también en el marco de una discusión más vasta y actual, sobre los 
orígenes de la nación peruana y la formación de la identidad histórica 
del Perú. 

1. Semblanza histórica del Inca Garcilaso de la Vega

1.1. Aspectos esenciales de la obra del Inca Garcilaso

¿Quién era el Inca Garcilaso de la Vega y por qué su palabra y pen-
samiento son tan importantes en un tema, que normalmente solo se 
retrotrae históricamente hasta la época de los ideólogos y precursores 
de la Revolución americana a fines del siglo XVII e inicios del siglo 
XVIII? ¿Por qué el Inca Garcilaso de la Vega, un escritor del Renaci-
miento, que vivió a inicios del siglo XVII y que nació incluso antes de 
la existencia del Virreinato del Perú, tiene una voz que decir sobre el 
origen del Perú?

Pues las razones son múltiples, pero pueden resumirse en tres argu-
mentos importantes, que a mi juicio, justifican analizar su obra en 
torno a la idea del Perú y considerarlo como uno de sus fundadores 
espirituales. En primer lugar, porque hizo una amplia exposición so-
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bre el origen o etimología del vocablo "Perú", en contraposición a otras 
hipótesis de la época. En segundo lugar, porque al esbozar un proyecto 
de relativa autonomía política para el Perú, fundó la idea de la patria 
peruana, constituyéndose en un elemento precursor de los prolegóme-
nos ideológicos de la revolución americana, y finalmente, porque en su 
noción del Perú, se encuentra presente una visión providencialista y 
humanista, que anticipa de alguna manera, las grandes utopías políti-
cas y sociales de América Latina.

Pero antes de pasar a desarrollar estas tres ideas fuerza que acabo de 
mencionar, permítanme aquí hacer una breve semblanza de este gran 
escritor, por ser indispensable para entender su genio y figura. Bauti-
zado como Gómez Suárez de Figueroa, el nombre de uno de sus abue-
los, el Inca Garcilaso de la Vega nació en el Cusco, en el actual Perú, el 
12 de abril de 1539, en una época en que dicho territorio formaba parte 
del Imperio español en América. Fue hijo del conquistador extremeño, 
Capitán Sebastián Garcilaso de la Vega, de noble linaje, emparentado 
con grandes escritores como Jorge Manrique o el poeta toledano Garci-
laso de la Vega, y de la palla o princesa Inca Chimpu Ocllo, bautizada 
como Isabel, sobrina del inca Huayna Capac. 

El Inca Garcilaso, educado en la lengua materna de los incas, el que-
chua, lo fue asimismo en castellano, recibiendo una esmerada educa-
ción tanto en la cultura andina como en la europea. Juan de Cuéllar, 
canónigo de la catedral del Cusco, sería su maestro en los cursos de 
latín, impartido a los niños y jóvenes criollos, mestizos e indios, descen-
dientes de la familia imperial de los incas4. Gracias a esa intensa doble 
experiencia cultural, en el alma del joven mestizo llegaron a convivir 
las glorias y penurias de dos grandes imperios: las del extinto imperio 
de los Incas y las del imperio de Carlos V. 

La exposición del joven mestizo a dos idiomas es un tema de impli-
cancias no solo culturales sino también cognitivas, tal como se puede 
apreciar en los estudios de lingüística sociocultural y de “distribución 
lingüística”, perspectiva, según la cual, el idioma es visto como un fenó-
meno  en el que se pone énfasis en el comportamiento humano.5

A inicios de 1560, luego de la muerte de su padre, el Inca Garcilaso em-
prenderá viaje a España, dirigiéndose a Montilla, en las vecindades de 
Córdova, con el objeto de visitar a su tío Alonso de Vargas, hogar donde 
permaneció alrededor de treinta años. Al finalizar el año 1561 se dirige 
a Madrid buscando el reconocimiento oficial del Consejo de Indias, por 
los servicios prestados por su padre a la Corona en América. Su peti-
ción, sin embargo, fue rechazada. En 1568, participará como oficial del 
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ejército español, en la lucha contra la rebelión de los moriscos de las 
Alpujarras de Granada. Posteriormente, retirado del mundo de las ar-
mas y dedicado de lleno al estudio de las humanidades, entablaría una 
estrecha relación con los círculos humanistas y jesuitas españoles, que 
dejarían una impronta en su obra. En 1590 apareció su traducción de 
los “Diálogos de amor” del poeta y filósofo judío León Hebreo, “cebado 
de la dulzura y suavidad de su filosofía”6, presentándose allí por prime-
ra vez como “Inca Garcilaso de la Vega, natural de la gran ciudad del 
Cuzco, cabeza de los reinos y provincias del Perú”. 

En la “Genealogía de Garci Pérez de Vargas, de quien el inca Garcilaso 
se reclamaba pariente, fechada en Córdova en 1596, confirmará que su 
madre, doña Isabel Palla Chimpu Ocllo fue hija de Hualpa Túpac Inca, 
hijo legítimo de Túpac Inca Yupanqui7. 

En 1605, el mismo año en que se difunde la primera parte del Quijote 
de Cervantes, se va a imprimir en Lisboa la Florida del Inca, un hí-
brido literario-histórico sobre la expedición de Hernando de Soto a la 
región de Norteamérica, construida en base a los informes que le trans-
mitió Gonzalo Silvestre cuando residió en las Posadas cerca de Córdo-
va. La decisión del Inca Garcilaso de publicar en Lisboa, en opinión de 
algunos estudiosos, se debió a la búsqueda de algún tipo de mecenazgo 
en Portugal así como a la censura que sufriera su traducción de los 
“Diálogos de amor” por parte del Santo Oficio.8  

En 1609, igualmente en Lisboa, va a publicar la primera parte de los 
Comentarios reales de los incas, la obra que lo hizo célebre, referida al 
imperio de los Incas, mientras que la segunda parte, impresa póstu-
mamente en Córdova en 1617, bajo el título de “Historia General del 
Perú”, se ocupaba de la conquista y de las guerras civiles en el Perú. 
En todos estos textos, a mitad de camino entre la historia y la litera-
tura, el Inca Garcilaso mostrará sus dotes de extraordinario cronista 
y narrador que le han valido ser considerado entre los más grandes 
exponentes del “Siglo de oro español”. 
 
1.2. El Siglo de Oro y el pensamiento medieval y 
renacentista en el Inca Garcilaso

No es el momento aquí para entrar en un debate conceptual con re-
lación a las diversas teorías de la historia literaria y su relación con 
el período de apogeo cultural conocido como el “Siglo de Oro” español. 
Baste con señalar que para la historiografía contemporánea, éste se 
extiende desde la publicación de la Gramática Castellana de Nebrija 
hasta la muerte de Calderón de la Barca en 1681, con la inclusión de 
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dos grandes períodos: el Renacimiento, en el Siglo XVI, y el Barroco, 
en el Siglo XVII. Es un período muy rico en producción literaria, que 
conviene analizar aquí, aunque sea brevemente, porque fue en dicho 
contexto histórico en el que escribió el Inca Garcilaso, constituyéndose 
además en uno de sus mayores exponentes, a decir de Mario Vargas 
Llosa.

En el “Siglo de Oro”, España brilló en todos los campos del arte y las 
letras, la música y la arquitectura, y lo hizo iluminando todo el mundo 
occidental. Baste citar, de los numerosos autores extraordinarios que 
produjo la época, a Juan Boscán, Diego Hurtado de Mendoza y Garcila-
so de la Vega, pariente, por cierto, del Inca Garcilaso, grandes poetas, 
maestros en el uso del verso endecasílabo; a Lope de Vega, el “fénix de 
los ingenios”, Tirso de Molina, y claro está, Miguel de Cervantes Saave-
dra, el inmortal autor del Quijote.

En la prosa de ficción, dentro de la cual, ubicaré, por ser un híbrido 
histórico-literario a la “Florida del Inca”, se puede también citar como 
obras relevantes de la época, El Buscón de Quevedo, y en el género pas-
toril, la Arcadia de Lope, y obras de Villegas, Núñez de Reinoso, Pérez 
de Hita, entre otros.

En 1605, el año de publicación de “La Florida del Inca”, España, bajo el 
reinado de Felipe III, vivía, sin embargo, una etapa de grave depresión 
económica, por la reducción del oro proveniente de las Indias, si bien, 
en el plano de la política exterior, se había suscrito, un año antes, un 
tratado de paz con Inglaterra, publicado el 21 de noviembre de 1604 y 
ratificado en 1605 en Valladolid.9 Ha sido profusamente documentado 
que durante su permanencia en España, el Inca Garcilaso mantuvo 
una estrecha relación con los jesuitas andaluces, bosquejada por Riva 
Agüero y abundantemente documentada por Jose de la Torre y del Ce-
rro.10

 
Mercedes Serna ha estudiado la influencia del pensamiento medieval y 
renacentista en el Inca Garcilaso, coincidiendo con la mayoría de estu-
diosos, en que las ideas deterministas y providencialistas, provenientes 
de San Agustín, dejaron una profunda huella en el escritor peruano. Es 
interesante rescatar aquí, tal como puntualiza la Profesora Serna, que 
la idea de la prefiguración, según la cual, Huayna Capac intuye el cris-
tianismo, se encuentra también presente en Guamán Poma de Ayala, 
quien creía que los indígenas fueron evangelizados mucho antes de la 
presencia europea en América.11  En cuanto a la influencia de la cultu-
ra renacentista en el Inca, éste, habría sido en el mismo sentido que un 
Ambrosio de Morales en la historiografía o un Bernardo Alderete en la 
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lingüística, es decir, buscar recuperar el mundo antiguo, y en el caso 
específico del Inca Garcilaso, el imperio inca.12  

1.3. El Inca Garcilaso y el debate sobre el origen del nombre 
del Perú

Hecha esta breve semblanza del gran cronista cusqueño, y en cuanto 
al primer argumento, referido a la posición del Inca Garcilaso sobre el 
origen del Perú como expresión lingüística, debe señalarse que en su 
principal obra: Los comentarios reales de los incas, nuestro autor ana-
liza el origen del nombre del Perú, en contraposición a otras hipótesis 
que los cronistas españoles venían barajando en la época. 

No era por cierto, la primera vez que el Inca había hecho referencia al 
Perú. Ya en su primera obra, la traducción de los Diálogos de amor del 
filósofo y humanista judío León Hebreo, publicada en Madrid, en 1590, 
el Inca había utilizado la expresión "Pirú". Sin embargo, en las misivas 
que dirige al licenciado Juan Fernández Franco, del 20 de mayo de 
1593, emplea ya “Perú”; como la forma lingüística que conservará de 
allí en adelante, en armonía con la tradición de otros grandes cronistas 
de la época, como Pedro Cieza de León, Agustín de Zárate, Francisco 
López de Gómara y del Padre Fray Jerónimo Román, quienes denomi-
naron al gran país del oro y la leyenda: “Perú” y no “Pirú”. 

El Inca Garcilaso expone su versión del origen del nombre del Perú en 
el Capítulo IV de la Primera Parte de los Comentarios reales, mediante 
un relato interesante, salpicado de matices históricos y semióticos, que 
tiene como personajes a los tripulantes de un navío de la expedición de 
Vasco Núñez de Balboa, que se aventuró a avanzar hacia el sur desde 
las costas de Panamá. Vale la pena recordar en detalle este relato, para 
lo cual dejaremos al propio Inca Garcilaso en uso de la palabra, para 
que nos cuente él mismo, este episodio, ocurrido entre indios y españo-
les, que data de inicios del siglo XVI, y que es un vivo testimonio del 
encuentro de dos mundos:

"Pues hemos de tratar del Perú, será bien digamos aquí como se dedujo 
este nombre no teniéndolo los indios en su lenguaje. Para lo cual es 
de saber que habiendo descubierto la mar del Sur Vasco Núñez de 
Balboa, caballero natural de Jerez de Badajoz… tuvo este caballero 
cuidado de descubrir y saber qué tierra era y cómo se llamaba la que 
corre de Panamá adelante hacia el Sur. Para este efecto hizo 3 o 4 
navíos, los cuales, mientras él aderezaba las cosas necesarias para su 
descubrimiento y conquista, enviaba cada uno de por sí en diversos 
tiempos del año a descubrir aquella costa. Los navíos, habiendo hecho 
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las diligencias que podían, volvían con la relación de muchas tierras que 
hay por aquella ribera. Un navío de estos subió más que los otros y pasó 
la línea equinoccial a la parte del Sur. Y cerca de ella, navegando costa a 
costa –como se navegaba entonces por aquel viaje– vio un indio que a la 
boca de un río de muchos que por aquella tierra entran en la mar, estaba 
pescando. Los españoles del navío, con todo el recato posible, echaron en 
tierra, lejos de donde el indio estaba, 4 españoles, grandes corredores 
y nadadores para que no se fuese por tierra ni por agua. Hecha esta 
diligencia pasaron con el navío por delante del indio, para que pusiese 
los ojos en él y se descuidase de la celada que le dejaban armada. El 
indio, viendo en la mar una cosa tan extraña, nunca jamás vista en 
aquella costa- como era navegar un navío a todas velas, se admiró 
grandemente.. y … se enajenó en este pensamiento..así lo llevaron 
al navío con mucha fiesta y regocijo de todos ellos. Los españoles, 
habiéndole acariciado para que perdiese el miedo que de verlos con 
barbas y en diferente traje que el suyo había cobrado, le preguntaron 
por señas y por palabras que tierra era aquella y cómo se llamaba. El 
indio ...respondió...si me preguntan cómo me llamo, yo me digo Berú: y 
si ustedes me preguntan dónde he estado, pues digo que estaba en el 
río, porque es de saber –continúa Garcilaso– que el nombre Pelú en el 
lenguaje de aquella provincia es nombre apelativo y significa “río” en 
común.. Los cristianos entendieron conforme a su deseo, imaginando 
que el indio les había entendido y respondido a propósito, como si él y 
ellos hubieran hablado en castellano, y desde aquel tiempo, que fue el 
año de 1515 0 1516, llamaron “Perú” a aquel riquísimo y gran imperio, 
corrompiendo ambos nombres, como corrompen los españoles casi todos 
los vocablos que toman del lenguaje de los indios de aquella tierra..Y 
como aquel paraje donde esto sucedió acertase a ser término de la tierra 
que los reyes incas tenían por aquella parte conquistada y sujeta a su 
imperio, llamaron después Perú a todo lo que hay desde allí".13  

Como se puede apreciar, en la versión del Inca Garcilaso de la Vega, 
el origen del nombre del Perú aparece pues, ya sea en el nombre de un 
indígena o en la designación de un río, que según el geógrafo Cosme 
Bueno, no sería otro que el río Virú, al sur de Trujillo, en el Perú. Esta 
hipótesis, por cierto, no era la única existente en la época del Inca, ya 
que también se había postulado que el nombre del Perú provenía de 
una deformación de la expresión Ophir, la legendaria tierra, fuente del 
oro del rey Salomón. 

Esta fascinante hipótesis, de la cual tenía conocimiento el Inca Garcila-
so, fue planteada en 1571 por Benito Arias Montano, gran Orientalista 
y teólogo, conocido como el “Jerónimo español”, por su sapiencia exe-
gética, en ocasión de su contribución a la edición políglota de la Biblia, 
dirigida por él, en el marco de una comisión de expertos, convocada por 
Felipe II. 
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La referida Biblia políglota o Biblia Regia de Amberes, denominada 
así por el lugar de su publicación, constaba de ocho tomos. En la es-
tructura de la obra, los cuatro primeros tomos estaban dedicados al 
Antiguo Testamento, el quinto, al Nuevo Testamento, mientras que los 
tres restantes constituían lo que Arias Montano denominó Apparatus, 
con conocimientos complementarios. De estos, el tomo octavo, el más 
exhaustivo del Apparatus, constaba de once tratados de contenido ar-
queológico, geográfico y filológico. 

Es allí donde el gran renacentista español plantea que Ophir, el lejano 
país de riqueza aurífera mencionado en el Primer Libro de Reyes era 
el “Parva’im” o región de procedencia del oro y piedras preciosas del 
Templo de Salomón, según la Segunda Crónica del Antiguo Testamen-
to (2 Crónicas, 3, 6), y que ambos, no eran sino otra denominación del 
Perú. Todo ello, además, se encontraba ilustrado en un mapa etnográ-
fico, incluido en la Biblia políglota, en el que se puede apreciar los su-
puestos destinos geográficos de los descendientes de Noé, entre los que 
se observa el estrecho de Behring, conocido en el Renacimiento como 
Estrecho de Anián14, como punto de tránsito de la migración israelita 
hacia América.

¿Migraciones procedentes de Israel en América, antes de la llegada de 
Cristóbal Colón? Pues, otros escritores contemporáneos del Inca Gar-
cilaso, compartían, al menos en ese punto, la idea de Arias Montano. 
Podemos citar, por ejemplo, a Menasseh Ben Israel, filosofo judío, na-
cido en Lisboa, quien en 1560, sugirió que migrantes provenientes de 
las diez tribus de Israel habían poblado el Perú y en general las Indias 
Occidentales15.  Ben Israel, sin embargo, discrepaba de Arias Montano 
en identificar al Perú con Ophir, al que ubicaba más bien en una región 
que en la antigüedad era conocida como “terra aurea”. 

La hipótesis que identificaba Ophir con el Perú, no fue mayoritaria-
mente aceptada en la época de Garcilaso, incluyéndolo a él mismo. Sin 
embargo, fue revivida en el siglo XX por Gene Savoy, un explorador 
estadounidense, que aseguró haber descubierto en la amazonía perua-
na, en Chachapoyas, unas tablas de piedra, con jeroglíficos fenicios y 
semíticos, entre los que se encontraría uno idéntico a los utilizados por 
los buques del rey Salomón en sus viajes a Ophir, la tierra fabulosa del 
oro. 

En dicha zona, tal como narra el Inca Garcilaso en el Capítulo II del 
Libro VIII de los Comentarios reales, el Inca Tupac Yupanqui sometió 
a los aborígenes tras una cruenta lucha, quienes posteriormente se vol-
vieron a rebelar con Huayna Capac, quien se impuso, con gran clemen-
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cia.16 Es de destacar que en 1567, siguiendo la leyenda, una expedición 
española al mando de Alvaro de Mendaña partió del Callao con dos 
naves, en busca de las minas del rey Salomón.17  

Esta etimología fabulosa del nombre del Perú, que da cuenta del en-
cuentro de dos mundos, es interesante por las novedades, no solo lin-
güísticas sino también culturales, que se perciben entre europeos y 
americanos, quienes intentaban descifrar y comprender a sus interlo-
cutores con las categorías mentales propias de su cosmovisión o “Wel-
tanshauung”. En el caso específico del relato de Garcilaso, estas no-
vedades culturales, aparecen por ejemplo en la sorpresa del indígena 
Beru, ante las dimensiones y aspecto del navío español, si bien, como se 
conoce por los relatos de Juan de Betanzos y del Cápac Ayllu, un docu-
mento confeccionado en 1569 por cronistas indígenas, los incas habían 
logrado ya, desde Túpac Yupanqui, aventurarse en expediciones marí-
timas hacia la Polinesia, en navíos de mediana envergadura. 

Se trata ciertamente de un relato que da cuenta de las dificultades 
de la comunicación intercultural, tan frecuente en los viajes de explo-
ración europeos de los siglos XVI, XVII y XVIII. Nos recuerda, entre 
tantos ejemplos, las anotaciones en los diarios de Sir Joseph Banks y 
el Capitán James Cook, durante la travesía del HMS Endeavour, en 
su búsqueda de la utópica “Terra Australis Incognita”18; o la experien-
cia vivida por Marco Polo, cuando confunde al rinoceronte de Sumatra 
con el mitológico unicornio, y desde luego, también, por cierto, muchas 
crónicas de los conquistadores españoles en América, como aquella en 
la que aparece una graciosa descripción de Juan Polo de Ondegardo y 
Zarate, para quien las llamas y alpacas eran nada menos que “ovejas 
gigantes”.

Debe recordarse también aquí la propuesta de Raúl Porras Barrene-
chea, insigne diplomático e historiador peruano, quien a mediados del 
siglo XX, postuló que el origen del nombre del Perú provenía de la alte-
ración del nombre del cacique de una tribu panameña, vecina del Golfo 
de San Miguel, que luego se plasmó en la Capitulación de Toledo como 
"Provincia del Perú".19  

Según Porras, la expresión “Perú” no aparece en ningún documento 
escrito hasta 1527, pero sí con frecuencia en la cartografía de la épo-
ca, como en las denominadas “Cartas planas”20 de Martín Cortés, de 
mediados del siglo XVI, y por cierto en mapas posteriores, como el del 
Nuevo Mundo, publicado en el “Arte de navegar” de Pedro de Medina, 
en Valladolid en 1545, y en otros de impresión posterior. 
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Es de destacar que en el mapa de Mateo Ricci, de 1602, el primero con 
caracteres chinos, aparece por primera vez América y en el caso de 
Sudamérica, si bien no aparece el nombre del Perú, aparecen Huanca-
velica y Potosí21. Sin embargo, en el mapa del mundo confeccionado por 
Giulio Aleni en 1620, con caracteres chinos, “Wanguo quantu”, apare-
ce el nombre del Perú, expresado con dos caracteres chinos, que son 
distintos de los que se utilizan actualmente para expresar el nombre 
del Perú. En el referido mapa chino, el primer carácter del nombre 
atribuido en chino al Perú tiene dos pronunciaciones en el sistema de 
romanización pinyin: “bó”, “bèi” y tiene dos significados: el primero, 
el verbo “cambiar” (de color o apariencia); y el segundo, el sustantivo 
“cometa” (astro). El segundo carácter del nombre atribuido en chino al 
Perú tiene también dos pronunciaciones en el sistema de romanización 
pinyin: “lù” y “lòu” y tiene igualmente varios significados. Citaremos 
solo algunos: el sustantivo “rocío” y el verbo “aparecer”. Por lo tanto, 
entre otras combinaciones posibles, el nombre del Perú aparece en el 
mapa chino de Giulio Aleni en 1620 con las dos siguientes pronuncia-
ciones posibles: “bólù” o “bèilù”.22 Para Gavin Menzies, el hecho que 
en chino se utilice dicha expresión, referida al Perú, país cuya costa es 
casi desértica, con poca lluvia o rocío, sería una de tantas pruebas de 
que hubo contacto entre China y la América precolombina.23 

Sin embargo, se podría decir, que a pesar de la discrepancia de fondo, 
Porras de alguna manera coincidía con el Inca Garcilaso, en el sentido 
que veía en el nombre del Perú, no una palabra completamente que-
chua o europea, sino más bien, debido a su alteración lingüística y cul-
tural, un nombre mestizo, "de fonética enfática, que lleva una entraña 
india, invadida por la sonoridad castellana". 

1.4. Inca Garcilaso, patria peruana y proyecto político de 
autonomía Inca

La segunda razón por la cual, el Inca Garcilaso debe ser estudiado en 
torno a la idea del Perú, reside en que al esbozar un proyecto de relati-
va autonomía política para el Perú, fundó la idea de la patria peruana, 
constituyéndose en un elemento precursor de los prolegómenos ideoló-
gicos de la revolución americana. 

Dicho proyecto político, que según la Dra. Mercedes Serna, nació de la 
estrecha relación intelectual entre el Inca y la Compañía de Jesús, ha-
bría tenido dos objetivos fundamentales: restituir el poder de los reyes 
incas del Perú y acatar la doctrina cristiana en el marco de la evangeli-
zación española. Para fundamentar dicha idea, el Inca Garcilaso, bus-
có, por una parte, demostrar en los Comentarios reales que los incas 
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eran sabios políticamente, al punto de poder gobernarse mediante sus 
leyes naturales, mientras que por otra parte, en la Historia General del 
Perú, intentó conciliar la armonización del Imperio Inca con el Cristia-
nismo, tal como habría presentido el Inca Huayna Cápac en su lecho 
de muerte. 

Para sustentar su propuesta política, el Inca Garcilaso hizo referencia 
a unos pactos o capitulaciones de paz y amistad entre indios y españo-
les, supuestamente celebrados entre Francisco de Chaves, compañero 
de Francisco Pizarro en la conquista del Perú, y Tito Atauchi, hermano 
de Atahualpa, en 153224. En dichos pactos se habría acordado un régi-
men de armonía social y política entre indios y españoles, reconociendo 
la autoridad de Manco Inca, como sucesor legítimo de los incas, en el 
marco de la evangelización. Debe anotarse, sin embargo, que si bien 
estos pactos o capitulaciones aparecen tanto en las crónicas del Inca 
Garcilaso, como en los relatos de Acosta y Blas Valera, su existencia no 
ha podido ser validada por historiadores de la talla de Raúl Porras Ba-
rrenechea y Mercedes Serna, debido a la ausencia de mayores fuentes 
documentales.

El supuesto equilibrio y armonía social establecido en estos pactos, que 
añoraba el Inca Garcilaso, habría desaparecido con la introducción de 
las denominadas "Leyes Nuevas" en 1542, que buscaron abolir la ins-
titución de la Encomienda y que explican algunas de las disensiones 
del Inca Garcilaso con Bartolomé de las Casas, a pesar de compartir 
ambos, una filosofía humanista universal. 

Aquí debemos precisar que la situación de abuso de los indios durante 
la conquista, fue denunciada prácticamente de forma unánime por mu-
chos religiosos y cronistas del Perú. Sin embargo, había opiniones ma-
tizadas en torno al tema de las Encomiendas, asunto en el cual, el Inca 
Garcilaso, si bien discrepaba de su simple erradicación como solución 
al problema, estaba de acuerdo en que, tal como lo establecían las Le-
yes Nuevas, se tasasen los tributos a ser pagados a los encomenderos. 

Al respecto, es menester recordar el Debate de Valladolid de 1550 en el 
que Bartolomé de Las Casas, fundamentó la abolición de la encomien-
da en veinte argumentos, la misma que fue suprimida en las Leyes 
Nuevas de 1542, si bien el 20 de octubre de 1545, Carlos V dictó una 
Cédula que modificaba algunas de sus disposiciones. Lo interesante de 
rescatar aquí, es la tesis de Pérez de Tudela, según la cual lo que bus-
caban las Leyes Nuevas, más que la protección del indígena, era evitar 
cualquier intento de autonomía feudal de los encomenderos. En el caso 
del Inca Garcilaso y el supuesto pacto entre españoles e indígenas, se 
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trataba mas bien de un proyecto político, que según un análisis de Car-
los Gálvez Peña, buscaba mantener la autonomía andina en una es-
pecie de protectorado misional ejercido simbólicamente por la Corona 
Española, con eventual participación de los jesuitas.25  Dicho proyecto 
político, en todo caso, se frustró por la introducción de las Leyes Nue-
vas, que habría que entender a la luz de la política social y del espíritu 
de los jesuitas, del cual estaba imbuido el Inca.

En cuanto a la compatibilidad entre la religión incaica y el Cristianis-
mo, debe señalarse, la equivalencia que el Inca Garcilaso hacía entre 
el Dios cristiano y Pachacámac. En el Capítulo 2 del Libro I de los 
Comentarios reales, Garcilaso señala lo siguiente: “Además de adorar 
al sol por dios visible, a quien ofrecieron sacrificios e hicieron grandes 
fiestas, los reyes incas y sus amautas, que eran los filósofos, rastrearon 
con lumbre natural al verdadero sumo Dios y señor nuestro, que creó el 
cielo y la tierra, al cual llamaron Pachacámac.. Preguntado quien era 
el Pachacámac decían que era el que daba vida al universo y le susten-
taba, pero que no le conocían porque no lo habían visto y que por eso no 
le hacían templos ni le hacían sacrificios, mas que lo adoraban en su 
corazón –esto es, mentalmente– y le tenían por dios no conocido”. 

Esta percepción de Pachacámac, como hacedor único del universo, se 
aprecia igualmente en el Capítulo X del Libro Noveno de los Comen-
tarios Reales, que da cuenta de un interesante diálogo entre Huayna 
Capac y el Sumo Sacerdote, en el cual el soberano Inca, observando en 
dirección al sol, señaló lo siguiente: “Pues yo te digo que este nuestro 
padre el sol debe de tener otro mayor señor y más poderoso que él, él 
cual le manda hacer este camino que cada día hace sin parar. Porque 
si él fuera el supremo señor una vez que otra dejara de caminar y des-
cansara por su gusto, aunque no tuviera necesidad alguna”. Para el 
Inca Garcilaso, ese supremo señor, del que hablaban los incas, conocido 
como Pachacámac, hacedor único del universo, no era otro que el Dios 
cristiano.26

1.5. El Inca Garcilaso y la anticipación de las grandes 
utopías sociales en América Latina

La tercera razón por la cual se debe estudiar al Inca Garcilaso en torno 
a la idea del Perú, es porque en su noción de patria, se encuentra pre-
sente una visión providencialista y humanista, que anticipa de alguna 
manera, las grandes utopías políticas y sociales de América Latina.

Toda utopía es un cuestionamiento del presente y la propuesta de una 
alternativa esperanzadora en el futuro. Partiendo de esta definición, 
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se puede plantear que el proyecto político del Inca Garcilaso, que con-
sistía en un proyecto de autonomía política de los reyes incas, en un 
entorno político español idealizado, de justicia y con fervor cristiano, 
comportaba en el fondo una utopía política y social de identidad perso-
nal y nacional. 

Esta utopía política y social del Inca Garcilaso está vinculada a la defi-
nición de la patria peruana y de la identidad nacional en un país, muy 
fragmentado social y étnicamente en la época del Virreinato y cuya 
problemática se va a extender en la historia, incluso más allá de la 
época de la revolución americana. Pero, ¿qué era la patria para el Inca 
Garcilaso y cómo se entronca su pensamiento con la ideología de la 
revolución americana independentista de fines del siglo XVIII e inicios 
del siglo XIX?. Pues la respuesta la encontramos de manera directa en 
la “Sociedad amantes del país”, conformada por jóvenes intelectuales 
peruanos, entre los que destacaron Hipólito Unánue, José Baquíjano y 
Carrillo y José Rossi y Rubí, quienes bajo el influjo de la Ilustración, 
crearon el “Mercurio Peruano”, un periódico bisemanal que se publicó 
en Lima entre 1791 y 1795, y que tuvo amplia repercusión en la Amé-
rica hispana. 

Será precisamente en la edición inaugural de dicho periódico, el 2 de 
enero de 1791, que aparecerá la “Idea General del Perú”, un artículo 
escrito fundamentalmente por Hipólito Unánue, en el que se revela el 
interés de la nueva generación de criollos, de dar a conocer el Perú, al 
que consideraban su patria, citándose expresamente al Inca Garcilaso 
entre “los primeros escritores, entre los nacionales, que trataron del 
Perú”. Habrá que esperar, sin embargo hasta 1799, el año de publica-
ción de la "Carta a los españoles americanos", de Juan Pablo Viscardo 
y Guzmán, para ver una clara y directa exhortación a los hispanoame-
ricanos a independizarse de la Corona española. No en vano, el Tercer 
Congreso de Historia de América, realizado en Buenos Aires consideró 
al gran ideólogo arequipeño, “el primer precursor ideológico de la inde-
pendencia americana”.

Volviendo al Inca Garcilaso, ya en el "Proemio al lector" de los Comen-
tarios Reales, introduce el concepto de la patria peruana, como una 
“república (que) había antes de los españoles, así en los ritos de su vana 
religión como en el gobierno que en paz y en guerra sus Reyes tuvie-
ron”. En dicha noción, va a integrar, como se aprecia en el Prólogo de 
la “Historia General del Perú”, a “los indios, mestizos y criollos de los 
reinos y provincias del grande y riquísimo imperio del Perú”, de quie-
nes se considera “su hermano, compatriota y paisano”. Como se puede 
apreciar, para el Inca Garcilaso, el mestizaje no era solo biológico sino 
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sobre todo espiritual, ya que, en su concepción de compatriotas incluye 
también a los criollos, es decir, a los hijos de padre y madre españoles 
nacidos en el Perú. De esa manera, al identificar el Perú mestizo con la 
Patria, el Inca Garcilaso, de alguna manera, fundó espiritualmente el 
Perú, anticipándose en siglos a la gesta independentista. 

Tal como anota Aurelio Miró Quesada en su clásico estudio sobre el 
tema, la peruanidad del Inca Garcilaso “no es fragmentaria ni exclu-
yente, sino de integración y fusión”, observándose en todo instante en 
él “una concepción general del Perú y un deseo constante de lograr 
para su patria una respuesta de armonía y fusión en el futuro”,27 sin 
perder de vista la patria grande de América, o las Indias, que él conce-
bía como una unidad.

Ahora bien, esta concepción general del Perú, se da en el marco de 
una visión providencialista, humanista y utópica, propias de la cultura 
renacentista en la que vivió el Inca Garcilaso. En cuanto al providen-
cialismo agustiniano del Inca, éste se constata en las etapas o edades 
por las cuales el veía que atravesaba la historia del Perú: el salvajis-
mo idólatra de las etnias u horizontes culturales previos al Imperio de 
los incas; el protocristianismo de la religión inca, pues Pachacámac, el 
gran hacedor invisible sería la intuición del Dios cristiano, y finalmen-
te el Evangelio. Es decir, la historia de la humanidad, y en este caso 
específico, del Perú, relegada al dominio de la revelación divina. Como 
en Cervantes, el providencialismo en el Inca Garcilaso provendrá del 
platonismo o neoplatonismo renacentista. En el Inca Garcilaso, esta 
impronta neoplatónica y humanista se evidencia en múltiples ocasio-
nes, ya sea en los Comentarios reales, donde señala que no hay más 
que un mundo, o cuando en la “Florida del Inca”, exclama a través de 
uno de sus personajes: “No veis como el mundo es uno?”, pero también 
en la traducción de los “Diálogos de amor”, libro que aprecia enorme-
mente, en el que Dios aparece buscando sin cesar la unidad de todos los 
elementos de su creación.  

Ciertamente, no podemos caer en la tentación de extrapolaciones an-
tropológicas entre el Perú del siglo XXI y el de la patria que imaginó 
el Inca Garcilaso con el retorno de unos reyes Incas cristianizados. El 
Perú de hoy, tanto en el plano sociopolítico y económico, como en el de 
las mentalidades28, ha evolucionado al punto de hacer del Estado de 
Derecho y de la democracia, sus baluartes y derrotero de acción. El 
Perú cuenta con una identidad histórica, que hunde sus raíces en cinco 
mil años de civilización, aunque ello, desde luego, no la haga inmune 
a la tentación de los caudillismos en la historia. En cualquier caso, es 
claro, que incluso los procesos sociales acompañados de un importante 
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carisma personal, se realizan sobre una nación mucho más consolidada 
que la que se puede observar en los orígenes de la república peruana. 

El Perú, en el Inca Garcilaso, aparece ya como una nación, aunque se 
trate, por cierto, de una noción siempre difusa y sujeta a controversia. 
En sus términos más simples y simbólicos, se puede sostener, como Er-
nest Renan en su célebre conferencia de 1882 en La Sorbona, que una 
nación es un alma, un principio espiritual, conformado por un pasado 
común y la voluntad de continuar haciendo valer la herencia que se ha 
recibido indivisa, o como el mismo Renan puntualizará en una primera 
carta al teólogo David Friedrich Strauss, una herencia configurada por 
la historia y la voluntad de los pueblos. Bajo esas premisas, es claro 
que el Perú existe hoy en día como una nación, que a pesar de los vai-
venes de la historia, ha logrado forjar una identidad singular y una voz 
propia en el concierto de las naciones.

A manera de conclusión

El Perú de hoy, a inicios del siglo XXI, es un país, que duda cabe, muy 
distinto del que vivió el Inca Garcilaso de la Vega. No solo en el terreno 
económico, político y social, sino también, en el plano de las mentali-
dades. Desde la sagrada ciudad Caral, en la costa peruana, contempo-
ránea del antiguo Egipto, pasando por el vasto Imperio de los Incas, 
hasta llegar a la época republicana, el Perú ha ido consolidando su 
identidad como una nación pluricultural, a veces preñada de utopías 
inalcanzables pero siempre con esperanza.       

La utopía del Inca Garcilaso que era la de una patria integrada, para-
dójicamente a lo largo de la historia, dio pie a múltiples utopías ina-
cabadas, como la utopía arcaica del indigenismo, que buscó perpetuar 
una sociedad cerrada y tribal. Para Vargas Llosa, "esta utopía indi-
genista, que se aprecia fundamentalmente en José María Arguedas, 
revelará un carácter profundamente occidental, pues sus orígenes se 
encuentran en la tradición utópica clásica y renacentista de la que se 
nutrió el Inca Garcilaso de la Vega”. 

Una lectura de mayor aliento histórico permite incluso, y es otra de 
las conclusiones de este ensayo, aventurar que la utopía del Inca Gar-
cilaso, como las de los milenarismos andinos y europeos, ha servido 
de caldo de cultivo histórico a las grandes utopías  sociales y políticas 
de América Latina, algunas de ellas, ya prácticamente realizadas, al 
menos en el plano de las organizaciones políticas, como en el caso de 
la integración de la América Latina. Una idea de unidad e integración, 
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que se aprecia también en la célebre Carta de Jamaica del libertador 
Simón Bolívar o en su convocatoria del Congreso Anfictiónico de Pana-
má, convocada desde Lima por él en su condición de Jefe de Estado del 
Perú, y es que no lo debemos olvidar nunca, el Inca Garcilaso, se recla-
maba no solo del Perú sino también de las Indias, es decir de América29. 

Ese es pues el legado principal del Inca Garcilaso de la Vega, que re-
basa largamente su condición de cronista y literato, pues contribuyó a 
fundar espiritualmente el Perú, su patria, en el contexto de la patria 
grande que es la América Latina, sin olvidar, por cierto que todos so-
mos parte de un solo mundo y una sola gran familia humana.
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El Perú y Bolivia son países íntimamente ligados por la historia, 
afinidades culturales, étnicas, lingüísticas y religiosas.  En tiem-

pos prehispánicos no existían fronteras entre ambos países, ya que en 
múltiples ocasiones se dio una continuidad cultural en esos territorios.  
Durante la era de la cultura Tiahuanaco –la que se extendió por la ac-
tual sierra boliviana, sur peruano, norte chileno y noroeste argentino–, 
las relaciones entre los actuales territorios del Perú y Bolivia estuvie-
ron estrechamente ligadas.  El foco de irradiación de la mencionada 
cultura, fue la ciudad de Tiahuanaco en el altiplano boliviano, cuyos 
vestigios se encuentran no muy distantes de la actual frontera con el 
Perú. Paralelamente surge en el Perú la cultura Huari, cuya área de 
influencia abarcó desde Cajamarca a Moquegua. En un determinado 
momento, las culturas Tiahuanaco y Huari coexistieron simultánea-
mente y hay teorías que señalan que pudo haber habido una conviven-
cia de intercambio cultural, religioso y económico entre ambas culturas 
llegando inclusive a haber una continuidad de espacio geográfico, lo 
que en términos modernos habría sido un proceso de integración, don-
de cada cual mantiene su respectivo control político local pero mantie-
ne fuertes vínculos de intercambio comercial y cultural con el Estado 
vecino.    

Nuevamente, en la era del Tahuantinsuyo, ambos territorios –Perú y 
Bolivia– estuvieron vinculados políticamente.  Esta vez, el centro ad-
ministrativo de irradiación estaba en el Perú, específicamente en el 
Cusco, capital del imperio incaico. Inclusive, hasta en lo que se refiere 
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a los incas, el Perú y Bolivia están vinculados.  Dentro de las leyen-
das de origen de los incas, se narra que Manco Cápac y Mama Ocllo 
surgieron de la Isla del Sol en el Lago Titicaca.  Esta isla queda en 
la actualidad en el lado boliviano del citado cuerpo lacustre.  El Lago 
Titicaca que hoy en día es un símbolo geográfico y cultural compartido 
entre el Perú y Bolivia, ya tenía para los incas un simbolismo especial, 
como uno de los lugares del surgimiento de sus fundadores legendarios.  
La presencia inca en la actual Bolivia fue muy importante cultural-
mente y “quechuizó” ese territorio, a excepción de la zona de la cuenca 
del Titicaca, donde la cultura y el idioma aimara han perdurado hasta 
nuestros días.  Sin embargo, inclusive en esa zona la cultura aimara se 
vio influenciada culturalmente por el legado inca y hasta incorporó a su 
idioma vocablos quechuas.  La herencia incaica se puede ver reflejada 
en la actual Bolivia en los más de dos millones de quechua parlantes, 
en múltiples expresiones culturales y hasta en la toponimia.

Durante la era colonial española, el Perú y Bolivia estuvieron unidos 
e íntimamente vinculados al punto que al país altiplánico se le conocía 
como el Alto Perú. Las similitudes étnicas y culturales, así como los 
vínculos y contactos procedentes de la mita de indígenas a las minas 
y obrajes, y del comercio, especialmente entre el sur del Perú (Cusco, 
Arequipa, Moquegua, Tacna, Arica y Tarapacá) y el Alto Perú; hacían 
que esa continuidad territorial dentro del marco administrativo del Vi-
rreinato del Perú fuese de lo más natural y normal.

Con las reformas borbónicas se produjeron cambios, que como la histo-
ria posteriormente demostraría, serían negativos a los intereses de la 
futura República del Perú, ya que se crearon los Virreinatos de Nueva 
Granada y luego el del Río de la Plata.  En lo que concierne a la uni-
dad territorial del Perú y Bolivia; el Alto Perú o Audiencia de Charcas 
–como era denominado administrativamente– pasó a pertenecer al Vi-
rreinato del Río de la Plata, así como también sucedió con la Intenden-
cia de Puno; sin embargo, ésta se reincorporó al Virreinato del Perú en 
1796.

Al estallar las luchas independentistas y tras la independencia de la 
recientemente creada República Argentina y el intento de ésta de li-
berar a Charcas del yugo español y asimismo incorporarla al dominio 
de Buenos Aires; las autoridades coloniales españolas pasan el 13 de 
julio de 1810 el control político-militar de Charcas al Virreinato del 
Perú, por lo que nuevamente el Perú y el Alto Perú estarían unidos 
administrativamente.  Esta unión bajo el dominio español duró hasta 
la derrota de José de la Serna, último Virrey del Perú en la batalla de 
Ayacucho en la Pampa de la Quinua el 9 de diciembre de 1824.
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Con la consolidación de la independencia de ambos territorios (Perú y 
el Alto Perú) tras la batalla de Ayacucho, se produjo un hecho que es el 
punto de quiebre para la separación del Perú y el Alto Perú: la creación 
de una república independiente en el Alto Perú o la antigua Audiencia 
de Charcas bajo el impulso del general venezolano y lugarteniente de 
Simón Bolívar, Antonio José de Sucre.

Sucre fue el propulsor del quiebre y separación del Perú y el Alto Perú.  
La intención de Sucre de crear un nuevo país (Bolivia) independiente 
obedecía más al hecho de impedir que un Perú unificado fuese un país 
grande y posible potencia, así como su percepción de un “Gran Perú” 
como una amenaza para la Gran Colombia, cuyos intereses tanto él 
como Bolívar privilegiaban; que a un deseo de que los habitantes del 
Alto Perú tuvieran un ente político propio.

Sorprendentemente, inicialmente Bolívar fue contrario a la creación de 
un Estado independiente en el Alto Perú, por que no veía a éste como 
viable.  Sin embargo, su amigo y lugarteniente Sucre logró convencerlo 
sobre su apoyo a esta creación política.  Además, ¿qué podía ser más 
halagador y persuasivo que el nombre de esta flamante creación políti-
ca llevara el nombre de “República de Bolívar”, la que eventualmente 
se llamaría Bolivia?  

Con Bolívar ostentando el poder de manera autocrática y dictatorial en 
el Perú y Sucre como jefe ejecutivo de Bolivia, no había manera entre 
1825 a 1828 que una posible reunificación entre el Perú y el Alto Perú 
(Bolivia) ocurriese.

Tanto Bolívar (primero con la desmembración de Guayaquil del Perú 
y su anexión a la Gran Colombia en 1822, y luego avalando la creación 
de Bolivia), así como Sucre (creador del Estado boliviano), fueron junto 
Diego Portales –a  quien luego se abordará en este ensayo–, los perso-
najes más determinantes en impedir que el Perú y el Alto Perú/Bolivia 
constituyesen una sola nación-Estado luego de la independencia.

Después de la partida de Bolívar del Perú en 1826, como consecuen-
cia de desentendimientos con la clase política y dirigente peruana, 
causadas por su autoritarismo; en 1828 se presenta una oportunidad 
desperdiciada para la reunificación de estos dos territorios ancestral-
mente unidos.  En ese año, durante el gobierno del general José La 
Mar, estalla un conflicto con Bolivia, gobernado por Sucre.  El general 
peruano Agustín Gamarra ingresa con sus tropas al país altiplánico.  
Militarmente le fue muy bien al ejército peruano, el cual llegó a ocupar 
grandes extensiones territoriales en Bolivia, incluyendo La Paz.  En el 
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frente interno boliviano habían muchos elementos que eran contrarios 
a Sucre y que también eran pro peruanos.  

La invasión peruana a Bolivia en 1828, que tuvo como propósito prin-
cipal acabar con la presencia de Sucre y así eliminar una potencial 
amenaza por el flanco sur del Perú;  de haber sido  políticamente mejor 
manejada pudo haber conducido a la reunificación de los dos países.  El 
error principal de Agustín Gamarra fue haber encausado su interven-
ción política armada como una intervención/invasión militar extran-
jera.  A pesar del apoyo inicial de grandes sectores bolivianos, éste 
fue finalmente diluyéndose.  De haber actuado hábilmente en términos 
políticos, el éxito militar pudo haber conducido a una reunificación en-
tre los dos países, pero sin que ésta fuese percibida por los bolivianos 
como una anexión peruana de su país. La lección aparentemente no fue 
aprendida por Gamarra como se verá años después.

El proyecto político que estuvo más cerca de lograr el éxito en la reu-
nificación del Perú y el Alto Perú (como había sido históricamente lla-
mados estos territorios hasta 1825) o a la unificación del Perú y Bolivia 
(como ahora se llamaba el territorio de este Estado en la era post in-
dependencia) fue la Confederación Perú-Boliviana que duró de 1836 a 
1839 y cuyo gran gestor e impulsador fue el general boliviano, hijo de 
padre peruano, Andrés de Santa Cruz.

Santa Cruz tenía la visión de que Bolivia y el Perú debían estar unidos.  
A fin de lograr este propósito ideó el esquema político de una confede-
ración : la Confederación Perú-Boliviana, de la cual él era el Protector. 
Esta confederación estaba conformada por tres Estados: Bolivia, el Es-
tado Nor Peruano y el  Estado Sur Peruano.  En el esquema de Santa 
Cruz, Bolivia (su país natal) llevaba la preeminencia, y tal vez para 
asegurarse de ello, el Perú fue dividido en dos, ya que era claro por his-
toria y potencial de país que un solo Perú gravitaría más que Bolivia.  
Algunos historiadores peruanos creen que el hecho de haber dividido 
al Perú en este esquema confederado podría tener como ulterior motivo 
que si fracasaba la Confederación, Santa Cruz trataría de anexar el 
sur del Perú a Bolivia. En el Perú, el apoyo a la Confederación gozaba 
de mayor simpatía en el sur, donde los vínculos económico-comerciales 
e históricos con Bolivia era más fuertes, que en el norte peruano.  Sin 
embargo, aparentemente, Santa Cruz –quien era un hábil gobernan-
te y había traído orden a Bolivia– deseaba hacer de la Confederación 
Perú-Boliviana un mega-Estado y que éste alcanzase el orden y la pros-
peridad producto del buen gobierno y comercio. 

Perú y Bolivia: una unión que pudo ser
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El prospecto de un mega-Estado en el Pacífico sudamericano que fun-
cionase y prosperase alarmó al político chileno Diego Portales, quien 
guiado por el recelo y la paranoia de que la Confederación tuviera éxi-
to, advirtió y cabildeó ante el ejecutivo chileno para que actuara mili-
tarmente contra la unión política peruano-boliviana.  El citado político 
mapochino fue el creador en la política exterior chilena del “Pensamien-
to Portales”. Dicho “pensamiento” ha sido trascendental para la políti-
ca exterior chilena, como lo ha sido la “Doctrina Monroe” para EEUU o 
la de “Balance Continental” para la Gran Bretaña del siglo XVIII hasta 
mediados del XX. ¿Y en qué consiste el “Pensamiento Portales”?: Diego 
Portales consideraba que la unión y consolidación del Perú y Bolivia en 
un solo país era una amenaza para la seguridad nacional de Chile, ya 
que él pensaba que un Estado con ese tamaño sería la potencia domi-
nante del Pacífico sudamericano.  Portales consideraba esa posibilidad 
inaceptable para el interés nacional de Chile, ya que predicaba que 
Chile tenía que ser la potencia del Pacífico sudamericano “por la razón 
o por la fuerza”.   

En el Perú, las opiniones con respecto a la Confederación Perú-Boli-
viana estaban divididas.  Mientras que en el sur había mayor apoyo 
a este proyecto, en Lima y en el norte peruano las opiniones estaban 
divididas. Había la sensación o percepción entre algunos políticos de 
que Santa Cruz quería dominar al Perú desde su base política en Bo-
livia, y que la división del Perú en dos Estados facilitaría dicho esque-
ma.  Asimismo, estos opositores seguramente concluían que el título 
que ostentaba Andrés de Santa Cruz de “Protector de la Confederación 
Perú-Boliviana” era un eufemismo para su “ocupación” del Perú.  La-
mentablemente, para la supervivencia de la Confederación, varios po-
líticos y caudillos militares peruanos; entre los que podemos mencionar 
a Agustín Gamarra y Ramón Castilla, colaboraron con Chile en lograr 
la disolución de la Confederación.

Ni Ramón Castilla, ni Agustín Gamarra –guiados por su oposición a 
Santa Cruz–, entendían o se daban cuenta que eran herramientas de 
Chile.  No es que Chile actuara desinteresadamente o por buena vo-
luntad con respecto al deseo de los políticos peruanos de deshacerse de 
Santa Cruz, o por el temor a la división del Perú; sino que ese país del 
sur, guiado por el “Pensamiento Portales” no podía permitir el éxito 
de la Confederación ya que se había concientizado que ella la opacaría 
como la potencia del Pacífico sudamericano, rol del cual el país del sur 
se había propuesto ser.

No solamente Chile, sino también la Argentina de Juan Manuel Rosas 
veía con temor la consolidación de la Confederación Perú-Boliviana.  
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Era obvio para Juan Manuel Rosas que ese temor, no era porque Ar-
gentina temiera el surgimiento de una potencia en el Pacífico –ya que 
Argentina es un país del Atlántico–, sino que seguramente temía por la 
posibilidad de la pérdida del control de Buenos Aires de las provincias 
del noroeste argentino: Jujuy, Salta, Tucumán y Catamarca; así como 
por el reclamo que Argentina mantenía por el departamento boliviano 
de Tarija.  En aquel entonces, el noroeste argentino era en términos 
culturales y étnicos, más similar al mundo andino peruano-boliviano 
que a la occidentalizada y mayoritariamente étnicamente blanca Bue-
nos Aires.  Desde tiempos prehispánicos, el noroeste argentino ha-
bía estado vinculado al Perú y Bolivia, a través de las civilizaciones 
Tiahuanaco e Inca, y aquellos nexos centenarios perduraron durante la 
era colonial hasta la creación del Virreinato del Río de la Plata.        

En ese sentido, no era descabellado para un gobernante argentino te-
mer que la consolidación de un mega Estado andino conformado por 
el Perú y Bolivia pudiera por un eventual expansionismo de éste o por 
razones de fuerzas centrífugas de las provincias del noroeste argentino 
que quisiesen separarse de Argentina –un país que en ese entonces 
todavía no se había consolidado como Estado–, hacerle perder las pro-
vincias del noroeste (Jujuy, Salta, Tucumán y Catamarca).  

La Argentina de Juan Manuel Rosas le declaró en mayo de 1837 la 
guerra a la Confederación Peruana-Boliviana.  A pesar de haber habi-
do una serie de encuentros bélicos entre tropas bolivianas y argentinas 
tanto en el noroeste argentino (principalmente en Jujuy) y cerca de 
Tarija en Bolivia; estos enfrentamientos militares no fueron decisivos o 
determinantes para el colapso de la Confederación Peruana-Boliviana.  
Ese rol histórico le correspondió a Chile y sus aliados peruanos a través 
de las llamadas “Expediciones Restauradoras”. La primera expedición, 
la cual fue encabezada por el general chileno Manuel Blanco Encalada 
fracasó y fue derrotada en Arequipa, teniendo que firmar el Tratado 
de Paucarpata en noviembre de 1837, lo que obligaba a las fuerzas 
chilenas a retirarse del Perú y a no volver tomar acción militar contra 
la Confederación. 

Lamentablemente, para los intereses de la unión peruana-boliviana; 
Chile no honró su compromiso internacional y en 1838 preparó una 
“Segunda Expedición Restauradora”, la que contaba con la colabora-
ción de caudillos militares peruanos como Agustín Gamarra y Ramón 
Castilla.  El 20 de enero de 1839 se produjo el “Waterloo” de Andrés de 
Santa Cruz en la Batalla de Yungay al pie del nevado Huascarán, colo-
so de los Andes peruanos, el cual fue testigo como el ejército combinado 
del general chileno Manuel Bulnes y de los generales peruanos Agustín 

Perú y Bolivia: una unión que pudo ser
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Gamarra y Ramón Castilla derrotaban a Santa Cruz y derrumbaban 
el proyecto que estuvo más cerca después de la independencia de hacer 
del Perú y Bolivia un solo país.     

De haberse consolidado y fortalecido la Confederación Perú-Boliviana 
en un Estado sólido, la historia para este gran país pudo haber sido 
muy distinto, sobre todo en lo que se refiere a la integridad territorial 
del Perú y Bolivia actual, ya que su fortaleza como Estado hubiese sido 
un disuasivo para las ambiciones territoriales de sus vecinos. Para ello 
repasemos una serie de casos hipotéticos :

•	 Los territorios de Arica, Tarapacá y Antofagasta serían todavía de 
la Confederación.

•	 La Puna de Atacama no se habría perdido, ya que este territorio 
fue cedido por Bolivia a Argentina en 1898 para impedir que fuese 
de dominio chileno.

•	 Le hubiera sido más complicado al Brasil arrebatarle a la Confede-
ración Perú-Boliviana el territorio del Acre; así como lo que ahora 
es el estado brasileño de Rondonia. 

•	 No se tendría que haber cedido a Colombia, los territorios compren-
didos entre los ríos Putumayo y Caquetá, ni el Trapecio Amazónico 
ni la ciudad de Leticia, hecho que ocurrió en el Tratado Salomón-
Lozano. Asimismo, no se hubiera tenido que ceder al Ecuador, la 
actual provincia de Sucumbíos, que como consecuencia del citado 
tratado de límites con Colombia quedó aislada del Perú.

•	 Se hubieran evitado una serie de conflictos e incidentes militares 
con el Ecuador hasta 1941 y sobre todo después del Protocolo de 
Rio de Janeiro de 1942, ya que el tamaño territorial de la Confe-
deración, mayor tamaño demográfico, así como de potencial como 
Estado, hubiese sido un disuasivo para que el Ecuador aceptase y 
respetase un tratado de límites que se hubiera firmado confirman-
do la soberanía territorial de la Confederación sobre los territorios 
de Tumbes, Jaén y Maynas.      

•	 Posiblemente no hubiera ocurrido la Guerra del Chaco o hubiese 
tenido otro resultado marcial, ya que Paraguay no hubiera podido 
enfrentarse militarmente con éxito a un Estado unificado peruano-
boliviano, y en consecuencia el territorio del Chaco al norte del pa-
ralelo 22 seguiría siendo de la Confederación.  

Tal vez el lado hipotético negativo para los intereses actuales del Perú, 
de haberse dado giros inesperados en el destino histórico de la Confe-
deración Perú-Boliviana, hubieran sido: 
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-	 Al desintegrarse la Confederación, el Estado Nor Peruano y el Es-
tado Sur Peruano quedaban establecidos como Estados indepen-
dientes.

-	 El Estado Nor Peruano, donde el apoyo a la Confederación era me-
nor, se escindía (separaba) del resto de la Confederación.

-	  De darse la anterior situación, Bolivia –bajo la batuta del hábil 
liderazgo de Santa Cruz– podía anexarse el Estado Sur peruano o 
la parte meridional del mismo.

-	 La anexión del sur del Perú podía haber ocurrido también si Santa 
Cruz percibía que era mejor formar una unión con el sur del Perú, 
más similar a Bolivia y con mayores vínculos históricos, que la par-
te norte del Perú; y en ese sentido, en 1836, Santa Cruz hubiese 
optado formar una Confederación pero solo integrando la parte sur 
del Perú con Bolivia.   

Volviendo a la realidad….En 1841, el presidente peruano Agustín Ga-
marra retomaría su aspiración geopolítica de unificar el Perú y Boli-
via.  Mientras que en el esquema de Santa Cruz esta unificación tenía 
a Bolivia como ente político preeminente y abanderado; en los planes 
de Gamarra, era el Perú el que lideraría esta unificación o unión.  Sin 
embargo, en la práctica lo que se percibía con las acciones de Gamarra,  
era que lo que éste buscaba era la anexión de Bolivia al Perú.  He aquí 
el gran error de cálculo político del general cusqueño, y que hiciera 
que los divididos políticos y caudillos bolivianos se unieran en torno 
al general paceño José Ballivián para enfrentar a Gamarra, luego de 
que éste cruzara el río Desaguadero (frontera entre Perú y Bolivia) y 
avanzara sobre La Paz.

Los sueños de Gamarra de incorporar Bolivia al Perú, se convertirían 
en pesadilla en las frías llanuras de Ingavi en el altiplano boliviano.  
Ahí, el 18 de noviembre de 1841, el ejército de Gamarra sería derrotado 
por Ballivián.  No solamente se perdió la batalla, sino que también el 
general Gamarra perdió la vida en la misma.  Sin seguramente él de-
sear su muerte, Gamarra se convirtió en una figura trágica de un per-
sonaje que aspiraba a la unión del Perú y Bolivia.  El militar cusqueño 
es un personaje fracasado en ese sentido.  Desde el punto de vista pe-
ruano se le percibe como alguien que perdió una batalla decisiva ante 
un contendor supuestamente vencible, y desde la perspectiva boliviana 
a Gamarra se le ve como a un invasor que amenazaba la existencia de 
Bolivia y fue derrotado. El triunfo sobre Gamarra significó para Bolivia 
su consolidación como país independiente y el deseo de sus líderes y 
caudillos militares de forjar un destino desvinculado del Perú.

Perú y Bolivia: una unión que pudo ser
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De haberse unido el Perú y Bolivia en un solo país bajo el liderazgo de 
Gamarra, en un “Gran Perú”, como así lo hubiera deseado el general 
cusqueño; esta unión tal vez podría haber sido efímera si es que no se 
consolidaba, ya que seguramente Chile iba a impedir su consolidación.  
Al parecer, Gamarra no había aprendido la lección de la guerra contra 
la Confederación Perú-Boliviana: Chile, guiado por el “Pensamiento 
Portales” no iba a permitir jamás que el Perú y Bolivia estuvieran uni-
dos.        

Finalmente, la última oportunidad, si es que se puede llamar oportuni-
dad; de haber unido al Perú y Bolivia se pudo haber dado en la Guerra 
del Pacífico, claro está, en un plano imaginario, porque desde febrero 
de 1879, cuando se inició este conflicto, era evidente por la correlación 
militar de fuerzas que el resultado final favorecería a Chile.  Por ello, 
si la alianza militar peruano-boliviana hubiese derrotado a Chile, esta 
victoria podría haber concluido en una unión de los dos países, de ma-
nera similar a que la victoria de Prusia y sus aliados –los Estados del 
sur de Alemania– sobre Francia en 1870, condujo a la unificación de 
Alemania bajo la batuta de Prusia en 1871 y la creación del I Reich 
alemán. 

Con lo antes expuesto no se propone o favorece que la unificación pe-
ruano-boliviana se diera a costa de una victoria sobre un tercer país; 
sino que esa unificación hipotética podría haber sido el resultado de 
la comprensión/el entendimiento o visión política a largo plazo de los 
líderes políticos del Perú y Bolivia que de estar ambos países unidos de 
forma unitaria, federada o confederada, los haría más fuertes (militar-
mente, económicamente) que si permanecieran como Estados separa-
dos, y por lo tanto podrían forjar no solamente un futuro común, sino 
también enfrentar con mayor fuerza y éxito las amenazas externas. 
El viejo refrán tendría entonces sentido: la unión hace la fuerza. Sin 
embargo, en el caso del Perú y Bolivia, esto se quedó en la unión que 
pudo ser.               
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I. Introducción

Los condicionantes históricos y los factores geográficos, así como 
las características socio-económicas y culturales, entre otros, han 

hecho del Perú un actor históricamente protagónico en la integración 
regional, desde la perspectiva de una estrategia complementaria a los 
esfuerzos nacionales para asegurar la paz y alcanzar mayores niveles 
de desarrollo, así como para una mayor y mejor inserción internacional 
del país.

El Perú ha sido activo participante de los procesos de integración más 
antiguos, como lo es hoy de los nuevos mecanismos, foros y espacios de 
integración, siempre guiado por la consecución de sus intereses nacio-
nales y su proyección en el exterior.

A partir del reconocimiento de sus potencialidades y limitaciones so-
cioeconómicas, ha transitado distintas etapas y estrategias de integra-
ción económica y política para avanzar en su desarrollo, así como para 
consolidar y profundizar sus vínculos bilaterales con los países vecinos, 
y sus relaciones internacionales en el ámbito multilateral y global. 

Siguiendo una constante de alcanzar mayores niveles de desarrollo 
económico y maximizar el aprovechamiento de las oportunidades del 
entorno internacional. Desde la década del noventa, el Perú ha impul-
sado un regionalismo abierto y pragmático en sus relaciones bilatera-
les, multilaterales y globales, potenciando la capacidad económica – 
productiva nacional y mejorando su posición e inserción internacional. 
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En este marco, el Gobierno del Perú ha establecido como una de sus 
prioridades en materia de política exterior el fortalecimiento y la par-
ticipación del país en la CAN y el MERCOSUR, hacia la convergencia 
de estos procesos y la consolidación de la UNASUR y la CELAC, y par-
ticipación en nuevos procesos como la Alianza del Pacífico, con miras al 
fortalecimiento de la integración regional y latinoamericana, así como 
el aprovechamiento de las oportunidades del entorno internacional y, 
en particular, en el Asia–Pacífico.

II. Antecedentes 

La posición geográfica privilegiada del Perú, determina su rol gravi-
tante en el marco de una eventual interconexión energética sudameri-
cana. En este sentido, el Perú tiene la posibilidad de establecer líneas 
de interconexión energética y también una capacidad de negociación 
–en función de su ubicación geográfica– envidiable.

Asimismo, el Perú promueve la producción de energía con base a recur-
sos disponibles en el territorio nacional, incentivando la exploración y 
explotación de los recursos energéticos.1

En este escenario ha propuesto una matriz energética diversificada y 
competitiva en la cual se contempla la alternativa de fuentes renova-
bles para concretar la eficiencia energética.

La matriz energética desarrollada por el Perú, podría eventualmente 
coadyuvar a la seguridad, el abastecimiento y la integración con otros 
países de la región, a través de una red energética andina.

III. Integración energética

La Organización Latinoamericana de Energía (OLADE) define la in-
tegración energética como todo proceso o proyecto que involucra una 
instalación, una interconexión o una transacción de largo plazo, sea bi-
nacional o multinacional, respaldado por políticas nacionales coordina-
das, con un marco regulatorio común, enfocado a un aprovechamiento 
más eficiente de los recursos energéticos o de la infraestructura para 
satisfacer requerimientos de energía independientemente de la ubica-
ción geográfica de los diferentes centros de oferta y demanda2.

La integración energética también está dirigida a fines políticos como:
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•	 La implementación de un modelo de producción y transformación 
diversificada e industrializada, que garantice la autosuficiencia 
energética de la región.

•	 La reestructuración estratégica de la matriz regional de consumo 
energético con miras a reemplazar las fuentes primarias de energía 
no renovables; y

•	 La conexión de zonas con infraestructuras aisladas.

La integración se plantea como una estrategia que permite crear un es-
pacio efectivo de autonomía energética a nivel regional, sustentado en 
un esquema de vinculación multinacional enfocado en ampliar el acce-
so de los ciudadanos a la energía como precondición básica para refor-
zar la industrialización y el desarrollo de los países latinoamericanos. 

También adquiere relevancia en cuanto a la definición de las políticas 
ambientales regionales, propiciando el incremento de la promoción y 
uso de fuentes de energías renovables, así como una mayor eficiencia y 
manejo racional en la generación y el consumo. Puede ser el cataliza-
dor para lograr la transición regional hacia recursos y tecnologías más 
limpias y eficaces, con su correspondiente efecto en la mitigación del 
cambio climático. 

La Subregión Andina, en el que se encuentran Perú, Colombia y Ecua-
dor, se caracteriza por importantes desarrollos en materia de integra-
ción eléctrica. 

“La importancia del sector eléctrico se fundamenta en asegurar el 
abastecimiento eficiente del suministro de energía para el desarrollo 
de diversas actividades económicas nacionales”.3

En ese sentido, es importante resaltar, que los procesos de integración 
energética y más específicamente de interconexión eléctrica han sido 
un tema de primera necesidad para los países andinos, en respues-
ta del crecimiento de la demanda doméstica e industrial en cada uno, 
existiendo a la fecha interconexiones eléctricas desde Colombia hacia 
Ecuador, Colombia con Venezuela y Perú – Ecuador.4 

IV. Planes y prioridades energéticas en los países andinos

a. Planes y prioridades del Perú

El Ministerio de Energía y Minas (MEM), mediante Decreto Supre-
mo N° 064-2010-EM, aprobó la “Política Energética Nacional del Perú 
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2010-2040”, con la finalidad de satisfacer la demanda de energía de 
manera segura, oportuna, sostenible y eficiente. 

Con el propósito de lograr aquello, la referida política se sustenta en los 
siguientes objetivos5:

1.	 Contar con una matriz energética diversificada, competitiva y con 
énfasis en las fuentes renovables y la eficiencia energética.

2.	 Contar con un abastecimiento energético competitivo.
3.	 Gozar de acceso universal al suministro energético.
4.	 Contar con la mayor eficiencia en la cadena productiva y de uso de 

la energía.
5.	 Lograr la autosuficiencia en la producción de energía.
6.	 Desarrollar un sector energético con mínimo impacto ambiental y 

bajas emisiones de carbono en un marco de Desarrollo Sostenible.
7.	 Desarrollar la industria de gas natural y su uso en actividades do-

miciliarias, transporte, comercio e industrias, así como la genera-
ción eléctrica eficiente.

8.	 Fortalecer la institucionalidad del sector energético.
9.	 Integrarse con los mercados energéticos de la región, que permita 

el logro de la visión a largo plazo.

Al respecto es posible afirmar que, dentro de los lineamientos de las 
políticas en cuestión, se estableció priorizar la utilización de la ener-
gía hidráulica, así como promover el desarrollo de la industria del gas 
natural para la generación eléctrica, buscando fortalecer el aprovecha-
miento de estos recursos. 

Asimismo, el Perú también se plantea como principales lineamientos 
de su política el logro de la autosuficiencia en el área de energía, me-
diante la implementación de proyectos e inversiones dirigidos a la di-
versificación de la matriz energética con base en fuentes de energías 
renovables y no renovables que garanticen la seguridad energética del 
país. Una de las prioridades es otorgar la construcción de centrales 
hidroeléctricas eficientes como base para la generación eléctrica nacio-
nal.

Para cumplir con este objetivo, el Perú debe fomentar la producción 
de energía con base en los recursos energéticos disponibles en el terri-
torio nacional, incentivar las actividades de exploración y explotación 
de recursos bajo un marco económico que permita incrementar la pro-
ducción nacional, promover inversiones dirigidas a la implementación, 
modernización y ampliación de las refinerías del país para atender la 
demanda interna, mantener procesos de subasta de suministro, alcan-
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zando anticipadamente la suficiencia de generación eléctrica y raciona-
lizar la explotación de recursos energéticos nacionales para asegurar 
su disponibilidad futura. 

La política energética peruana incorpora entre sus objetivos la integra-
ción con los sistemas energéticos de la región a fines de concretar su vi-
sión a largo plazo. Siendo necesario la permanente identificación de los 
beneficios que esta integración genere en cuanto a seguridad, eficiencia 
y sostenibilidad del suministro energético nacional, así como el estable-
cimiento de acuerdos que permitan lograr una paulatina integración 
de mercados para lo cual se requiere avanzar en el desarrollo de la in-
fraestructura necesaria, generación y transporte de energía eléctrica, 
transformándose en uno de los desafíos que tiene el país. 

b. Planes y prioridades de Colombia

En el Plan Energético Nacional 2006-2025, Colombia determinó un 
conjunto de estrategias a largo plazo enfocadas a garantizar el abaste-
cimiento energético nacional considerando los beneficios de la autosufi-
ciencia y planteándose avanzar en la integración regional y consolida-
ción de los mercados energéticos.

El objetivo principal de la política energética radica en asegurar la dis-
ponibilidad y el pleno abastecimiento de los recursos para atender la 
demanda nacional y garantizar la sostenibilidad del sector en el largo 
plazo, para lo cual el país debe contar con producción nacional sin des-
cartar la importación, asociando mayor bienestar de su población con 
recursos provenientes del territorio nacional, garantizando entre otras 
cosas las autonomía energética de Colombia6.

El Plan también da importancia a la consolidación de la integración 
energética regional tomando en cuenta que esta permitiría aumentar 
la seguridad energética, la diversificación de fuentes de abastecimien-
to y la optimización de costos de inversión y operación, no obstante se 
alude a las consideraciones sobre los riesgos y oportunidades asociadas 
con la integración, que según su análisis difieren estructuralmente de 
acuerdo al escenario de disponibilidad de recursos de cada país, la vo-
luntad de las contraparte y las acciones coordinadas para tales fines.

En el Plan Energético Nacional 2006-2025, entre los beneficios del 
autoabastecimiento, Colombia resalta una mayor confiabilidad en el 
suministro. Plantea la importación en última instancia como una po-
sibilidad, de presentarse alguna situación que limite la explotación de 
los recursos energéticos locales. 
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En este sentido Colombia considera que sus importaciones de energía 
primaria son marginales y corresponden a necesidades puntuales de 
petróleo por dificultades de transporte interno, mientras que sus ex-
portaciones de petróleo y carbón van en aumento aún cuando no se 
considera un exportador sostenido. Sin embargo aspira a que su actual 
política petrolera le permita en mediano plazo autoabastecerse y ex-
portar.

En la actualidad Colombia está enfocada en la apertura de mercados 
de los distintos energéticos, mediante la promoción de esquemas de 
participación privada y reducción de la participación gubernamental 
directa, reforzando el papel del estado en los aspectos de regulación y 
planificación. Para cumplir con este objetivo se propone diversificar la 
oferta de energéticos mediante proyectos sectoriales específicos, tales 
como masificación de gas natural, uso de fuentes no convencionales y 
la creación del mercado de biocombustibles. 

Con estos antecedentes la política energética de Colombia está dirigida 
a implementar la infraestructura adecuada para posicionarse como un 
gran “Cluster Regional Energético” que garantice el abastecimiento en 
el largo plazo, con reglas definidas para dar las señales de precios, que 
permitan proyectar a terceros y potenciales inversionistas una oferta 
energética con precios de mercado y calidad garantizada. 

Se puede concluir que Colombia en su política energética promueve un 
proceso de integración energética regional que le permita de manera 
estructural y no coyuntural posicionarse como exportador de electrici-
dad y de productos derivados del petróleo y del carbón con valor agre-
gado, de manera complementaria con las exportaciones tradicionales 
de materias primas o recursos energéticos primarios. 

c. Planes y prioridades del Ecuador

Ecuador por su parte elaboró el documento denominado “Políticas y 
Estrategias para el Cambio de la Matriz Energética del Ecuador hacia 
el año 2020”7 el que constituyó un primer avance en aras de establecer 
un modelo de planificación estratégica que sustente el desarrollo de las 
actividades y proyectos enfocados a lograr la soberanía, sustentabili-
dad y autosuficiencia en materia energética.

Con este propósito el Estado se plantea reducir la vulnerabilidad oca-
sionada por la dependencia externa energética para lo que requiere 
ampliar la capacidad de generación de energía eléctrica en base a fuen-
tes renovables. Afirmando que las importaciones de electricidad aun 
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cuando contribuyeron a satisfacer la demanda de energía en época de 
crisis, han generado una dependencia energética de los países vecinos, 
volviendo al Ecuador vulnerable ante la ocurrencia de eventos y condi-
ciones hidrológicas adversas en Colombia y Perú.

La Constitución de la República del Ecuador, publicada en el 2008, es-
tableció nuevas definiciones en cuanto al manejo del Estado en lo que 
respecta al sector eléctrico, considerándolo como un sector estratégico 
y específicamente el servicio de energía eléctrica como un servicio pú-
blico. Bajo estos parámetros, la Constitución determinó que el Estado 
asuma la gestión, regulación y control de los sectores estratégicos. 

La Ley de Régimen del Sector Eléctrico vigente desde 1996 estaba diri-
gida a garantizar una mayor participación del sector privado, a través 
de inversiones de riesgo que, según se esperaba, deberían garantizar 
el suministro a largo plazo y promover la competitividad de los merca-
dos de producción de electricidad; delegando al Estado las labores de 
regulación, supervisión y control. Sin embargo, el esquema de mercado 
adoptado en la década de 1990 generó, con una exigua inversión pri-
vada, la actual vulnerabilidad del sistema y consecuente fracaso del 
modelo.

Bajo estos fundamentos el actual gobierno ecuatoriano rediseñó el sec-
tor, ampliando la participación estatal mediante la creación en el 2007, 
del Ministerio de Electricidad y Energía Renovable como único respon-
sable de dirigir y gestionar la política del Sector Eléctrico Ecuatoriano, 
poniendo fin al modelo empresarial basado en un esquema de mercado.
Ecuador, de acuerdo a la Constitución aprobada por referéndum en el 
2008, define la soberanía energética como uno de los principales ob-
jetivos de su política económica. De la misma manera, considera la 
integración especialmente con los países de Latinoamérica y el Caribe 
como un objetivo estratégico del Estado, incluyendo de manera expresa 
la cooperación y complementación energética sustentable. 

El Ecuador continental se divide en dos vertientes, Pacífico y Amazo-
nas, esta última es la que cuenta con la mayor capacidad instalada de 
centrales hidroeléctricas del país, razón por la cual la implementación 
de proyectos de generación en la vertiente del Pacífico implicaría un 
mejor balance hidroenergético. 

En ese sentido, en aras de solucionar las debilidades estructurales que 
enfrenta el sector eléctrico nacional, Ecuador aspira a reducir su alta 
dependencia hidrológica y resolver las crisis en épocas de estiaje me-
diante la generación eléctrica basada en combustibles fósiles y la incor-
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poración de otras fuentes de energía como la eólica, solar, fotovoltaica, 
geotérmica, etc.

V. Iniciativas y oportunidades de integración energética en 
la subregión andina

1. Comunidad Andina (CAN)

En diciembre de 2002, se aprobó la Decisión 536 “Marco General para 
la Interconexión Subregional de Sistemas Eléctricos e Intercambio In-
tracomunitario de Electricidad”, que brindó el marco jurídico comu-
nitario para impulsar el desarrollo del tema eléctrico entre los Países 
Miembros8.

En el contexto de esta Decisión, en marzo de 2003 se inauguró la in-
terconexión eléctrica Colombia – Ecuador, con importantes beneficios 
para ambos países. 

Posteriormente, con la Decisión 7209 de noviembre de 2009, se sus-
pendió la aplicación de la Decisión 536 por un período de dos (2) años 
y se instruyó efectuar una revisión integral de la Decisión 536, con la 
finalidad de establecer un nuevo marco general para los intercambios 
de energía eléctrica entre los países andinos10. 

En vista que la norma andina era el marco regulatorio sobre el cual se 
basaban los intercambios de electricidad entre Colombia y Ecuador, la 
Decisión 720 estableció además, un régimen transitorio para los inter-
cambios eléctricos entre Colombia y Ecuador sobre los fundamentos 
establecidos en la Decisión 536 que regirían para el período en que 
estuviera suspendido el marco general de estos intercambios11.

Por otra parte, desde el año 2004, en Perú existen instalaciones para 
realizar la interconexión eléctrica con Ecuador, sin embargo, en el es-
quema de intercambio planteado en la Decisión 536 no resultaba viable 
para llevar a cabo las operaciones entre Ecuador y Perú. En este senti-
do, ambos países solicitaron que en el marco andino se les extendieran 
las facultades otorgadas a Colombia y Ecuador para que, de esta ma-
nera, puedan suscribir acuerdos de intercambio de electricidad, con un 
carácter de régimen transitorio12.

Los organismos reguladores de electricidad y de los ministerios de 
Energía de los Países Miembros de la CAN realizaron el análisis de 
regímenes bilaterales transitorios para Colombia - Ecuador y Ecua-



99

Integración energética en la subregión andina (Perú, Ecuador y Colombia)

dor - Perú. Las instancias andinas para tales efectos son el GTOR y 
el CANREL. Estos foros cuentan con la participación de Chile, en su 
calidad de País Miembro Asociado.

Como resultado del trabajo de esas instancias, la Comisión de la CAN 
aprobó, el 22 de agosto de 2011, la Decisión 757, que sustituye a la 
Decisión 720, e incorpora un régimen temporal para los intercambios 
eléctricos entre Ecuador y Perú, además del régimen bilateral transi-
torio para Colombia y Ecuador.

Cabe señalar que estos esquemas son transitorios porque el objetivo úl-
timo para los Países Miembros de la Comunidad Andina es contar con 
un Marco General para la interconexión subregional de sistemas eléc-
tricos en el que se establezcan los principios y reglas generales para 
realizar los intercambios intracomunitarios de electricidad que incluya 
a todos los países andinos.

Colombia, Ecuador y Perú se caracterizan por contar con una gran di-
versidad y abundancia de recursos energéticos renovables y no renova-
bles lo que les garantiza en cierta medida auto sostenibilidad energéti-
ca aún cuando existen asimetrías entre ellos, así como la disponibilidad 
de los diferentes tipos de recursos.

a) Aspectos legales13

El acuerdo general de la Comunidad Andina (CAN) ofrece el marco 
necesario para el desarrollo del proyecto de integración eléctrica. La 
CAN ha logrado crear una zona de libre comercio de bienes en el que el 
movimiento de bienes producidos en la región de es libre. 

En el marco del tratado actual, el desarrollo de un proceso de integra-
ción más amplio no requeriría más que una decisión que fije el marco 
general que regule la interconexión de sistemas eléctricos de los Países 
Miembros. Aunque la CAN no cuenta actualmente con dicho marco, 
éste existió entre 2003 y 2009. La necesidad de una regulación específi-
ca para el comercio de electricidad se entiende debido a la complejidad 
técnica y económica de la misma. Los intercambios eléctricos actuales 
se realizan en el marco de dos regímenes bilaterales transitorios entre 
Colombia y Ecuador, y entre Ecuador y Perú.

La CAN cuenta así mismo con las herramientas institucionales ne-
cesario para el desarrollo de dicho marco. En el contexto del primer 
marco general en 2003 se creó como mecanismo de seguimiento el Co-
mité Andino de Organismos Normativos y Organismos Reguladores de 
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Servicios de Electricidad, CANREL, encargado de promover normas y 
realizar el seguimiento a los acuerdos sobre armonización normativas. 
Dentro del CANREL se crearon dos grupos de trabajo: el Grupo de Tra-
bajo de los Organismos Reguladores (GTOR) y el Grupo de Trabajo de 
Planificación GOPLAN. 

Recientemente se ha dado un nuevo impulso a la integración eléctrica 
en la CAN. Los Países Miembros han decidido avanzar en esta integra-
ción en el marco de la iniciativa “Sistema de Interconexión Eléctrica 
Andina” (SINEA), contando con la participación de Chile.

b) Aspectos fiscales 

La Comunidad Andina (CAN) ha logrado la creación de una zona de 
libre comercio de bienes en la que el comercio regional está libre del 
pago de aranceles para el 100% de los productos (que se aplica sólo a los 
productos hechos en la región). Esta disposición general se complemen-
ta, en la normativa específica para el sector eléctrico con la disposición 
de que “…los Países Miembros no concederán ningún tipo de subsi-
dio a las exportaciones ni a las importaciones de electricidad; tampoco 
impondrán aranceles ni restricciones específicas a las importaciones, 
exportaciones o al tránsito intracomunitario de electricidad.”14

En concordancia con lo anterior, y según la información proporcionada 
por el sistema de información del Arancel Integrado Andino (ARIAN), 
los tipos impositivos aplicables a las importaciones de electricidad en-
tre los Países Miembros es cero.

FUENTE: OLADE 2012

ELECTRICIDAD
Proyecto Descripción Objetivos Marco Regulatorio Estado Actual

Interconexión 
Subregional de 
Sistemas Eléctricos 
e intercambio 
intracomunitario de 
electricidad

Interconexión Colom-
bia – Ecuador

Dos líneas de 230 kV

Potencial total de 
500 MW

Interconexión 
Ecuador – Perú

Una línea de 230 kV

Potencia total de 
100 MW

Implementar un 
mercado unificado 
de electricidad 
entre los países 
miembros de la 
CAN

Marco regulatorio 
general para la in-
terconexión Subre-
gional de Sistemas 
Eléctricos e inter-
cambio intracomuni-
tario de electricidad 
(Normas Suprana-
cionales de la CAN)

Decisión 536 CAN 
-2002 

Decisión 720 CAN-
2009

Decisión 757 CAN- 
2011

Operativo desde 
2003 Colombia – 
Ecuador y 2004 
Ecuador – Perú.

En la actualidad las 
operaciones son 
esporádicas y poco 
significativas.

Tabla N°1: Interconexiones Eléctricas CAN

Interconexiones Eléctricas Comunidad Andina de Naciones Colombia, Ecuador y Perú
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2. Sistema de Interconexión Eléctrico Andina (SINEA)

En la misma dirección integracionista y con miras a mejorar el comer-
cio de energía eléctrica entre los países andinos, en abril de 2011, se 
constituyó el Sistema de Interconexión Eléctrica Andina (SINEA). Los 
Ministros de Relaciones Exteriores y funcionarios del sector eléctrico 
de Colombia, Chile (como país asociado a la CAN), Ecuador, Perú y Bo-
livia (en calidad de observador) emitieron la Declaración de Galápagos 
la cual prevé el desarrollo de un Corredor Eléctrico Andino15. 

Se acordó que el Consejo de Ministros del SINEA (integrado por los 
ministros de energía de los 5 países involucrados en el proyecto) es la 
máxima instancia de decisión de esta iniciativa y se conformaron gru-
pos de trabajo de planificación y regulación. Las actividades de estos 
grupos se concentran en dos bloques. Por un lado, la construcción de 
infraestructura para generar la interconexión eléctrica regional y, por 
otro, la creación de un marco regulatorio supranacional que facilite los 
intercambios y transacciones de energía eléctrica. 

Este proyecto nace de la motivación por los beneficios económicos que 
brinda una integración eléctrica regional, asociado a la optimización 
de los recursos energéticos disponibles, de seguridad y confiabilidad 
en el suministro de energía eléctrica, ya que en la región existentes 
significativas capacidades y recursos energéticos, y por ende grandes 
perspectivas para el desarrollo de interconexiones y transacciones co-
merciales dirigidas a estructurar un mercado integrado de energía 
eléctrica.16

El Consejo, reunido en noviembre de 2011, suscribió la Declaración de 
Bogotá y concretó la contratación de una consultoría para analizar la 
factibilidad de la interconexión eléctrica andina, financiada con recur-
sos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). El BID a través de 
la Cooperación Técnica “Apoyo a los Estudios de Interconexión Eléctri-
ca Andina”, brindó apoyo al SINEA para lograr tres objetivos:17 

•	 Establecer los principios y lineamientos necesarios para la armoni-
zación regulatoria de los países partícipes de la iniciativa;

•	 Identificar y evaluar las posibles alternativas sostenibles de inter-
conexión eléctrica andina; y

•	 Analizar las opciones de interconexión eléctrica andina en térmi-
nos de costos, cronogramas y requerimientos socio – ambientales.

	
De los estudios realizados por los consultores del BID desde el 2012, 
cuando los países miembros del SINEA le solicitaron examinar la po-



Política 102 Internacional

sibilidad de crear un mercado regional eléctrico, estos aseguraron que 
los objetivos pueden cumplirse con cooperación técnica. Asimismo de-
sarrollaron dos ámbitos principales: la hoja de ruta para la construc-
ción de la infraestructura y el marco normativo que constituiría este 
nuevo mercado regional eléctrico. Esta interconexión regional se divide 
en dos etapas.

En una primera etapa (ETAPA I), con fechas aproximadas del 2014 al 
2017, se desarrollará la interconexión Colombia – Ecuador y Ecuador 
– Perú. Esto requerirá poner en servicio la línea de 500 kV  en la fron-
tera Ecuador – Perú, puesto que la línea de interconexión Colombia – 
Ecuador de 200 kV ya existe y solo habría que aumentar la capacidad 
de transferencia.

En una segunda etapa (ETAPA II), del 2018 al 2021, y asumiendo que ya 
se llegó a la interconexión “sub-regional” Colombia – Ecuador – Perú, 
se incluirán Bolivia y Chile, desarrollando transacciones bilaterales 
entre Chile – Perú (línea de 200 kV) y Bolivia – Chile (línea de 200 kV).

Se requerirá construir la línea de transferencia Chile – Perú. Los con-
sultores del BID revelaron que será muy costosa y que se deberá nego-
ciar, bilateralmente, los términos de rentabilidad y costos.

Respecto al marco normativo del Mercado Regional Eléctrico de los 
Países del SINEA (MRES), propusieron dos alternativas:

a)	 Que el proceso de integración de interconexión eléctrica se dé den-
tro del marco de un tratado, requiriendo la creación de una institu-
ción regional distinta.

b)	 Mediante Decisiones de la Comunidad Andina (CAN).

Los países estuvieron de acuerdo con esta última alternativa, buscando 
aprovechar las ventajas del principio de supranacionalidad de las deci-
siones de la CAN y la automática adecuación de las distintas normati-
vas internas de las mismas.

La intervención de Chile fue favorable en relación al marco normativo, 
sobre la base de la CAN. Hizo alusión a la Decisión 666, en su calidad 
de país asociado le permite adherirse a los acuerdos para un tema par-
ticular. Chile viene trabajando desde el 2006 con el Grupo de Trabajo 
de Organismos Reguladores de Electricidad de la CAN (GTOR), y el 
Grupo Técnico de Organismos Planificadores de los sectores eléctricos 
de los Países Miembros de la Comunidad Andina (GOPLAN), así como 
con el SINEA y que la voluntad de integrarse es la misma.
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El BID señaló que quedaba por definir: las rentas de congestión, trata-
miento de los subsidios, países en tránsito, redespacho, la distribución 
de las rentas y gastos en infraestructura, entre otros. 

A nivel regional, la interconexión obtendrá beneficios superiores a los 
costos que implica la infraestructura en su conjunto.

El 23 de abril de 2014, se desarrolló la XVI Reunión Ordinaria del 
Comité Andino de Autoridades y Organismos Reguladores de Electri-
cidad (CANREL). En dicha reunión se estableció que los Estados prio-
rizarán el trabajo de la Comunidad Andina (CAN), buscando integrar 
a Chile para esta temática, mediante una Decisión de la CAN que se 
lo permitiese.

En base al documento recibido por el GTOR respecto del Informe Fi-
nal de Armonización Regulatoria de Integración Eléctrica de los Países 
Andinos y Recomendaciones a la propuesta de la Hoja de Ruta del SI-
NEA, el CANREL resolvió:

1.	 Considerar conveniente que las soluciones que se elaboren sean 
aplicadas primero a escala bilateral y que sólo después de demos-
trar su funcionamiento adecuado, las mejores prácticas sean conso-
lidadas a escala multilateral.

2.	 Es importante no crear una institucionalidad paralela a la CAN, 
sino que el Consejo de Ministros del SINEA se apoye en los grupos 
de trabajo GTOR y del GOPLAN a efectos de aprovechar las venta-
jas del arreglo institucional de la CAN. Y que para ello, resultará 
indispensable encontrar los mecanismos apropiados para que la 
República de Chile pueda incluirse en esta integración eléctrica.

El 25 de abril de 2014, se celebró la reunión del Consejo de Ministros 
de Energía del SINEA, con la participación de los Ministros de Energía 
del Perú, Ecuador y Chile; y los Viceministros de Energía de Colombia 
y Bolivia.

En dicha reunión, se aprobó la Declaración de Lima, incluyendo una 
Hoja de Ruta, la cual fija metas para concretar la integración de sus 
respectivas redes eléctricas, de acuerdo a las etapas propuestas por los 
consultores del BID y dentro del marco de la iniciativa del SINEA.

Recientemente, el 04 de setiembre de 2015, con la participación de los 
Ministros y Altas Autoridades de Energía y Electricidad de los Países 
Miembros de la Comunidad Andina y de Chile, país que coordina dicha 
iniciativa, se realizó la Reunión del Consejo de Ministros del Sistema 
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de Interconexión Eléctrica Andina (SINEA) en la ciudad de Santiago 
de Chile18.

Como resultado de este importante encuentro, los Ministros y Altas 
Autoridades suscribieron la “Declaración de Santiago”, en la cual se 
reafirmó la voluntad de los países de dar continuidad, profundizar gra-
dualmente e impulsar políticamente la iniciativa SINEA; además se 
acordó continuar avanzando, de manera regional y bilateral, en los te-
mas de armonización regulatoria y en los aspectos de infraestructura, 
acorde con la Hoja de Ruta para la Integración Eléctrica Andina19.

Los cinco países también acordaron continuar con la participación ar-
ticulada y coordinada con la Comunidad Andina, como entidad rectora 
de la integración subregional.

Tabla N° 2: Resumen de las Propuestas de Interconexiones del SINEA

INTERCONEXION

Colombia-Ecuador

Ecuador-Perú 1° 
Terna

Ecuador-Perú 2° 
Terna

Perú-Chile

Perú-Chile

Bolivia-Chile

INTERCAMBIO
(MW)

680

440

790

70-100

550

80

CAPACIDAD
(MW)

800

500

500

130

1000

130

TENSION
(KV)

500

500

500

220

500

220

LONG
(KM)

505

574

574

54

607

140

AÑO DE
ENTRADA

2017

2017

2020

2017

2020

2017

OBSERVACIÓN

En suspenso, Ecuador 
manifestó que se 
iba a repotenciar la 
interconexión de 200 Kv

En preingenieria, año 
posible de entrada es 
2018

La construcción de 
esta línea le daría 
mayor confiabilidad de 
interconexión

Requiere mayor 
estudio para justificar 
la necesidad de su 
construcción

Requiere mayor 
estudio para justificar 
la necesidad de su 
construcción

Bolivia ha manifestado 
que dicha interconexión 
depende de la 
aprobación de su plan 
de expansión que está 
en revisión.

Fuente: Elaboración propia
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VI. Conclusiones

La integración energética resulta actualmente un elemento esencial 
para el desarrollo económico y social de la región, dado el papel funda-
mental que juega la energía en el proceso de la economía y la inclusión 
social y productiva de la población. Una mayor integración regional 
permitirá incrementar el acceso a mejores servicios básicos a las pobla-
ciones vulnerables de la región, lo que fomentaría de manera positiva 
el desarrollo de oportunidades de empleo y de servicios modernos de 
educación y salud, contribuyendo de esta forma a la reducción de la 
pobreza en la región. Asimismo, permite aprovechar las complementa-
riedades, así como aunar esfuerzos entre países con estructuras simi-
lares o suplementarias de producción energética o de bienes y servicios 
relacionados.

La integración regional andina se constituye como un proceso dinámi-
co basado en los diferentes esfuerzos colectivos, en el cual, los estados 
desempeñan un rol fundamental ya que son los principales gestores y 
ejecutores de distintas iniciativas que conducen a la integración.

Por consiguiente, un desarrollo efectivo de la integración energética 
andina contribuye a la reducción de asimetrías o disparidades en la 
medida en que incrementa la inversión social y en infraestructura, los 
lazos comerciales públicos y privados, interestatales, la cooperación en 
materia tecnológica, contribuyendo también al incremento de la segu-
ridad regional ya que estos recursos al poseer un elevado valor estra-
tégico deben ser protegidos adecuadamente facilitando de este modo la 
estabilidad regional.
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1. Introducción

Hace quince años se adoptó la Carta Democrática Interamericana 
(CDI). La Carta fue aprobada en nuestro país, el 11 de septiembre 

de 2001, el mismo día del condenable atentado terrorista a las Torres 
Gemelas en Nueva York.

La Carta es sin duda una pieza excepcional del derecho y de la política 
latinoamericanas y muestra la evolución que sobre el tema de la demo-
cracia representativa tiene nuestra región desde el siglo pasado. 

Sobre el tema de la Democracia, el actual Secretario General de la 
OEA, el distinguido ex Canciller y ex Senador uruguayo Luís Almagro, 
ha señalado que: “debemos estar a la vanguardia en la lucha por la 
democracia, entendida no como ejercicio electoral cada cuatro o cinco 
años, sino como el ejercicio pleno de derechos civiles y políticos a diario, 
ante cada problema, ante cada tema de nuestra ciudadanía”.1

Regresando a la Carta Democrática el ex Secretario General de la Or-
ganización de los Estados Americanos (OEA), el reconocido político chi-
leno José Miguel Insulza2 ha indicado que la Carta: “logró plasmar en 
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Reflexiones sobre 
los quince años de la 
Carta Democratica 
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su texto una definición amplia de democracia (pues) presenta una serie 
de elementos esenciales de la democracia representativa basada en la 
participación activa de la ciudadanía y trasciende la idea de democra-
cia electoral, incorporando no sólo el origen democrático del poder, sino 
también su ejercicio.”3

Insulza añade que la: “Democracia no sólo significa ser elegido demo-
cráticamente, sino también gobernar democráticamente. La Carta esta-
blece, además, una visión integral de la democracia promoviendo tanto 
la construcción de ciudadanía como la vigencia plena del Estado de 
derecho.”4

Mencionado lo anterior, el propósito de este artículo será indagar, cuá-
les han sido los avances y desafíos en la aplicación de este instrumento 
internacional en los últimos quince años y cuáles son las perspectivas 
de la Carta Democrática en el futuro, así como su posible reforma, de 
ser ella posible.

2. La Carta Democrática Interamericana.
Su objetivo principal 

La Carta Democrática, como he señalado, fue adoptada en Lima el 11 
de setiembre de 2001. Este instrumento internacional tiene como an-
tecedente a la Resolución 1080 de la OEA, -- AG/RES. 1080 (XXI-0/91) 
--, la cual señala que en caso que haya una interrupción en el gobierno 
democrático en un país de la región, el Consejo Permanente de la OEA 
deberá convocar inmediatamente a una reunión de los Ministros de 
Relaciones Exteriores.

Como he mencionado, la Carta Democrática fue adoptada en una 
Asamblea especial de la OEA celebrada en nuestra capital. Por aquel 
entonces, el Secretario General de la organización era el destacado ex 
Presidente colombiano César Gaviria y el Secretario de Estado de Es-
tados Unidos era el distinguido político y ex General estadounidense 
Colin Powell. 

La Carta fue fuertemente impulsada por el Perú en el marco de la OEA 
por el gobierno peruano de transición del año 2000, y a sugerencia del 
Embajador Javier Pérez de Cuéllar.
 
El objetivo principal de la Carta es impedir la existencia de golpes de 
Estado y de gobiernos no elegidos democráticamente en América La-
tina.
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Al respecto, la Carta señala en su artículo 20 que:

“En caso de que en un Estado Miembro se produzca una alteración 
del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático, 
cualquier Estado Miembro o el Secretario General podrá solicitar la 
convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una 
apreciación colectiva de la situación y adoptar las decisiones que estime 
conveniente.”5

El artículo 21 es más preciso respecto a los golpes de Estado y a su 
sanción en el marco de la OEA cuando señala que:

“Cuando la Asamblea General, convocada a un período extraordinario de 
sesiones, constate que se ha producido la ruptura del orden democrático 
en un Estado Miembro y que las gestiones diplomáticas, han sido 
infructuosas, conforme a la Carta de la OEA tomará la decisión de 
suspender a dicho Estado del ejercicio de su derecho de participación en 
la OEA con el voto afirmativo de dos tercios de los Estados Miembros.”6

Queda claro entonces que el propósito de la Carta es impedir que exis-
tan golpes de Estado y gobiernos no elegidos democráticamente en La-
tinoamérica. Igualmente, permite de acuerdo al artículo 21 que la OEA 
pueda suspender al Estado miembro donde se haya producido una in-
terrupción del orden democrático.

La CDI supera lo postulado en la Resolución 1080, principalmente por-
que la Carta incorpora supuestos más amplios que los mencionados en 
la citada Resolución 1080. 

Así, la Carta se ocupa de temas que tienen que ver con el concepto de 
"alteración del orden constitucional". Esto significa que no es necesario 
un "coup d´état"7 en el sentido clásico del término para que la Carta 
pueda ser aplicada, ya que el concepto de "alteración del orden cons-
titucional" es más amplio e incluye cualquier situación que ponga en 
peligro la viabilidad de los gobiernos elegidos democráticamente. Es 
decir, no tiene que haber un golpe de Estado en el sentido clásico del 
término para que la Carta pueda ser aplicada.  

Sin embargo, pese a las buenas intenciones de la Carta, en la práctica 
los postulados de este instrumento internacional durante sus quince 
años de vigencia no han sido siempre aplicados adecuadamente.

Esta afirmación exige una mayor explicación.
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La OEA durante los últimos años se enfrentó a cuatro intentos signi-
ficativos de ruptura del orden constitucional en otros tantos países de 
la región (Venezuela, Ecuador, Bolivia y Honduras). Sin embargo, en 
casi ninguno de estos casos la OEA aplicó estrictamente lo señalado 
en la Carta. Por el contrario, en esas ocasiones la Organización buscó 
soluciones políticas más que jurídicas a las crisis existentes.

Esto es particularmente notable en la situación de Honduras donde 
no sólo no se restituyó al Presidente legítimamente elegido (Manuel 
Zelaya) sino que se permitió que el nuevo gobierno no electo democráti-
camente continuara al mando del país (Rigoberto Micheletti). Aunque 
también es necesario reconocer que luego de la ruptura institucional y 
resuelta ésta a través de elecciones, el poder le fue entregado inmedia-
tamente al Presidente elegido constitucionalmente en ese país (Porfirio 
Lobo). El caso de Honduras fue una dura prueba para la Carta. Pero en 
este caso como ya hemos mencionado no se adoptó una solución jurídi-
ca sino una política.8

2.3. El origen de la Carta. La negociación diplomática.
La participación del Perú y la Teoría del 
Multilateralismo Complejo

Varios autores han relatado la historia del nacimiento de la Carta De-
mocrática Interamericana.9 Pienso que cada uno de estos autores lo 
hace desde su propia perspectiva.

La mayoría de autores estudiados coinciden en señalar que en los años 
noventa, el fin de la guerra fría y la nueva oleada democratizadora en 
la región, hacían necesario que la OEA enfrentase con nuevos elemen-
tos legales las nuevas amenazas a la democracia en América Latina.10

Al respecto, ha señalado Saranti que antes del fin de la guerra fría no 
había preocupación en América Latina por implementar un “derecho 
a la democracia”. Para esta autora griega, desde 1948 hasta 1985, los 
Estados miembros de la OEA tenían mayor interés en que se respete 
el “principio de no intervención” en sus políticas y en sus territorios. 
Es recién en los años noventa con el fin de la guerra fría y la caída del 
muro de Berlín que se genera un nuevo orden en América Latina, que 
se atestigua con la “gradual emergencia del derecho a la democracia 
como una regla del derecho internacional”.11

El objetivo de esta reafirmación democrática tenía un claro objetivo. 
Como se ha señalado acertadamente el “principio democrático” era in-
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dispensable para garantizar la protección de los derechos humanos. 
Igualmente, sin duda alguna, ya era aceptado que la democracia repre-
sentativa prevenía conflictos, promovía el Estado de Derecho y permi-
tía la seguridad regional e internacional.12

Como se ha señalado acertadamente: “Era necesario que la OEA po-
sea nuevas normas, más precisas, para que la ambivalencia de sus 
respuestas a las crisis de institucionalidad democrática se minimice 
como posibilidad en el futuro. Asimismo, aparecía como indispensable 
reestructurar los mecanismos existentes para dotar a la OEA de una 
base normativa que le permita actuar frente a las nuevas amenazas a 
la democracia, distintas al golpe de estado tradicional”.13

Muchos coinciden en afirmar que fue el Embajador Javier Pérez de 
Cuéllar uno de los impulsores de la Carta Democrática.14  Como Primer 
Ministro y Canciller del Gobierno de Transición de Valentín Paniagua, 
Pérez de Cuéllar sostuvo en su momento que era necesario: “la promo-
ción de una Carta Democrática Interamericana que otorgue una natu-
raleza jurídicamente vinculante a todos los instrumentos y mecanismos 
de preservación de la democracia, así como de medios de acción más 
oportunos y eficaces”.15

Añade Pérez de Cuéllar que: “La democracia es un valor universal y 
crecientemente, es un consenso que se sustenta en principios y normas 
del derecho internacional. Los valores democráticos y los inherentes a 
los derechos humanos, no admiten excepciones culturales”. Y concluye 
que: “El Perú asume la democracia como un valor de su propia cultura, 
como una aspiración y una convicción de su propia historia. Y lo hace 
también como un valor universal que promueve y fomenta”.16   

Con el impulso de este insigne peruano, la diplomacia del Perú asumió 
la tarea de redactar el proyecto de una Carta Democrática Interameri-
cana y lograr su adopción en el seno de la OEA entre diciembre de 2000 
y setiembre de 2001.

Ha señalado Didier Opertti, hace algunos años Ministro de Relaciones 
Exteriores del Uruguay, que el Perú introdujo la propuesta de la Carta 
en la OEA. En sus palabras, Opertti señaló que al Perú: “le cupo la feliz 
iniciativa de introducir en el diálogo regional una propuesta, que luego 
se reflejará en lo que hoy, con orgullo y con sentimiento, proclamamos 
como la Carta Democrática Interamericana”.17 

Pero luego que el Perú introdujo la propuesta de Carta Democrática se 
puede señalar que esta adquirió vida propia y fue enriquecida con los 
aportes de los diversos países integrantes de la OEA.18
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El Embajador Manuel Rodríguez ha reconocido que la diplomacia pe-
ruana tuvo una gran participación en la elaboración de la Carta. En 
poco tiempo, nuestra diplomacia elaboró un proyecto de Carta que fue 
presentado por nuestro país y que luego fue enriquecido con el aporte 
de otros países amigos de la OEA como el Canadá, Uruguay y otros. El 
mismo Manuel Rodríguez tuvo una destacada participación.19

Sobre el tema de la dicotomía entre democracia representativa y de-
mocracia participativa que fue el tema más controvertido y difícil en la 
negociación de la CDI20, se ha señalado que para que países como Ve-
nezuela acepten lo finalmente adoptado en la Carta se tuvo que acudir 
a incorporar en los considerandos y en los artículos 2 y 6 de la Carta 
alguna referencia a: “la participación y el carácter inclusivo que debe 
poseer toda democracia”.21

Algunos autores también han indicado que los diplomáticos canadien-
ses apoyaron durante toda la negociación de la Carta Democrática, 
pero con una actitud discreta y aplicando una diplomacia “suave” o 
llamada en inglés “soft diplomacy”.22

Se ha señalado que el Canadá tenía interés en participar y apoyar en la 
adopción de la Carta dado que esto le presentaba una combinación de 
oportunidad y de visión de largo plazo en los temas de la democracia en 
la región.23 Como anfitrión de la Asamblea General de la OEA en Wind-
sor en el año 2000, y de la Cumbre de las Américas en Quebec en el año 
2001; Canadá tenía el deseo de mostrar sus credenciales democráticas 
así como reafirmar que no existía un “déficit democrático” en América 
Latina, en la década del año 2000.24

De otro lado, el profesor canadiense Andrew Cooper ha señalado que 
el estilo de negociación de la Carta se hizo en el marco de una aproxi-
mación que la teoría de las Relaciones Internacionales denomina como 
"multilateralismo complejo".25 Es decir una negociación donde no sólo 
participan los Estados sino también las organizaciones de la sociedad 
civil como las ONGs internacionales y nacionales. Esto se vio demos-
trado en el hecho que los Estados donantes y en particular el Canadá 
apoyaron consistentemente a la comunidad de las ONGs peruanas de-
dicadas a la democracia.26

2.4. La naturaleza jurídica de la Carta. El Derecho a la 
Democracia y el Principio Democrático 

Una gran cantidad de autores señalan que la Carta Democrática Inte-
ramericana no es un tratado internacional.27
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Sin embargo, el Profesor Douglass Cassel de la Universidad de Notre 
Dame, reconociendo que la CDI no es un tratado, ha señalado que la 
Carta Democrática puede ser considerada una interpretación autoriza-
da (authoritative interpretation) de la Carta de la OEA y de este modo 
se puede considerar que tiene efectos vinculantes para los Estados Par-
te de la mencionada Carta de la OEA.28

De acuerdo con esta opinión, Rodríguez Cuadros también considera 
que la Carta Democrática tiene carácter vinculante. Ha indicado que 
durante las negociaciones de la Carta se hizo una consulta al Comité 
Jurídico Interamericano el cual informó que de acuerdo al principio del 
"desarrollo progresivo del derecho internacional"29, la Carta Democráti-
ca, al ser una interpretación de la Carta de la OEA; y, en aplicación de 
lo señalado en el artículo 31.3(a) de la "Convención de Viena de Derecho 
de los Tratados" de 1969, sobre la interpretación de los tratados; podía 
considerarse como de obligatorio cumplimiento.30

Pero dejando de lado este debate jurídico, la Carta Democrática tam-
bién es muy importante porque por primera vez se refiere al “derecho 
a la democracia”. 

Así, en el artículo 1 de la Carta se señala que: “Los pueblos de América 
tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promo-
verla y defenderla. La democracia es esencial para el desarrollo social, 
político y económico de los pueblos de las américas”.

Así, la Carta reconoce que los pueblos tienen el "derecho a la democra-
cia". Este tema ya había sido abordado tempranamente por el actual 
Canciller chileno y ex funcionario de la ONU Heraldo Muñoz en el año 
1998, cuando este autor acertadamente había señalado que ya existía 
un “derecho a la democracia” en el derecho internacional americano.31 
Coincido con esta opinión. 

Muñoz añadía, en el año 1998, que el derecho a la democracia existía: 
“en el sentido que una doctrina ya existente sobre la defensa y promo-
ción de la democracia en el sistema interamericano ahora se ha trans-
formado en una obligación normativa y, más importante aún, que dicho 
derecho a la democracia se está implementando mediante la acción co-
lectiva pacífica." 

El autor chileno añadía que: "Este derecho a la democracia no se debe 
entender como la aceptación creciente por la comunidad internacional 
de un 'derecho nuevo' – debido a que numerosos acuerdos hemisféricos 
y mundiales han establecido claramente los derechos básicos, civiles y 
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políticos, que constituyen la esencia de la democracia representativa –
sino, más bien, como el reconocimiento creciente en las Américas de que 
la democracia puede y debe ser defendida mediante acciones colectivas 
de carácter pacífico.”

Sobre el principio democrático los autores españoles Díaz y Cano32 han 
indicado que tiene un reconocimiento especial en América Latina y en 
Europa. Como ellos mismos lo han señalado: “en ciertos ámbitos regio-
nales, como es el caso sobresaliente de Europa y América, los Estados 
de estas regiones, con independencia de las situaciones que se vayan 
produciendo en la práctica y a las que se enfrenta la pervivencia de los 
sistemas democráticos, han venido otorgando a la democracia el valor 
de principio fundamental en sus relaciones mutuas y, también, en los 
marcos más amplios de su acción exterior”.33

2.5. Fortalezas y debilidades de la Carta

El profesor Max Cameron de la Universidad canadiense de la Colum-
bia Británica ha señalado cuales son las fortalezas y debilidades de la 
Carta Democrática Interamericana.34

Como fortalezas de la Carta Democrática este autor señala que esta: 

1) Define a la democracia como un derecho; 

2) incluye amenazas más sutiles a la Democracia; y, 

3) exige la democracia como un requisito para ser miembro de la OEA.

Como debilidades de la Carta, Cameron indica que esta: 

1) No reconoce la multidimensionalidad de la democracia; 

2) ha dado definiciones imprecisas de lo que debe considerarse como 
una alteración/ruptura del orden democrático; y, 

3) tiene muy débiles mecanismos de sanción.

Esto requiere una explicación. Enfaticemos lo que consideramos lo más 
interesante de los planteamientos de Cameron.

Entre las fortalezas de la Carta está el hecho que esta define a la demo-
cracia como un derecho de los pueblos. Este es un avance fundamental 
y muestra que el principio democrático se impone cada vez más en la 
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región. Igualmente, el hecho que la Carta exija que para ser miembro 
de la OEA, los Gobiernos de los países deban ser democráticamente 
elegidos, muestra que la democracia ha llegado a América Latina para 
quedarse.

Entre las debilidades destaca el hecho que la Carta no ha definido que 
significa el concepto de "alteración/ruptura del orden constitucional". 
En este punto concuerdo con el autor reseñado. La definición de estos 
conceptos es importante para que los Estados miembros de la OEA y su 
Consejo Permanente puedan actuar en casos en que la democracia se 
vea afectada en alguno de los países de nuestra región.

El tema de la democracia como un concepto multidimensional es muy 
importante. Y al no ser abordado adecuadamente en la Carta Democrá-
tica constituye una debilidad de esta. Al respecto, Cameron ha señala-
do que se continúa: “considerando a las elecciones libres y justas como 
la piedra angular de la democracia procedimental”. Pero: “muchos no 
respetan la reglas básicas de la Constitución. En particular, la indepen-
dencia judicial ha sido a menudo socavada”.35

La democracia entonces no sólo debe estar representada por elecciones 
libres, justas y transparentes. Sino también debe estar orientada al 
fortalecimiento de las instituciones y de la ciudadanía, temas ambos 
que son el fundamento de la democracia representativa; dado que aho-
ra se necesita una democracia de calidad y sostenible.36

Por otro lado, además de Cameron algunos autores han señalado como 
una debilidad de la Carta que esta tiene mecanismos muy débiles de 
sanción, es decir que no tiene "dientes".37 Sobre esto ampliaremos más 
en el siguiente acápite. 

2.6. La posible reforma de la Carta. La designación de 
un "Ombudsman" para la democracia o la creación de un 
"Observatorio de la democracia"

Este es el tema más interesante y que apasiona a diversos académicos, 
diplomáticos y políticos latinoamericanos.

En el año 2010, en Santiago de Chile, se llevó a cabo un seminario in-
ternacional llamado "La Carta Democrática Interamericana: Realidad 
y desafíos a 10 años de su adopción".38 

En este documento se recogen diversas e interesantes opiniones de 
diversos políticos, académicos y diplomáticos Latinoamericanos y del 
Caribe39 sobre la Carta.
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Durante las sesiones de ese seminario, Jorge Santisteban de Noriega 
a nombre del "Grupo de amigos de la Carta Democrática"40 propuso 
que se debería crear la figura de un "Ombudsman" o defensor de la 
democracia en la región. Es decir, una persona elegida por los Estados 
miembro de la OEA que alerte a los países en caso de peligros o amena-
zas a la democracia en la región.41

Esta propuesta no ha tenido mayor apoyo por el temor de algunos Es-
tados a la injerencia en sus asuntos internos. Aunque ha sido conside-
rada una propuesta interesante.  

Por otro lado, en el año 2011 en una reunión de ex Presidentes Lati-
noamericanos se planteó la posibilidad de crear un "observatorio de 
la democracia". Este sería un: "mecanismo de observación y monitoreo 
de los avances y promoción de los principios establecidos en la Carta 
Democrática Interamericana de su aplicación y de alerta temprana en 
los casos de alteración de la institucionalidad democrática en los paí-
ses de la Región, con la finalidad de coadyuvar a los esfuerzos que en 
ese mismo sentido realizan las organizaciones regionales y subregiona-
les".42  Esta propuesta también es interesante, aunque tenemos dudas 
que pueda ser viable en este momento.  

De otro lado, el profesor argentino Rubén Perina de la Universidad 
George Washington ha indicado que son posibles reformas a la Carta. 
Pero ello representa un reto como lo reconoce el mismo autor.43 Pienso 
lo mismo sobre todo porque en este momento la región latinoamericana 
(especialmente Venezuela y Cuba) tienen diferentes visiones sobre la 
democracia.

Entre las reformas que propone este autor y que me parecen interesan-
tes se encuentra la de permitir a representantes de otros poderes del 
Gobierno (legislativo o judicial) acudir al Consejo Permanente cuando 
haya una posible amenaza a la democracia en un país de la región.44  
Ello porque en la práctica actual de las relaciones internacionales solo 
el poder ejecutivo de los Estados, representado básicamente por sus 
Ministerios de Relaciones Exteriores, monopoliza la representación de 
estos. Una amenaza a la democracia se podría resolver si se permi-
tiese a los representantes del poder legislativo o judicial de los países 
solicitar por ejemplo la visita del Secretario General en caso haya una 
posible vulneración del orden constitucional en algún país.45 

La otra reforma que parece interesante sería crear una Comisión In-
teramericana que observe el cumplimiento de la Carta Democrática. 
Perina sostiene que esta Comisión podría ser similar a la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos. Con expertos independientes 
elegidos por los países que evalúen la situación en cada Estado sobre 
sus condiciones democráticas y las posibles amenazas a ella. Esta pro-
puesta es valiosa aunque nuevamente no creemos que ella cuente con 
suficiente consenso todavía.

Otra reforma que propone Perina es una que me parece muy adecuada 
y en la que muchos académicos coinciden. Esta reforma sería convertir 
a la Carta Democrática en un tratado, es decir en una Convención In-
teramericana. De ese modo, la Carta sería de obligatorio cumplimiento 
para todos los países de la región.46

2.7. Algunas reflexiones sobre la OEA y el décimo quinto 
aniversario de la Carta Democrática

Sin ser pesimistas, en sus quince años de vigencia la Carta no ha pro-
bado ser un instrumento suficientemente útil para enfrentar las crisis 
contra la democracia en la región. Se podría decir que, hasta el momen-
to, la Carta contiene disposiciones que podrían considerarse un “soft 
law” latinoamericano.

Al respecto, el Embajador Allan Wagner coincide con esta opinión 
cuando señala que “la Carta Democrática Interamericana en la OEA 
tan pronto recuperamos la democracia; (…) marcó una clara posición 
del Perú. Lamentablemente la experiencia en la aplicación de la Carta 
Democrática no es del todo positiva que hubiéramos deseado”.47 

Sin embargo, la Carta es aún nueva y la mayoría de las repúblicas 
latinoamericanas aún tienen democracias jóvenes. En tal sentido, se 
puede afirmar que la aplicación de la Carta será un éxito en la medida 
que los pueblos de América Latina sientan que la democracia no sólo 
les otorga derechos civiles y políticos sino también derechos económi-
cos pues al ser Latinoamérica una de las regiones más desiguales del 
mundo48, ello genera grandes insatisfacciones en sus poblaciones que, 
en algunos casos, se aferran a los planteamientos de gobiernos no de-
mocráticos o populistas.

Pero, la defensa de la democracia es fundamental en América Latina. 
En el año 2011, once ex Presidentes de la región coincidieron en seña-
lar que la Carta Democrática era el: “instrumento más avanzado que 
existe en el ámbito internacional para resguardar la institucionalidad 
democrática”.49



Política 118 Internacional

Asimismo, en esa ocasión se señaló que: “La aplicación de la Carta, en 
algunos casos, ha mostrado su eficacia y validez, pero al mismo tiempo 
indica que cuando no existe una decidida voluntad política de los Go-
biernos para accionar los mecanismos de acción colectiva, a favor de la 
preservación de la institucionalidad democrática, pueden enfrentarse 
limitaciones que atentan contra su participación efectiva”.50 

Mencionado esto último, debemos señalar que sin duda alguna, la Car-
ta puede ser mejorada. Al respecto, se ha señalado que la Carta ne-
cesita “dientes”; es decir un mejor procedimiento de alerta temprana 
para conocer las “alteraciones de la institucionalidad democrática” y 
un mejor sistema de sanciones.51

Sin embargo, creo que las posiciones políticas existentes en la región 
no permiten aún un cambio en ese sentido. En este artículo hemos vis-
to que hace algunos años se propuso la creación de un “ombudsman”, 
defensor o relator de la democracia en la región. Pero este es un plan-
teamiento que no ha tenido apoyo. En el año 2011, durante el décimo 
aniversario de la CDI, los once ex Presidentes de la región participan-
tes propusieron la creación de un “órgano independiente de vigilancia 
de la democracia”. Incluso con opiniones que no sean vinculantes para 
los Estados miembros. Pero nuevamente, dada la situación política en 
la región, no me parece, que existan las condiciones para que tenga 
éxito esta iniciativa. 

Otro tema importante que debemos señalar es que la Carta Democrá-
tica debe convertirse en el futuro en un tratado o una Convención Inte-
ramericana de carácter vinculante. Sobre todo, porque con el paso del 
tiempo la región sufre otro tipo de amenazas a sus incipientes demo-
cracias. Amenazas como las de los llamados “golpes blandos” donde los 
poderes económicos a través del poder judicial alteran, algunas veces, 
la voluntad popular interfiriendo en modos no democráticos.52 No hay 
que olvidar también que la democracia significa tolerancia y alternan-
cia en el poder.
	
Finalmente, está el tema de la protección a los más vulnerables de 
la región. Tema de la mayor importancia. La democracia solo puede 
profundizarse en las sociedades donde la inclusión social permite a los 
más débiles tener posibilidades para su desarrollo mediante adecua-
dos servicios como educación, salud, alimentación, recreación y la po-
sibilidad que sus descendientes puedan progresar y alcanzar mejores 
condiciones de vida que la de sus progenitores. En ese sentido, la Carta 
Democrática es una garantía para ello pues tiene como fundamento la 
libertad que es condición esencial para el desarrollo económico.
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1. Introducción

Asia Pacífico es la región del siglo XXI. Efectivamente, constituye 
la zona más dinámica por el crecimiento económico, por la concen-

tración de riquezas (más del 56% del PBI mundial) y porque alberga a 
más de la mitad de la población mundial (Málaga Ego-Aguirre, 2013). 
Asimismo, reúne a la mayor democracia (India), a la primera, segunda 
y tercera economía (Estados Unidos, China y Japón), al país de mayo-
ría musulmana más poblado (Indonesia) y “a siete de los diez mayores 
ejércitos del mundo” (Campbell y Ratner, 2014). Las fuerzas econó-
micas importantes que están moldeando la región son: el comercio, la 
industria, el desarrollo tecnológico y la innovación.

En ese contexto, el Océano Pacífico se convierte en un factor geopolí-
tico relevante, no sólo por las relaciones económicas que fluyen y que es 
factible mantener con varios países en la región a través del transporte 
marítimo y los puertos, sino por la incidencia de las rutas comerciales y 
la conectividad que es clave defender frente a las tensiones marítimas 
y las amenazas no convencionales. En otras palabras, los escenarios 
geoeconómicos y geopolíticos en la región advierten a los Estados la 
necesidad de cooperar unos con otros en varios frentes para proyectar 
pacíficamente sus intereses en los ámbitos económico-comercial y de 
seguridad. 
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desafíos de la seguridad 
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En el presente trabajo, se revisan los conceptos del balance del po-
der, la interdependencia económica, la geoeconomía, la geopolítica, así 
como la teoría del poder marítimo y la noción del poder naval. Luego, 
se describe la política exterior estadounidense emprendida en Asia Pa-
cífico en materia económica y de seguridad, conocida como “giro” o “ree-
quilibrio en Asia”, para efectos de garantizar su posición prominente 
como potencia del Pacífico, en un contexto de ascenso de China como 
potencia emergente y de diversas tensiones marítimas que requerirán 
de un hábil manejo político y diplomático para superar las tensiones y 
los riesgos de conflictos entre los principales actores de la región.

2. Marco conceptual

2.1. El interés nacional y la teoría del balance del poder

En el ámbito de las ciencias políticas y de la disciplina de las relacio-
nes internacionales, los Estados reúnen a las comunidades y las pobla-
ciones que se organizan políticamente en un determinado territorio, 
siendo estos primeros los encargados de ejecutar las aspiraciones y los 
anhelos colectivos convertidos en “intereses nacionales”. El Estado, 
que “da cuenta de la existencia de intereses constituidos”, usará en-
tonces “todos los elementos disponibles en la consecución del logro de 
sus objetivos” y tendrá como meta el bien común de sus integrantes 
(Morales Erroch, 2012). 

Los intereses de una nación pueden clasificarse en “vitales” y “nacio-
nales”. Por “intereses vitales” se entiende la noción de soberanía, “la 
cual implica la independencia frente a un poder externo y, al mismo 
tiempo, el control en la administración de los recursos”. Los “intereses 
nacionales” se refieren a aquellos relacionados a las nociones de pro-
greso, desarrollo y crecimiento económico, así como el bienestar de la 
comunidad (Morales Erroch, 2012).

Acorde con Carlos García-Bedoya Zapata (1981), la política exterior 
es la proyección externa de los intereses nacionales de un Estado ha-
cia otro mediante un programa y método diplomático, mientras que la 
política internacional es el resultado del enfrentamiento político de 
los distintos intereses nacionales de los Estados en el ámbito mundial.

Ahora bien, si nos adentramos a la perspectiva clásica de la teoría 
del balance de poder de Kenneth Waltz, se espera que las potencias 
mundiales, en salvaguardia de sus intereses, reaccionen balanceando 
su poder contra aquel Estado revisionista que irrumpe en el escenario 
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internacional por la fuerza, buscando desequilibrar el statu quo a su 
favor.

Según la internacionalista Swati Arun (2015), asociada al Centro de 
Estudios de la Fuerza Aérea de la India y doctorando de la Universidad 
Jawaharlal Nehru (India), Estados Unidos ha ido negando “delibera-
damente” la posibilidad que otros Estados establezcan su propia zona 
de influencia que les permitiera mantener una posición de hegemonía 
regional, de suerte que ha evitado que otras potencias se fortalezcan lo 
suficiente y balanceen su poder en contra de Estados Unidos. Ello ha 
permitido a Estados Unidos seguir proveyendo “garantías de seguri-
dad” como sheriff global (global policeman) en el ámbito internacional 
(Swati Arun, 2015). 

Para el doctor de la Escuela de Estudios Internacionales de la Univer-
sidad de Renmin (República Popular China), Jin Canrong (2008), el 
statu quo y el equilibrio de las potencias estadounidense y china “sigue 
dando ventajas a Estados Unidos”, pero “las relaciones de poder están 
cambiando y el tiempo juega a favor de China”.

Adicionalmente, Jin Canrong (2008), también consejero de la oficina 
de política de planificación del Congreso Popular chino señala: “a dife-
rencia de Alemania y Japón de principios del siglo XX, la República Po-
pular China no tiene intención de desafiar el statu quo de los acuerdos 
internacionales. Tomando en cuenta las lecciones de la historia moder-
na del Japón (…) [y] aprendiendo de la historia alemana después de la 
Segunda Guerra Mundial, principalmente el proceso de integración en 
Europa, China se integrará con otras partes de Asia, en particular con 
el Asia del Este”.

Acorde con T.V. Paul (2012), profesor Ph.D. del departamento de cien-
cias políticas de la Universidad McGill (Canadá), existe un debate so-
bre el concepto de “equilibrio de poder”. En épocas pasadas, “ante el 
surgimiento de potencias emergentes, las potencias existentes respon-
dían formando coaliciones en su contra, con el propósito de conservar 
el statu quo y asegurar el equilibrio del poder”. Hoy, todo indica que 
primaría la disuasión y la prudencia en las nuevas estrategias de equi-
librio de poder.  

Según Paul (2012), el comportamiento, “hasta cierto punto benigno 
y precavido de las potencias emergentes y del poder hegemónico [es-
tadounidense]” reside en las siguientes razones: 1) la incertidumbre 
respecto a las capacidades (poder) e intenciones de las potencias emer-
gentes (interés); 2) la globalización económica y la interdependencia1  
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que, desde una perspectiva liberal de las relaciones internacionales, 
hacen “patentes las limitaciones de las sanciones coercitivas y los re-
cursos militares para resolver disputas”; 3) la disponibilidad de foros 
institucionales y/o de diálogo que permiten “redimir disputas” entre 
los Estados; 4) el surgimiento de poderosos actores no estatales como 
amenazas para todos los Estados (terrorismo internacional, piratería, 
crimen organizado transnacional); y 5) las nuevas tecnologías milita-
res que “favorecen la defensa y la disuasión” y hacen que “la agresión 
tenga un alto precio”.

Acorde con Paul (2012), desde una concepción realista y neorrealista de 
las relaciones internacionales, la política tradicional del equilibrio del 
poder se refiere a una estrategia de “equilibrio duro” (hard balancing), 
en la cual se suscita una relación de “intensa rivalidad” entre Estados, 
mediante la conformación de “alianzas” militares, la competencia “ar-
mamentista” y la creación de “contraalianzas formales”, con la finali-
dad que las potencias existentes igualen sus capacidades militares con 
las de sus principales oponentes. 

Adicionalmente, el autor del libro Balance of Power: Theory and Prac-
tice in the 21st Century (Paul, 2012), argumenta la necesidad de am-
pliar el concepto del “equilibrio del poder”, considerando su vertiente 
de “equilibrio suave” (soft balancing), dado “las realidades del orden 
internacional contemporáneo”. En su opinión, el “equilibrio suave” al 
igual que el “equilibrio duro” tiene por finalidad “limitar el poder de un 
Estado ascendente o amenazante”; sin embargo, las estrategias em-
pleadas difieren significativamente.

En el caso del “equilibrio suave”, los Estados por lo general buscarán 
acuerdos limitados en “materia de seguridad” con otras naciones con el 
objetivo de “presentar un contrapeso al Estado poderoso”. Igualmente, 
una política de “equilibrio suave”, que se propone restringir el poder de 
otro Estado, con frecuencia, se basará en la organización de “ejercicios 
cooperativos en el marco de las instituciones”, en el uso de “una escala-
da armamentista limitada”, en el manejo de una “diplomacia concerta-
da” o de “coaliciones diplomáticas limitadas” (ententes) y en la utiliza-
ción de “sanciones económicas” para restar legitimidad a las acciones 
agresivas y/o revisionistas de una potencia amenazante que pretenda 
perseguir una “política expansionista”. Sólo en caso la “competencia 
por la seguridad se vuelva más intensa”, se espera que las políticas de 
aseguramiento mediante la vertiente del “equilibrio suave” se transfor-
men en “estrategias explícitas de equilibrio duro”.
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2.2. La interdependencia económica y la geoeconomía

A principios del nuevo milenio, la interdependencia económica de 
las naciones, el poder preeminente de Estados Unidos en Asia y la sóli-
da alianza estadounidense-nipona, hacían de la región un espacio me-
nos riesgoso e inseguro (G. John Ikenberry y Jitsuo Tsuchiyama, 2002). 
Si bien Estados Unidos es el “país más poderoso” con superioridad 
militar convencional en el sistema internacional, para el académico y 
ex – secretario de Estado estadounidense, Henry Kissinger (2001), es 
claro que ya no podría imponer “su voluntad” a escala global de forma 
unilateral. La breve etapa de un mundo unipolar liderado por Estados 
Unidos después de la caída de la Unión Soviética y la transición hacia 
un sistema internacional de tipo multipolar hicieron que las relaciones 
diplomáticas se vuelvan más complejas. Kissinger (2001) aconsejó que 
Estados Unidos debía “dominar” la transición, en una época donde esa 
nación “no puede dominar el mundo ni tampoco retirarse de él”. La 
transición está marcada por el ascenso de nuevas potencias, donde el 
factor económico cobra mayor notoriedad e influencia.

Según Eduardo Olier (2012), la geoeconomía, sub-rama de la geopolí-
tica, es un nuevo enfoque de las relaciones internacionales que consiste 
en observar de forma más cercana la política económica de diferentes 
países en el contexto de la globalización, bajo los intereses del domi-
nio de unos Estados sobre otros. Acorde con Pascal Lorot (2001), la 
geoeconomía “es el campo del análisis de las estrategias en materia 
económica –principalmente comerciales– dirigidas por los Estados en 
el marco de las políticas que apuntan a proteger sus economías nacio-
nales o algunos planes bien identificados por estos, como el dominio 
de tecnologías claves o la conquista de nuevos segmentos de mercados 
mundiales en el ámbito de la producción y la comercialización de un 
bien o un conjunto de bienes estratégicos”. Según José Ignacio Torre-
blanca (2012), el auge de la geoeconomía se relaciona con el interés de 
los Estados por considerar los flujos económicos “como instrumento de 
poder y de seguridad nacional”. Al respecto, Torreblanca (2012) señala:

[La] “feliz globalización” que los liberales nos prometían, en la que la 
apertura de mercados nos traería la interdependencia y desplazaría 
definitivamente la lógica de conflicto en las relaciones internacionales, no 
ha terminado de cuajar. (…) Así, la llamada pax mercatoria está siendo 
sustituida progresivamente, o al menos comenzando a coexistir, con 
una lógica de rivalidad geoeconómica en la que los Estados consideran 
los flujos económicos desde una óptica de seguridad nacional, es decir, 
como un instrumento de poder. En esa lógica de competencia entran los 
recursos naturales, desde la energía hasta los alimentos, el comercio, 
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las inversiones directas, los movimientos de capital, [las innovaciones 
tecnológicas, las patentes], los tipos de cambio, las reservas de divisas, 
los fondos soberanos o las propias instituciones internacionales, como 
el G-20 o el FMI, que también son objeto de pugna y contestación. (…) 
En todos esos ámbitos, la lógica de intercambio se va sustituyendo por 
una de control y acceso. Al contrario que en una dinámica de mercado, 
donde la capacidad de acceso a un bien está marcada por el precio, en 
esta dinámica de rivalidad geoeconómica el acceso a estos bienes está 
profundamente influido por consideraciones políticas, de tal manera que 
los Estados vuelcan su acción diplomática, y militar si fuera necesario, 
sobre la capacidad de mantener el acceso a estos bienes o de evitar que 
se les impida su acceso a ellos (…). Esto no significa necesariamente que 
el conflicto bélico entre los Estados sea más probable que antes, pero sí 
nos obliga a fijarnos en el hecho que la interdependencia, aunque haga 
el conflicto más costoso, no significa la disolución de las rivalidades 
entre Estados, especialmente si no viene acompañada de normas 
comunes que obliguen a todos y garanticen el acceso a los mercados a 
todos por igual.

2.3. La “era de la no polaridad” y el mundo “interpolar”

Actualmente no existe consenso por parte de los académicos sobre “un 
paradigma convincente del orden mundial que dé cuenta de los efectos 
estratégicos de la primacía militar estadounidense, así como los cambios 
[de] poder en un mundo económicamente multipolar y de creciente in-
terdependencia” (Herd, 2012). Mientras algunos autores como Richard 
Hass (2008, citado por Herd, 2012) han sugerido que la transición de la 
bipolaridad de la Guerra Fría al momento unipolar de Estados Unidos, 
en la Postguerra Fría, ha conducido a una “era de no polaridad” (donde 
el mundo “estaría dominado no por uno, dos o varios Estados, sino por 
decena de actores que poseen y ejercen varios tipo de poder”); Giovan-
ni Grevi (2009, citado por Herd, 2012) se inclina más por destacar la 
irrupción del llamado mundo “interpolar”, definido como “multipolar 
en una era de interdependencia”, donde resultaría clave “manejar la 
interdependencia en un mundo multipolar inestable” (Herd, 2012).  

3. La teoría del poder marítimo

La geopolítica puede definirse como aquella disciplina que establece 
las relaciones entre los factores geográficos y los fenómenos políticos 
(Barberis, 1979, citado por García Marengo, 2013). También es cono-
cida como la disciplina que estudia las relaciones espaciales del poder 
político en el ámbito nacional, regional e internacional (Doig Camino, 
2007).
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La mayor parte de los autores clásicos de la geopolítica, como Ratzel, 
Kjellen, Haushofer, Mackinder, Spykman, realizaron aportes acadé-
micos basándose “en una concepción del mundo influida por la imagen 
que le dio la región norte de Europa”. De este modo, la geopolítica clási-
ca centró sus ideas en torno al efecto del dominio terrestre para ocupar 
el espacio del hemisferio norte y acceder a la hegemonía mundial (Gar-
cía Marengo, 2013). En cambio, el historiador y pensador estratégico 
naval estadounidense, capitán de navío Alfred Mahan (1840-1914), se 
aproximó a la geopolítica desde el punto de vista de las relaciones del 
espacio marítimo y el poder en general (político, económico, militar y 
cultural), habiendo desarrollado una teoría del poder marítimo que 
recoge su obra The Influence of Sea Power Upon History 1660 – 1783.
 
Mahan, junto con Castex, fueron los representantes de las tesis de los 
teóricos anglosajones y franceses que sostuvieron la importancia del 
dominio del mar desde una concepción de geopolítica marítima. Bajo 
dicha perspectiva, el medio marítimo se caracteriza por ser un espacio 
influyente de la geopolítica y, por lo tanto, su estudio y conocimiento 
permite a los decisores políticos (policymakers) gestionar “una política 
marítima en cuanto a decisiones y previsiones del poder político respec-
to al uso del mar –como medio geográfico– en beneficio de una sociedad 
o civilización” (Doig Camino, 2007). En otras palabras, el poder marí-
timo se entiende como “la capacidad que posee una nación para usar el 
mar, en su acción de proyección política, económica y cultural” (Blanco 
Núñez, 1996). 

Mahan, quien fuera consejero y hombre de confianza del presidente 
estadounidense Theodore Roosevelt, fue un marino e investigador in-
fluyente en el proceso de expansión del poder norteamericano a finales 
del siglo XIX. En su libro The Interest of America in Sea Power, Presen-
te and Future (1897), señaló que la meta de dicha expansión implicaba 
“una presencia activa de Estados Unidos en las relaciones internacio-
nales y en contra de la tendencia prevaleciente del aislacionismo”. 

Según la Doctora en Estudios Latinoamericanos por la Universidad 
Nacional Autónoma de México María del Rosario Rodríguez Díaz 
(2003), con Mahan “el poder marítimo y el imperialismo nacionalista 
eran sinónimos”. Es decir, “el control de los mares tenía que ver con 
la vida nacional, [el] comercio y de ello dependía la prosperidad nacio-
nal”. Mahan, al considerar que “el crecimiento industrial interno” y “la 
solución a la crisis económica” se encontraban en el exterior, vio que 
la expansión norteamericana también implicaría “competencia y riva-
lidad”, por lo que aconsejó a su país que “debería estar preparado para 
afrontar y participar en la convulsiva arena política”; y para ello sería 
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necesario “diseñar y aplicar un proyecto geopolítico ofensivo-defensivo 
e intervencionista”. Acorde con Rodríguez Díaz (2003), la combinación 
de postulados hegemónicos de Mahan, “la influencia del darwinismo 
social”, las ideas del Destino Manifesto y la Doctrina Monroe, auna-
do con la búsqueda de una supremacía militar, dieron como resultado 
“una teoría geopolítica” de la evolución, que “sirvió de base ideológica” 
a Estados Unidos en su guerra contra España en 1898, evento tras el 
cual la nueva potencia estadounidense se posicionó estratégicamente 
en el Pacífico, el Caribe y el Golfo de México. 

Mahan pudo ver tempranamente, a fines del siglo XIX, que el pro-
teccionismo había dado todo de sí y que la postura librecambista que 
propugnaba era el resultado inevitable de un desarrollo industrial ya 
logrado (Cubides, 2000). Así, comprendió que para que Estados Unidos 
se enriqueciera, debía contar con capacidades y objetivos marítimos 
definidos que le permitieran, al igual que al entonces Imperio Britá-
nico, disponer de los elementos que constituyeran la “cadena de poder 
marítimo” (chain of maritime power), es decir establecer sinergias en-
tre el inmenso poder productivo nacional (industrias) con el desarrollo 
de un transporte marítimo (flota mercante) que permitiera exportar 
los bienes manufacturados hacia los mercados externos (Mahan, 1897).

El eje del pensamiento geopolítico mahaniano fue su concepción del po-
derío marítimo como la “fuerza impulsadora de Estados Unidos”. Para 
Mahan, ese poderío “surge de un proceso donde se integran todas las 
fuerzas económicas, sociales, políticas y militares”, con el objetivo de 
convertir al mar en un escenario predilecto del “nuevo Destino Mani-
fiesto”. Para tal fin, “la construcción de una marina mercante debería 
unirse a una poderosa marina de guerra para protegerla, al mismo 
tiempo (…) de conseguir nuevos mercados y puntos estratégicos”. Asi-
mismo, pensaba que el desarrollo de la marina requeriría “que la po-
blación y el país en general desarrollen una vocación marítima y se li-
beren las ataduras (…) que impiden una expansión natural, necesaria 
e incontenible” (Universidad Nacional de Colombia, 2000).

El enfoque teórico de Mahan, producto del análisis y la observación de 
los hechos históricos en el desarrollo y/o declive del poder marítimo del 
Imperio Británico, Francia, Países Bajos y España en los siglos XVII 
y XVIII, contribuyó al fortalecimiento de la doctrina marítima y na-
val de Estados Unidos a finales del siglo XIX. En su análisis identificó 
seis factores que influyen en el desarrollo del poder marítimo de los 
Estados (Mahan, 1890; Sumida, 1999) que se resumen en la posición 
geográfica, la conformación física y la extensión del territorio (litoral y 
espacio marítimo); el tamaño de la población; el carácter de una nación 
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(conciencia marítima, aspectos socioculturales y actividades marítimas 
que dan sustento económico a la sociedad); y, el carácter del gobierno 
de una nación con aspiración marítima (intereses marítimos y política 
de desarrollo marítimo).

Entre sus principales aportes, Mahan indicó que “la influencia del go-
bierno se hará sentir en su forma más legítima al mantener un conjun-
to de fuerzas navales equipadas, con un tamaño que responda al cre-
cimiento de su marina mercante y a la importancia de sus intereses”. 
Igualmente, señaló que “la preparación bélica se debe al mantenimien-
to de estaciones navales adecuadas, en aquellas zonas distantes en el 
mundo que permitan a los buques de guerra resguardar los pacíficos 
trayectos del transporte mercantil”. Como ejemplo, el autor se refirió 
a la fuerza militar que Gran Bretaña disponía en el siglo XVIII para 
proteger sus bases navales en las estratégicas posiciones de Gibraltar y 
Malta, así como el apoyo de poblaciones aliadas, tales como las colonias 
norteamericanas y australianas. En sus reflexiones, se percató que las 
provisiones bélicas y las alianzas proporcionaron al Imperio Británi-
co las mejores defensas para su marina mercante en todas partes del 
mundo, asegurando con ello la apertura de las comunicaciones y la 
libre navegación.

Si bien se le da el crédito a Mahan por haber utilizado una metodología 
explicativa de los hechos históricos, en un proceso de causa-efecto, para 
desarrollar una teoría del poder marítimo, también es preciso señalar 
que el marino estadounidense contó con ciertas limitaciones en el ma-
nejo de los “acontecimientos” producto de la “escasa documentación”, 
además de hacer un uso político e ideológico de sus ensayos y escritos, 
mediante “actividades propagandísticas y difusoras” en círculos milita-
res y políticos, donde predominaba la corriente positivista de la época 
(Rodríguez Díaz, 2003). 

Acorde con Jhon J. Klein (2004), el historiador británico Sir Julian Sta-
fford Corbett (1854-1922) dio una mirada fresca y más profunda a los 
asuntos marítimos y navales a través de su obra Some Principles of 
Maritime Strategy (1911), al retomar los elementos de la historia y la 
estrategia.

Siguiendo el planteamiento de Corbett, citado por Klein (2004), el 
historiador inglés señaló las implicancias que tienen las operaciones 
marítimas en tiempo de guerra y paz sobre el poder de una nación. 
Indicó claramente que el objetivo de las fuerzas navales es controlar 
las comunicaciones marítimas, dado que estas vías o rutas representan 
un asunto estratégico e inclusive vital para las potencias marítimas y 
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navales. Además, mencionó que el poder naval2 puede influir en el 
balance del poder y en las riquezas de las naciones.

A diferencia del dominio absoluto que un ejército puede alcanzar en tie-
rra, al poder naval se le encarga la labor de velar y controlar la libertad 
de movimiento de las comunicaciones marítimas, tanto para propósi-
tos comerciales como militares, a fin de obtener una ventaja “relativa” 
frente a rivales, con los cuales generalmente se está en competencia. 
Cuando surge un conflicto, una potencia naval buscará interferir las lí-
neas de comunicación marítima de su adversario, al tiempo de proteger 
las suyas. En última instancia, la afectación de intereses económicos 
y el corte de suministros de guerra a través de bloqueos en puertos o 
acciones navales en rutas mercantiles pueden inclinar la balanza y re-
ducir la capacidad de resistencia del adversario (Klein, 2004). 

A diferencia de Mahan, Corbett le dio mayor importancia a la nece-
sidad que las fuerzas navales y los ejércitos cooperen y coordinen sus 
acciones pues eran interdependientes. Si bien indicó que las grandes 
potencias navales se inclinan en desarrollar acciones ofensivas, en el 
caso de las potencias navales menores recomendó desarrollar opera-
ciones defensivas, desaconsejando buscar batallas navales decisivas. 
A las potencias menores les sugirió perseguir significativos resultados 
a través de acciones navales limitadas, como hostilizar las vías marí-
timas del adversario o realizar operaciones cerca del litoral de territo-
rios bajo la influencia de fuerzas rivales para perturbar los planes del 
enemigo. De esta forma, una potencia naval menor podría disputarle 
el uso marítimo a una potencia mayor, alcanzando limitados objetivos 
políticos a un menor costo.

A lo largo de la historia, el poder naval ha tenido un papel permanente 
y protagónico, que no sólo se restringe al ámbito de la defensa, sino que 
por su naturaleza y capacidades cumple un rol de “diplomacia naval” 
y “nexo internacional”. A decir del político y militar británico Oliver 
Cromwell, “un buque de guerra es el mejor embajador” (Revista de Ma-
rina, 2013).  En otras palabras, el papel del buque de guerra “sigue 
siendo un símbolo de poder político y militar, y un medio de proyectar 
el poder en todo el planeta” (Dickie et al., 2010), por lo que las fuerzas 
navales sirven a los objetivos de política exterior. La institución estatal 
a cargo de velar por el desarrollo del poder naval es la armada.

Hoy, el poder naval, como parte del poder marítimo, constituye una 
herramienta eficaz de la política exterior de los Estados, al servicio de 
la defensa de los intereses de las naciones, con proyección en los espa-
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cios de cooperación entre las armadas de diversas regiones del mundo 
(Tejeda Mera, 2013).

4. El giro asiático: la política exterior de reequilibrio de 
Estados Unidos

El Asia Pacífico es un espacio de prosperidad económica que no está 
exenta de riesgos geopolíticos, por las tensiones marítimas o por los 
diferendos en áreas fronterizas, los cuales tendrían consecuencias en 
la estabilidad política de la región y podrían afectar el desarrollo eco-
nómico y la cooperación. En ese sentido, los analistas coinciden que ha-
bría pocos avances en los temas económicos si los Estados no cooperan 
lo suficiente para avanzar en el plano de la seguridad y la estabilidad 
política en la región.

A continuación, se describe los componentes económico-comerciales, 
político-diplomáticos y de cooperación militar-naval que encierran la 
política exterior norteamericana en la región, en un contexto de ascen-
so de China como potencia emergente. 

4.1. Aspectos económicos y comerciales

Actualmente existe un alto grado de interdependencia, en los ámbitos 
de inversión, flujos comerciales, intercambio académico y cooperación 
tecnológica, entre Estados Unidos y China. Por ejemplo, los chinos po-
seen enormes reservas de bonos del tesoro estadounidense y el comer-
cio bilateral superó los 562 mil millones de dólares en el 2013. 

No obstante la existencia de la interdependencia anteriormente descri-
ta, existe una competencia geoeconómica entre las mayores economías 
del Asia Pacífico por liderar los procesos de integración en la región: 
por un lado, está la negociación del Acuerdo Estratégico Trans-Pacífico 
de Asociación Económica (TPP, por sus siglas en inglés), liderado por 
Washington; y, por el otro, se encuentra la Asociación Económica Inte-
gral Regional (RCEP, por sus siglas en inglés), donde Pekín ejerce un 
papel gravitante. 

En el ámbito del TPP, integrado por doce países de la región (China 
no forma parte de dicho proceso de integración), se ha negociado un 
acuerdo regional, cuyos temas van más allá de los asuntos comercia-
les, donde se busca avanzar aspectos como los derechos de autor y las 
patentes, entre otros, asuntos cuyos procesos de negociación a nivel 
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global han quedado detenidos en el marco de la Organización Mundial 
del Comercio. 

Con relación al RCEP, sus antecedentes son las iniciativas que surgie-
ron entre los diez países de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiá-
tico (ASEAN) que se integraron en acuerdos comerciales con Japón, 
China y la República de Corea (ASEAN + 3), incluyendo India, Austra-
lia y Nueva Zelanda (ASEAN + 6). El RCEP busca ampliar el proceso 
de integración económica entre todas las partes del ASEAN + 6. 

Frente a la presencia china en el mercado de la ASEAN, Estados Uni-
dos tiene el propósito de “aumentar el comercio y la inversión bilateral” 
con los países del Sudeste Asiático, en particular con Filipinas, Viet-
nam e Indonesia, habiendo formado con este último una “asociación 
amplia” en cooperación para el desarrollo.

Por otro lado, con una gran estrategia, visión global y tacto diplomá-
tico, en el año 2014, las autoridades chinas hicieron público “la Nueva 
Ruta de la Seda del siglo XXI” cuyo proyecto, respaldado con cuantiosos 
fondos financieros del Banco Asiático de Inversión en Infraestructura, 
entre otras fuentes de cooperación, pretende establecer nexos de inte-
gración y cooperación en Eurasia, invitando para ello a la Unión Euro-
pea y a Rusia, a ser co-arquitectos de la región euroasiática. 

Dicha estrategia geoeconómica contempla también beneficiar al Su-
deste Asiático, creando una zona de prosperidad compartida e, igual-
mente, no descarta que Japón se pueda sumar a esa iniciativa china, 
invitándolo incluso a crear una “Eurasia cooperativa”. Para algunos 
observadores, “el enfoque renovado de Pekín hacia el continente euroa-
siático” podría corresponder a una respuesta geopolítica de la proyec-
ción de Estados Unidos en Asia; no obstante en opinión de la prensa 
china, la Nueva Ruta de la Seda no corresponde a “un plan táctico para 
contrarrestar otras fuerzas”, sino simplemente puede ser interpretada 
como un Plan Marshall “con características chinas [que] tranquiliza a 
los vecinos (…), [y que] contribuye con su crecimiento [a colocarlos] en 
un sistema diseñado por Pekín” (SinoLATAM, 2015). 

Actualmente, la ciudad industrial de Chongqing (China) y Duisburgo 
en Alemania (el más grande puerto fluvial de Europa) se conectan vía 
el ferrocarril “Yuxinou” con un trayecto de cerca de 11 mil kilómetros, 
recorriendo en 16 días gran parte de Asia y Europa (El País, 1 de mayo 
de 2014; Jean Christophe Victor, 2015).
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La Nueva Ruta de la Seda vía transporte terrestre se iniciaría en Xi’an 
(centro de China) con dirección a la provincia de Xinjiang (al centro del 
continente eurasiático), pasando por el sur de Kazakstán, Tayikistán, 
Kirguistán, Irán, Turquía, Bulgaria, Rumania, Ucrania, Rusia, Polo-
nia y Alemania. El objetivo de esta nueva ruta terrestre sería no sola-
mente dar una alternativa a la vía ferroviaria “Yuxinou” para llegar al 
corazón de Europa, sino fortalecer la seguridad en la zona noroeste de 
China, rica en minerales como el carbón, el hierro, el oro y el uranio, e 
impulsar el desarrollo fronterizo de dicha zona.

Por otra parte, “la Ruta de la Seda Marítima del Siglo XXI” partiría de 
los puertos chinos de Fuzhou, Quanzhou, Guangzhou, Zhanjiang, Bei-
hai, pasando por la isla de Hainan (puerto Haikou), el puerto de Hanói 
(Vietnam), el Estrecho de Malacca, llegando al puerto de Calcuta (In-
dia), al puerto de Colombo en la isla de Sri Lanka y proyectándose al 
África Oriental, en el puerto de Mombasa (Kenia), pasando el Estrecho 
de Bab el-Mandeb, el Mar Rojo y luego el Mediterráneo Oriental (El 
Pireo, Grecia). El principal objetivo chino sería fortalecer los vínculos 
económicos con los países de la Nueva Ruta Marítima de la Seda a tra-
vés de los flujos comerciales, los nuevos proyectos de infraestructura 
portuaria y ferrocarrilera, la cooperación financiera y las buenas rela-
ciones diplomáticas, asemejándose en la práctica al fortalecimiento de 
una “cadena de poder marítimo”, concepto planteado por Mahan. Se es-
tima que la nueva ruta de la seda vía transporte terrestre desde China 
tomaría 11 días para llegar a Europa central, mientras que por la vía 
marítima tomaría entre 20 a 40 días (Jean Christophe Victor, 2015).

La Nueva Ruta de la Seda. Fuente: Real Instituto Elcano
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4.2. Aspectos políticos y diplomáticos

Acorde con Kissinger (2001), Estados Unidos, “aunque superpotencia 
militar, ya no puede imponer su voluntad [unilateralmente] porque ni 
su fuerza ni su ideología se prestan a las ambiciones imperiales”. Ade-
más, quedaron atrás los años cuando Estados Unidos disponía del mo-
nopolio de las armas nucleares, lo que advierte “una igualación del po-
derío utilizable” con otras potencias nucleares. Al respecto, Campbell 
y Ratner (2014) señalan: “En Asia, economía y seguridad están unidas 
de forma inseparable y Estados Unidos no podrá mantener su lideraz-
go ahí solo con su poderío militar. Por esa razón, llevar a buen fin el 
TPP se ha convertido en una prioridad [estadounidense] que requiere 
intensas negociaciones en el extranjero y en el Capitolio”. 

Según Kissinger (2001), las relaciones de los países en el Pacífico “son 
fundamentalmente distintas de las del área del Atlántico”. La dife-
rencia radica en el hecho que mientras “las naciones de Europa están 
agrupadas en instituciones comunes, las naciones de Asia se conside-
ran distintas y en competencia”. 

Para Kissinger, “las relaciones mutuas de las principales naciones 
asiáticas muestran casi todos los atributos del sistema europeo decimo-
nónico del equilibrio de poder”, donde todo aumento de fuerzas de una 
de ellas, “casi ciertamente provocará maniobras compensatorias de las 
demás”. En ese contexto, “donde no hay pretensiones de seguridad co-
lectiva” (bajo un paradigma idealista-wilsoniano de las relaciones in-
ternacionales), el ex secretario de Estado estadounidense recomendaba 
en la década de los noventa que su país actuara, en un mundo posterior 
a la Guerra Fría, de modo similar a como hizo el Reino Unido en el 
siglo XIX “para mantener el equilibrio europeo del poder”. En otras 
palabras, opinaba que Estados Unidos debía asumir un papel funda-
mental en el equilibrio del poder en Asia Pacífico a fin de mantener su 
estabilidad y garantizar dicha prosperidad regional. 

En la década de los noventa, Kissinger (2001) también consideraba que 
la política exterior estadounidense debía ser “bastante flexible” para 
poder influir en los foros asiáticos, con una participación importante en 
el Foro de Cooperación Económica Asia Pacífico (APEC) y, en un papel 
auxiliar, con la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN). 
Sin embargo, el académico norteamericano advertía que “la capacidad 
de Estados Unidos para forjar los acontecimientos, dependerá en úl-
tima instancia de sus relaciones bilaterales con los principales países 
del Asia”. 
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En el campo diplomático, Kissinger (2001) afirmaba que Estados Uni-
dos debía cultivar paralelamente buenas relaciones con China y con 
Japón, a fin de ayudar a ambos países “a coexistir pese a su desconfian-
za”. Una relación cercana entre Estados Unidos y Japón, sobre la base 
de “unos intereses geopolíticos paralelos”, sería una “garantía significa-
tiva” para las demás naciones asiáticas que Japón no buscaría aumen-
tar sus capacidades militares “puramente nacionales”. El hecho que la 
política de defensa y seguridad en el ámbito de la política exterior del 
Japón estuviera subordinada a Washington, luego de la Segunda Gue-
rra Mundial, fue percibido como un factor de estabilidad por algunos 
países de la región. En la práctica, Estados Unidos ha establecido un 
sistema de alianzas con Japón y la República de Corea que cuenta con 
una red de seguridad con “considerable presencia militar norteameri-
cana en el Noreste de Asia” como demostración del compromiso político 
que tiene en la región. Abandonar tal área podría provocar que China 
y Japón se vean tentados en “seguir unos cursos de acción nacionales” 
y que se dirijan “uno contra otro, y contra los Estados amortiguadores 
(buffer states) que hay en medio”.    

Según Kissinger (2001), en el pasado China buscó con Estados Unidos 
“una relación estratégica para contrarrestar a unos vecinos” que consi-
deraba poderosos, en particular Japón, la Unión Soviética y en menor 
medida la India. Hoy, Estados Unidos establece una cooperación estra-
tégica y una relación constructiva con China y “simultáneamente [se 
relaciona] con países que Pekín considera como amenazas potenciales 
a la seguridad china”. Esta situación requiere de una diplomacia que 
mantenga un “diálogo cuidadoso y continuado entre Washington y Pe-
kín”. Por último, en un contexto en el que China asciende como una 
potencia regional y global, se producen inevitables tensiones (de baja 
intensidad) con Estados Unidos, situación que podría tentar a Japón 
a disociarse de Estados Unidos en un esfuerzo autónomo de seguridad 
nacional.     

En este ajedrez geopolítico, según Kissinger (2001), los elementos de 
“balance de poder” e “interés nacional” se convierten en variables sub-
yacentes para comprender la complejidad de la política internacional 
en Asia Pacífico. En ese sentido, la estabilidad y el progreso de la región 
del Pacífico dependerán cada vez más de una buena relación chino-es-
tadounidense donde será clave que se incorpore en su agenda bilateral 
“una cooperación táctica en una estrategia global y, especialmente, una 
estrategia asiática”.

Cuando Hillary Clinton asumió la Secretaría de Estado de los Estados 
Unido en enero de 2009, tuvo en su lista de prioridades diplomáticas 
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ampliar los compromisos con China y reorientar la política exterior 
norteamericana para “destinar más atención y recursos a la región 
del Asia Pacífico” (Campbell y Ratner, 2014). A diferencia de la admi-
nistración anterior, la entonces secretaria de Estado señaló claramente 
que “el futuro de la política [exterior estadounidense] se decidiría en 
Asia, ya no en Afganistán o Irak, y Estados Unidos estará en lo correc-
tor de centrar su accionar” en esa región (Clinton, 2011). 

Para la ex secretaria de Estado, “esta vasta región, desde el Océano 
Índico hasta las diminutas naciones insulares del Pacífico”, alberga a 
varios de los aliados más confiables y los socios comerciales más valio-
sos de Estados Unidos, así como las “rutas de comercio y energía más 
dinámicas del mundo” (Clinton, 2014).

Durante el primer gobierno del presidente Barack Obama (2009-2012), 
Estados Unidos “orquestó” una serie de iniciativas diplomáticas, eco-
nómicas y de seguridad, conocidas como el “giro” o “reequilibrio” en 
Asia (Carter, 2015); también llamada “la política internacional del pi-
vote asiático de la administración Obama” (Campbell, s.f.).

Acorde con Justin Vaïsse, de la Brookings Institution de Washington, 
luego de analizar la política exterior del presidente Obama entre los 
años 2008-2012, señala que “el pivote [fue] concebido no sólo en el es-
trecho sentido geográfico como un giro desde Oriente Medio hacia Asia, 
sino en un sentido más amplio, como un redespliegue de la política 
exterior estadounidense desde las cuestiones de seguridad y terrorismo 
hacia las económicas y globales; desde las viejas naciones hacia el mun-
do emergente, o incluso, desde el unilateralismo hacia la cooperación. 
[No] es ni más ni menos que un cambio de actitud hacia el mundo, una 
reformulación y una actualización del liderazgo de Estados Unidos” (El 
País, 25 de noviembre de 2012). 

Según Kurt Campbell y Ely Ratner (2014), esta política “aprovecha 
más de un siglo de participación estadounidense en la región” y su 
condición de “potencia del Pacífico”, tal como lo señaló el presidente 
Obama. En ese sentido, Estados Unidos busca un reequilibrio político, 
económico y militar en el Asia Pacífico, en el actual contexto de ascenso 
de China, “como uno de los desarrollos estratégicos más significativos” 
de estos tiempos (Clinton, 2014). Para el funcionario estadounidense 
Mark Lippert, secretario adjunto de defensa para los asuntos de segu-
ridad de Asia y el Pacífico, la política de reequilibrio en el Asia “no es 
un juego de suma cero”, más bien es una política que contempla “una 
relación fuerte” de Estados Unidos con China, como parte importante 
de dicha estrategia (Noticias Yonhapnews, 28 de febrero de 2013).
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Si bien bajo la administración de George W. Bush, Estados Unidos co-
menzó un diálogo económico de alto nivel con China, que logró progre-
sar en algunos asuntos comerciales relevantes, “dichas conversaciones 
seguían sin un vínculo con las discusiones más amplias sobre estrate-
gia y seguridad” (Clinton, 2014). 

La estrategia diplomática dirigida al Asia Pacífico, que adoptó la secre-
taria de Estado Hillary Clinton y su equipo, contempló tres ámbitos de 
acción: 

Primero, se concentró en “ampliar” la relación bilateral con la 
República Popular China. Segundo, se esforzó en fortalecer las 
alianzas con los demás países de la región (Japón, República de 
Corea, Tailandia, Filipinas y Australia), a fin de proporcionar un “con-
trapeso al creciente poder chino”. Tercero, buscó una mayor partici-
pación de la diplomacia estadounidense en las organizaciones 
multilaterales de la región, para desarrollar mejores vínculos con la 
ASEAN y tener mayor presencia en el APEC. El objetivo de fortalecer 
la diplomacia multilateral en Asia consistió en consolidar y/o armoni-
zar “normas regionales en todos los ámbitos”, como por ejemplo en los 
asuntos de la libertad de navegación, la piratería, el cambio climático 
y los temas de no proliferación nuclear. Mediante estos tres ámbitos de 
acción, Estados Unidos pretendió reafirmarse como potencia del Pací-
fico, asegurando su liderazgo económico y su supremacía militar en la 
región, “sin crear una confrontación innecesaria con China” (Clinton, 
2014). 

Según Campbell y Ratner (2014), la estrategia de reequilibrio nor-
teamericana no pretende “cercar”, “debilitar” o “contener” a China. 
Por el contrario, los autores afirman que Estados Unidos busca “forjar 
una relación más estrecha y productiva con Pekín”, hecho que puede 
verificarse con las frecuentes reuniones con funcionarios de alto nivel 
y encuentros con autoridades de ambos países. En dicha política de 
reequilibrio se inscribe la creación del Diálogo Estratégico y Económico 
China–Estados Unidos (encuentros anuales presididos por los secreta-
rios de Estado y del Tesoro estadounidenses y sus homólogos chinos) 
y el Diálogo Estratégico de Seguridad, donde se abarcan temas “deli-
cados” como la seguridad marítima y la cibernética (ciberseguridad y 
ciberespionaje industrial). Incluso, “se ha reanudado relaciones entre 
militares”. 

Si bien existe intereses compartidos en mantener la estabilidad en 
Asia y el avance de las relaciones entre Washington y Pekín ha per-
mitido la coordinación de sus posturas respecto a la República Popular 
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Democrática de Corea e Irán, existen otros puntos como “las crisis po-
tenciales en el Mar de China Meridional” o aquellas del Mar de China 
Oriental que representan un desafío en el futuro cercano de la región, 
en la medida que China siga aumentado su proyección política y su 
poder naval, con la correspondientes tensiones vecinales que suscitan 
estas disputas marítimas.  

Según Hillary Clinton (2014), Estados Unidos “no tiene reivindicacio-
nes territoriales en el Mar de China Meridional o el Mar de China 
oriental”. La política exterior norteamericana se opone “a cualquier es-
fuerzo unilateral para cambiar el statu quo”. El interés estadounidense 
es “proteger la libertad de navegación, el comercio marítimo y las leyes 
internacionales” y por obligación de tratados, debe apoyar a Japón y 
Filipinas. Esta posición fue expresada por la ex secretaria de Estado 
en el año 2011 cuando señaló que, en términos estratégicos, el man-
tenimiento de la paz y la seguridad en la región del Asia Pacífico era 
crucial para el progreso global, ya sea a través de la defensa de la rutas 
comerciales del Mar Meridional de China, la neutralización de los es-
fuerzos de proliferación nuclear de la República Popular Democrática 
de Corea o la garantía de la transparencia en las actividades militares 
de los principales actores de la región (Clinton, 2011).  

Estados Unidos está de acuerdo con el enfoque multilateral para re-
solver los diferendos marítimos, y para avanzar hacia “una solución 
integral” que ponga fin a las disputas limítrofes en el mar, “conforme 
al derecho internacional y sin coacción o amenazas de fuerza”. En ese 
contexto, busca actualizar “las instituciones multilaterales en la re-
gión” y “consolidar un sistema internacional de normas y organizacio-
nes en Asia Pacífico”. Bajo esa perspectiva, pretende prevenir futuros 
conflictos, dando cierto orden y estabilidad a largo plazo a la región, 
bajo regímenes que, en caso se fortalecieran, se acercarían en algo a lo 
que Europa ha construido desde la segunda mitad del siglo XX. 

China, por su parte, en sintonía a su voluntad de desarrollarse pací-
ficamente y mantener la paz y estabilidad en la región, prefiere resol-
ver las controversias marítimas con sus vecinos de manera bilateral, 
mediante la estrategia de “doble vía”, donde las partes directamente 
involucradas adopten mecanismos de consulta y negociación (Xinhua, 
2016). En caso persistan las discrepancias, el canciller chino Wang Yi 
considera necesario promover los diálogos entre China y los países de 
la ASEAN, la solución pacífica de controversias y posponer las disputas 
“para llevar a cabo la exploración y desarrollo conjuntos, y manejar 
constructivamente las diferencias” (Xinhua, 2016). Sobre la propuesta 
china de negociación bilateral vis a vis el enfoque multilateral para 
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superar los diferendos marítimos, la diplomacia norteamericana perci-
be que en la primera situación el gigante asiático cuenta con un poder 
relativo mayor (Clinton, 2014). 

En 1998, el presidente William Clinton consideró a China “socio estra-
tégico”, mientras que George W. Bush lo llamó “competidor estratégi-
co”. Hoy, dada la tendencia mundial del liderazgo económico y militar 
de Estados Unidos y el ascenso de China como potencia emergente, es 
de esperar que las relaciones de cooperación y de competencia chino-
estadounidense configuren en gran parte la política internacional del 
siglo en curso. 

En julio de 2014, en el marco de la sexta Ronda de Diálogo Estratégico 
y Económica entre Estados Unidos y China, el secretario de Estado 
norteamericano John Kerry dio “la bienvenida a un país próspero, es-
table y pacífico”, haciendo un llamado a que China “contribuya a la es-
tabilidad y el desarrollo en la región y elija jugar un papel responsable 
en los asuntos mundiales” (La República, 8 de julio de 2014).

Si bien John Kerry indicó en dicha oportunidad que ambos países di-
ferían “en algunos temas”, mencionó que “aprecia la competencia, pero 
nunca el conflicto”, motivo por el cual Estados Unidos “está decidido 
a elegir el camino de la paz, la prosperidad y la cooperación”. Adicio-
nalmente, el jefe de la diplomacia norteamericana señaló que su país 
“no busca contener el desarrollo de China”. Por su parte, el presidente 
chino Xi Jinping afirmó que un conflicto bilateral entre las potencias 
estadounidense y china sería “un desastre” (La República, 8 de julio de 
2014), por lo que pidió que ambos países “juzguen correctamente sus 
respectivas intenciones estratégicas” y procuren “minimizar sus dife-
rencias” (Diario emol mundo, 9 de julio de 2014).

En mayo de 2015, el secretario Kerry visitó por quinta vez China, en 
su calidad de jefe de la diplomacia estadounidense, y se reunió con su 
homólogo chino, el ministro de Relaciones Exteriores Wang Yi, a fin 
de preparar las reuniones del Diálogo Económico y Estratégico entre 
ambos países, así como la visita de Estado del presidente Xi Jinping 
a Washington, la misma que se llevó a cabo en setiembre de 2015. En 
dicha oportunidad las conversaciones giraron en torno a establecer re-
laciones constructivas entre “las dos mayores potencias y las mayores 
economías del mundo” (Xinhua, 16 de mayo de 2015). 
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4.3. Aspectos de cooperación militar y naval

Estados Unidos “ha firmado cinco tratados de defensa con aliados en la 
región” (Australia, República de Corea, Filipinas, Japón y Tailandia), 
además de mantener asociaciones estratégicas con Brunei, India, Indo-
nesia, Malasia, Nueva Zelanda, Singapur y Taiwán. Durante décadas, 
la potencia norteamericana ha “afianzado la seguridad de la región” y 
estrechado vínculos con Japón y la República de Corea, países donde 
Washington posee bases militares desde las cuales “proyecta su pode-
río en Asia y más allá de la región” (Campbell et al., 2014).

Estados Unidos realiza no sólo operaciones navales conjuntas con 
la República de Corea y Japón, sino que las fuerzas estadounidenses 
colaboran con Australia “para mejorar sus capacidades anfibias” y 
con Filipinas “para patrullar sus costas”. Además, dicha potencia nor-
teamericana lidera cada dos años, desde 1966, los ejercicios RIMPAC 
(Rim of Pacific o Anillo del Pacífico) en los alrededores de las islas de 
Hawái, donde se realizan ejercicios navales, en los que participaron 22 
países en el año 2014.

Existe la posibilidad que Estados Unidos, ante la probabilidad que los 
gastos de defensa no aumenten “gran cosa en el corto plazo”, se oriente 
a “reforzar la capacidad de las milicias asiáticas mediante la transfe-
rencia recíproca de adiestramiento e instructores, el mejoramiento de 
los ejercicios multilaterales, la cesión de equipos [militares] y el au-
mento de la planificación conjunta”. Estas labores se efectúan en el 
entendido que Washington busca “prevenir los conflictos entre grandes 
potencias, mantener las vías marítimas [libres], combatir el extremis-
mo y [neutralizar] las amenazas no tradicionales de seguridad” como 
son los desastres naturales, el tráfico de personas, el narcotráfico y la 
piratería en los mares (Campbell et al., 2014). 

Si bien las bases militares norteamericanas en el Noreste de Asia son 
fundamentales para proyectar su poder y “entrar en combate”, lo cier-
to es que son “cada vez más vulnerables a los ataques con misiles y 
quedan relativamente lejos de los desastres y crisis potenciales en el 
Mar de China Meridional y el Océano Índico”. Ante tales circunstan-
cias, Estados Unidos viene diversificando “su presencia militar en la 
región al apostar cientos de infantes de marina en Darwin, Australia, 
y desplegar un par de navíos de combate” cerca de Singapur. Por otra 
parte, existe la posibilidad que Estados Unidos ayude a los países del 
Sudeste Asiático, miembros de ASEAN, que han expresado su interés 
“en recibir adiestramiento militar” (Campbell et al., 2014; Málaga Ego-
Aguirre, 2013). 
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Actualmente, Estados Unidos viene apoyando con logística y entre-
namiento conjunto a la Armada filipina, en el marco de un renovado 
Acuerdo de Cooperación de Defensa Aumentada, firmado en abril de 
2014, que fija la “rotación de un número mayor de soldados, [naves] y 
aviones de guerra estadounidense en el país asiático”, sin establecer 
una base permanente en Filipinas (El País, 28 de abril de 2014). En la 
práctica, dicho convenio permite a “las tropas norteamericanas reto-
mar su presencia directamente en las orillas del Mar del Sur de China, 
rotando entre tres a cinco bases locales, y almacenar equipo militar y 
municiones para un eventual conflicto armado o acciones de asistencia 
humanitaria” (Málaga Ego-Aguirre, 2013).

Ante el anuncio de esta nueva cooperación militar con Manila (el aliado 
más antiguo de Washington en la región), el presidente Obama señaló 
que el objetivo no es “contrarrestar” ni “frenar” a China, sino “garanti-
zar” el respeto a “las reglas y normas internacionales”, incluyendo “las 
disputas internacionales”. Asimismo, enviando un mensaje “concilia-
dor” a Pekín, el presidente estadounidense indicó que su país quiere 
ser socio de China “en la defensa de la ley internacional”. Al respecto, 
la agencia oficial Xinhua señaló que “un Manila más firme e incluso 
imprudente podría avivar las tensiones regionales y, en cambio, alte-
rar la política de reequilibrio del [presidente] Obama” (El País, 28 de 
abril de 2014).   

Otro Estado que tiene potencialidad para ser un aliado de Estados Uni-
dos es Vietnam, nación con la cual Washington ha mejorado sustancial-
mente sus relaciones, luego del Acuerdo Comercial Bilateral del 2001 
y que dicho país ingresara a la Organización Mundial del Comercio en 
el año 2007. Washington tiene interés de firmar un acuerdo militar-
estratégico con Hanói para acceder al puerto de gran calado de Cam 
Ranh, que “fue la base naval y aérea más importante” que Estados 
Unidos mantuvo durante la Guerra de Vietnam y “que ahora es la base 
más cercana a la zona de disputa entre China y Vietnam en el Mar del 
Sur de China”. Asimismo, desde un punto de vista de seguridad regio-
nal, Estados Unidos buscaría que sus naves “puedan ser reparadas en 
puertos vietnamitas y así evitar la proliferación de costosas bases en el 
exterior y recurrir más a los servicios de sus aliados regionales” (Mála-
ga Ego-Aguirre, 2013).

En ese escenario, Vietnam alimenta la competencia entre las poten-
cias. Por un lado, Hanói busca las mejores “condiciones comerciales” en 
base a su cercanía geográfica, económica e ideológica con China, a pe-
sar de la disputa por las islas Paracelso, mientras que “sigue fomentan-
do la presencia de petroleras” en el mar, lo que aumenta las tensiones 
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con China. Por otra parte, Vietnam ofrece a Estados Unidos la posibi-
lidad de un mercado en el Sudeste Asiático para la comercialización de 
armas convencionales y la venta de tecnología para el uso pacífico de 
energía nuclear. Adicionalmente, Vietnam se procura de medios mili-
tares “comprando tecnología naval rusa” (Málaga Ego-Aguirre, 2013; 
Granados, 2014).

Japón, país aliado estadounidense, bajo el gobierno de corte nacio-
nalista del primer ministro Shinzo Abe, intenta revitalizar su econo-
mía y desarrollar una agenda de defensa y seguridad en un contexto 
geopolítico complejo “que presenta tensiones con China, amenazas de 
Pyongyang e incluso reclamos de Seúl que datan de la Segunda Guerra 
Mundial”. Para los internacionalistas, esta política podría trastocar la 
“esencia” del artículo 9 de su Constitución, en el cual renunciaba para 
siempre a la guerra para solventar cualquier disputa, “aunque se prevé 
el uso de la fuerza para la defensa exterior” (Rodríguez Sumano, 2014). 
Lo que sí está más claro es que Estados Unidos seguirá “instando a 
Tokio a actuar con mesura y sensibilidad” (Campbell et al., 2014).  

Japón busca refrendar su “relación estratégica con Washington” e in-
tenta “una nueva aproximación de colaboración con Seúl” (Rodríguez 
Sumano, 2014). En diciembre de 2013, el gobierno de Abe anunció un 
plan para incrementar sus gastos de defensa. Si bien constitucional-
mente Japón no mantiene fuerzas armadas en sus ramas del ejército, 
fuerza aérea y naval, sí posee fuerzas de autodefensa, las cuales bus-
can ser modernizadas. Desde que Shinzo Abe llegó a la jefatura del 
gobierno, en diciembre de 2012, ha decidido emprender un “ambicioso 
programa de reorganización militar” con la compra de material bélico 
como “aviones de combate, submarinos, vehículos anfibios y drones de 
vigilancia”, buscando que Japón juegue “un papel mayor en las misio-
nes internacionales de paz y de cooperación en defensa”. Igualmente, 
Japón quiere reinterpretar su Constitución para permitir la defensa 
de un aliado, un concepto denominado “autodefensa colectiva”. Si bien 
Japón ya obtenía transferencia tecnológica de su principal aliado (Es-
tados Unidos), en abril de 2014, Tokio realizó un cambio “fundamen-
tal”, al suavizar “las restricciones a la exportación de armas, vigentes 
desde hace casi medio siglo, con el objeto de incrementar el desarrollo 
de armamento con sus aliados y dar un impulso a la industria de defen-
sa nacional”. Las nuevas reglas “sin embargo atañen principalmente a 
material de defensa no letal, como detectores de minas” (El País, 22 de 
abril de 2014). 

En el plano táctico-operativo, Japón pretende crear una renovada fuer-
za anfibia, con portahelicópteros con capacidad de guerra antisubma-



Política 146 Internacional

rina. Las fuerzas anfibias, aunadas a las fuerzas submarinas, buscan 
reforzar una nueva estrategia defensiva centrada en los mares al sur 
y al oeste del Japón, para desarrollar capacidades que permitan recu-
perar el control de islas en el Mar de China Oriental, a diferencia de 
la estrategia nipona contemplada durante la Guerra Fría que enfocaba 
su defensa desde el norte del archipiélago japonés cuando la Unión So-
viética era la principal amenaza (BBC News, 17 de diciembre de 2013).
Respecto a las relaciones entre Estados Unidos y la India, Washing-
ton ha otorgado a Nueva Delhi el estatus “de actor del Océano Pací-
fico” (Granados, 2014), dentro de su proyección de extender la región 
de Asia Pacífico, “desde el subcontinente indio a la costa occidental de 
las Américas”, cubriendo los dos océanos (el Pacífico y el Índico) que 
vinculan a más de la mitad de la población mundial y las principales 
económicas del mundo (Hillary Clinton, 2011).

Por su parte, China como potencia en ascenso, ya cuenta con su primer 
portavión, construye naves cada vez más rápidas, viene desarrollando 
cazas furtivos más sofisticados (avión indetectable por radar), drones 
y tiene en su poder 67 submarinos, 47 fragatas, 25 destructores y 23 
corbetas (Global Fire Power, 2015). En los últimos 20 años su presu-
puesto militar ha aumentado significativamente, lo cual le ha permiti-
do comprar y diseñar armamento con mayor componente tecnológico y 
equipar a la Armada del Ejército de Liberación Nacional (PLAN, siglas 
en inglés), lo que da muestra del notable aumento de las capacidades 
navales adquiridas por el gigante asiático. 

Desde el año 2005, China y Rusia realizan maniobras navales conjun-
tas en el Mar Amarillo (parte norte del Mar de la China Oriental), las 
cuales combinan operaciones en tierra, mar y aire, a fin de ampliar el 
desarrollo militar de ambas armadas en el marco de la cooperación en 
seguridad y defensa entre Pekín y Moscú.

Cabe indicar que el desarrollo de la Armada china no es reciente. In-
fluidos por el almirante Liu Huaquing, China ha aumentado por dé-
cadas sus capacidades navales para estar a la altura de perseguir sus 
objetivos marítimos. Según Nan Li (2009), la estrategia naval china ha 
tenido tres grandes etapas de evolución: desde la estrategia centrada 
en la “defensa costera” (1949-1985), pasando por la “defensa activa en 
mares cercanos” (1985-2005), hasta la estrategia de “operaciones en 
mares lejanos” (posterior al año 2005). De 1982 a 1988, el comandan-
te de la Armada china, Liu Huaqing, fue una figura importante para 
reemplazar el concepto de “defensa costera” y promocionar el de la “de-
fensa activa en mares cercanos”. Liu en sus memorias indicó haber sido 
influenciado por Alfred Mahan quien, como hemos visto, señalaba que 
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los océanos son centrales para el crecimiento de la riqueza y el poder de 
las naciones (Nan Li, 2009).

5. Las tensiones marítimas 

A un siglo del inicio de la Primera Guerra Mundial, “la humanidad no 
ha podido superar la tensión entre la guerra y la paz”. “Insuficientes 
han resultado dos guerras mundiales, una guerra fría y una guerra 
global contra el terrorismo para vislumbrar la paz y el desarrollo de 
forma permanente y plena en el mundo” (Rodríguez Sumano, 2014). 
Actualmente, existe en Asia Pacífico diversos desencuentros sobre lí-
mites marítimos que podrían desembocar, en el peor de los escenarios, 
en conflictos armados (Soto, 2006), en las zonas de inestabilidad o con-
flictos territoriales en la península coreana, las islas Kuriles, los terri-
torios de Dokdo o Takeshima, y la competencia por el control de varias 
formaciones insulares en los mares de China Meridional y Oriental.
 
Tales contenciosos territoriales, algunos visibles otros más discretos, 
tienen “un fuerte trasfondo” económico y/o geopolítico y son un obstácu-
lo a los esfuerzos de una mayor cooperación e integración en la región 
(Granados Quiroz, 2014). Según Augusto Soto (2006), la mayoría de 
las tensiones están relacionadas directa o indirectamente con el as-
censo de la potencia china; mientras que para Campbell et al. (2014), 
“Asia lidia con fuentes de inestabilidad crónica” y “las tensiones podría 
incrementarse debido a la mayor presencia militar de Estados Unidos 
en Asia y una mayor cooperación [militar y estratégica] de Washington 
con los vecinos de China”. 

Frente a las tensiones que existen en los mares de China Meridional 
y Oriental, Washington viene fortaleciendo sus alianzas con Filipinas, 
Vietnam, India, Japón y la República de Corea. Por otra parte, la pre-
sencia de la Séptima Flota de la Armada de Estados Unidos (US Navy), 
desde el Océano Índico al Océano Pacífico, contribuye a garantizar la 
paz y la estabilidad en la región. 
 
5.1. El caso de la tercera crisis en el Estrecho de Taiwán

En marzo de 1996 se produce la tercera crisis en el Estrecho de Taiwán 
(Kissinger, 2011), cuando China y Estados Unidos se vieron implicados 
en el mayor desafío militar entre ambas naciones. 

Las razones del desencuentro se remontan a las sucesivas decisiones 
por parte de Estados Unidos que hicieron pensar a las autoridades chi-
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nas sobre la posibilidad que Washington revise su política hacia Tai-
wán y con ello aliente a los líderes taiwaneses en declarar la indepen-
dencia. Para entender esta crisis es clave comprender que los líderes 
chinos abogan por la reunificación de Taiwán con la China continental, 
en consonancia con el principio de “una sola china”, tal como señaló en 
su momento Mao Zedong.

A mediados de la década de los noventa, Pekín interpretó que la políti-
ca norteamericana hacia Taiwán podría cambiar, luego de la venta de 
150 aviones F-16 en 1992  (en contradicción con el comunicado chino-
estadounidense de 1982 sobre la venta de armas norteamericanas a 
Taiwán) y por la revisión en 1994 de la política de protocolo que re-
gulaba el tratamiento de los contactos con oficiales de la citada isla.  
Esta preocupación se intensificó cuando Washington otorgó una visa al 
máximo líder taiwanés Lee Teng Hui, político del partido Kuomintang 
y promotor de la soberanía de Taiwán, quien realizó un visita a Esta-
dos Unidos en junio de 1995 (Ross, 2000).

Al no ver Pekín satisfecho sus reclamos ante Washington por la vía 
diplomática, y ante la actitud desafiante de los políticos taiwaneses a 
favor de la independencia, las tensiones se acrecentaron en el Estrecho 
de Taiwán a finales de 1995 con la realización de ejercicios militares 
y navales chinos como señal de advertencia a la isla. Al desestimar 
Taipéi tales acciones, en el contexto de las elecciones presidenciales de 
Taiwán en marzo de 1996, Pekín decidió aumentar la presión sobre la 
isla a través del lanzamiento de grandes pruebas con misiles balísticos 
de corto alcance, apuntando en los mares al sur y al norte de las costas 
de Taiwán, impactando cerca de los  principales puertos (Kaohsiung 
y Keelung). Según Robert S. Ross (2000), la intención de la coerción 
y la amenaza del uso de la fuerza por parte de China no era atacar a 
Taiwán, sino alcanzar tres objetivos políticos: 1) obligar a los líderes 
taiwaneses a abandonar sus actividades proselitistas a favor de la in-
dependencia; 2) presionar al electorado de Taiwán a votar en contra de 
la independencia; y 3) exigir a Estados Unidos que adopte una política 
pública y determinante en contra de la independencia de la isla. 

Después de varios días de demostración de fuerza china, Washington 
respondió y desplegó dos portaviones en la zona (el Independence des-
de Okinawa que se desplazó en las aguas al Este de Taiwán y el Ni-
mitz desde el Golfo Pérsico hacia el Mar de Filipinas) y, durante dos 
semanas, se produjo el mayor aumento de las tensiones diplomáticas 
entre las dos potencias nucleares, que estuvo al borde de provocar un 
conflicto armado. 
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En ese momento, mientras la relación bilateral chino-estadounidense 
se encontraba en su punto más bajo y el canal diplomático entre el 
secretario de Estado Warren Christopher y su contraparte china, el 
canciller Qian Qichen, se había deteriorado, el gobierno chino designó 
al Director de la Oficina de Asuntos Exteriores del Consejo de Estado, 
Liu Huaqiu, como enviado especial para viajar a Washington y reu-
nirse con el entonces secretario de Defensa William Perry y su equipo. 
Luego de tensas conversaciones y el señalamiento norteamericano que 
“un simple error de cálculo o un traspié” podría llevar a una guerra no 
deseada, el Secretario de Defensa y el funcionario chino establecieron 
un canal de diálogo, con el cual superaron este impasse y pusieron 
punto final a los sucesos de marzo de 1996. Posteriormente, se abrió el 
camino para que Estados Unidos y China construyan su asociación es-
tratégica y que el Presidente William Clinton realice una visita oficial 
a Pekín en 1998 (Clarín, 23 de junio de 1998). 

Con el fin de esta crisis, tanto China como Estados Unidos alcanzaron 
diferentes objetivos estratégicos (Ross, 2000). Por una parte, Pekín pro-
tegió sus intereses vitales de soberanía e integridad territorial sobre 
Taiwán, gracias a la “diplomacia coercitiva” (amenaza y uso limitado 
de la fuerza) y consiguió que Estados Unidos retomara su política em-
prendida por más de 25 años de no apoyar (directa o indirectamente) 
a la independencia de Taiwán. Igualmente, con los ejercicios militares, 
navales y las pruebas de misiles, transmitió a los líderes de Taipéi un 
mensaje contundente de los costos que implicaría desafiar el principio 
de “una sola China” y revisar el estatus de Taiwán en la política inter-
nacional (Ross, 2000). En otras palabras Pekín logró reafirmar el statu 
quo en el Estrecho de Taiwán. 

Por otra parte, Estados Unidos manejó este impasse con “diplomacia 
disuasiva” que mantuvo “intacta” su reputación como poder del Pací-
fico, asegurando sus intereses nacionales y preservando “el orden es-
tratégico en el Este Asiático” (Ross, 2000). Adicionalmente,  reafirmó 
su interés de sostener Taiwán, inclusive con el uso del poder militar 
si fuera necesario. Según el ex diplomático estadounidense en China 
y ex jefe de la oficina de información sobre China en la Secretaría de 
Estado, John J. Tkacik (2008), Taiwán es importante para la política 
exterior norteamericana por su responsabilidad histórica ante un ré-
gimen democrático que es un aliado  comercial, que hoy fabrica semi-
conductores (relevante para la ciberseguridad) y, además, porque por 
más de cincuenta años la isla de Taiwán ha sido un socio “crucial” de 
Estados Unidos en materia de “defensa e inteligencia”.
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En términos de la teoría del poder marítimo de Alfred Mahan, el con-
trol de Taiwán por parte de China beneficiaría a Pekín debido a que 
dicha isla le permitiría al gigante asiático proyectar su poder al este 
y sur del Pacífico, convirtiéndola en una base desde la cual la marina 
mercante china se conectaría con rutas marítimas oceánicas, a la vez 
de establecer un perímetro de seguridad sobre la primera cadena de 
islas que separa los mares interiores de China y los mares exteriores, 
donde su armada podría operar con mayor amplitud. Actualmente, las 
islas Ryukyu que forman parte la primera cadena de islas son controla-
das por la alianza estadounidense-japonesa, mientras que Taiwán tiene 
el soporte estratégico de Estados Unidos (Holmes y Yoshihara, 2006).

Tal como lo señalara el general Douglas MacArthur, la isla de Formosa 
(Taiwán) es “un portavión insumergible” y, según Holmes y Yoshihara 
(2006), mientras Washington brinde seguridad a Taiwán a la espera 
de una solución pacífica sobre el futuro de la isla, dicha alianza con el 
respaldo del predominio naval norteamericano en el Pacífico, contri-
buirá a proyectar los intereses geopolíticos y geoeconómicos de Estados 
Unidos en la región.

Después de la tercera crisis en el Estrecho de Taiwán, China aceleró 
los gastos y la modernización de sus fuerzas armadas, con progresos 
en la construcción de aviones caza de tercera generación, siendo el ter-
cer país que dispuso de dicha tecnología en su momento (Jin Canrong, 
2008). Con cada pequeño conflicto entre Estados Unidos y China, el 
Ejército Popular de Liberación realiza progresos y “analiza todas las 
tácticas y estrategias norteamericanas”. En ese lapso ha desarrollado 
armas para “mejorar su potencial” y hacer frente a los portaviones es-
tadounidenses, como la construcción de nuevos submarinos con ener-
gía diésel (más silenciosos que los submarinos con energía nuclear) y la 
fabricación de nuevos buques de guerra (Swaine, 2008). 

A principios de la década del 2000, los líderes chinos Jiang Zemin y Hu 
Jintao “prestaron mayor atención” en hacer una “transición gradual” 
hacia la “defensa en mares lejanos” con mayores capacidades operati-
vas. Esta nueva concepción significaba proyectar las operaciones na-
vales de China más allá de la segunda cadena de islas a más de 1000 
millas náuticas, alcanzando áreas al noroeste del Pacífico y al este del 
Océano Índico.

Para el año 2006, Pekín demostraba a las fuerzas navales norteameri-
canas el despliegue de submarinos chinos cerca de Guam en el Pacífico, 
y cerca de Okinawa, Japón, proyectando así su presencia en altamar en 
zonas bajo la influencia de bases estadounidenses.
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En caso China controlase Taiwán desde el aire y el mar, Pekín vería 
aumentar su poder al controlar el principal acceso entre los mares de 
China Meridional y China Oriental en el Pacífico y su conexión con el 
Océano Índico. Esta situación rompería el statu quo y la estabilidad 
regional que viene garantizando Estados Unidos, por lo que se espera 
que Washington desplegaría su diplomacia internacionalmente y su 
fuerza naval cerca de la zona de conflicto, en caso surgiera una nueva 
crisis en el Estrecho de Taiwán (James R. Holmes y Toshi Yoshihara, 
2006).

Mientras Washington reconoce que el asunto de Taiwán es “sensi-
ble” para China y que ese tema debe manejarse pacíficamente, Pekín 
apuesta a largo plazo no sólo en profundizar la relación comercial y 
su influencia económica sobre Taiwán al punto de hacerla más depen-
diente de la economía china, sino también ejercer una diplomacia en 
el frente externo que ayude “a dar las condiciones de estabilidad” para 
cuando “Taiwán sea absorbida por China continental”. Si bien la per-
cepción de inseguridad de Taipéi podría llevarlo a seguir proveyéndose 
de ayuda militar norteamericana, no debe descartarse la posibilidad 
que Pekín vuelva a aplicar la “diplomacia coercitiva” contra Taiwán, 
como medida a corto plazo para evitar o disuadir hipotéticas posiciones 
locales a favor de la independiente de la isla (Ross, 2000). 

5.2. Tensiones en el mar de China Meridional

El mar de China Meridional es una zona marítima de gran importancia 
geoeconómica en la región dado que “un total de 5.3 mil millones de dó-
lares anuales en mercancías (principalmente petróleo y contenedores) 
son transportadas por estas aguas” y bajo el lecho marítimo “podrían 
haber reservas de unos 11 mil millones de barriles de crudo y hasta 
190 billones de pies cúbicos de gas natural” (estimaciones de reservas 
no probadas), además de las pesquerías de los alrededores. Por estas 
razones, compiten los intereses no sólo de países vecinos sino de acto-
res extra regionales “en una compleja red de proyecciones de poder”, 
que podría poner en riesgo la paz y la estabilidad en aguas del Su-
deste Asiático (Granados, 2014; Clinton, 2014; Agencia de Información 
de Energía de EE.UU., citado por Russia Today, 2016). Acorde con el 
analista Jeremy Maxie (2016), la mitad del tráfico de buques cisternas 
de petróleo del mundo fluye a través de ese mar y se espera que para 
el año 2035, “el 90% de las exportaciones de combustible fósil desde 
Oriente Medio hacia Asia Oriental pasen” por el Mar de China Meri-
dional, lo cual la convierte en una “ruta de navegación vital”. 
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Diversos países reclaman “amplios sectores marítimos” y las forma-
ciones insulares agrupadas en cuatro grandes archipiélagos: las islas 
Spratly, las islas Paracelso, el Banco MacClesfield y el arrecife Pratas. 
China, Taiwán y Vietnam por las islas Paracelso; China y Filipinas por 
las MacClesfield; China, Taiwán, Filipinas, Brunei, Malasia y Vietnam 
por las islas Spratly. De todos, el caso del archipiélago Spratly es “el 
más intenso”, y la solución parece “virtualmente imposible”, ya que 
China, Vietnam y Taiwán invocan “derechos históricos”, mientras que 
los demás países del Sudeste Asiático hacen referencia desde hace más 
dos décadas ”al derecho marítimo internacional para defender el terri-
torio y el espacio marítimo” (Granados, 2014).

Luego de producirse varios incidentes, escaramuzas menores y enfren-
tamientos en las décadas de los setenta y ochenta del siglo pasado en-
tre China y Vietnam por las islas en disputa, y en la década de los no-
venta entre China y Filipinas por otras islas (Clinton, 2014), las partes 
en conflicto aceptaron en Camboya en el año 2002 la Declaración de 
Conducta de las Partes (DoC); y en el año 2011, China y los diez países 
que conforman la ASEAN suscribieron las “Guías para la implementa-
ción del Código de Conducta de las Partes”, como paso previo para que 
el Código de Conducta (CoC) sea en un futuro “legalmente vinculante”. 
Este progreso en el ámbito político y diplomático en la subregión no ha 
evitado que “incidentes menores y ocasionales encuentros entre fuer-
zas navales, policiacas y pescadores” hayan ocasionado tensiones “por 
el control de las formaciones insulares” (Granados, 2014).

Desde un punto de vista geopolítico, los líderes de la República Popular 
China consideran sus reivindicaciones en el Mar de China Meridional 
como un “interés fundamental”, debido a su valor estratégico por ser el 
cruce de las rutas marítimas y fuente de potenciales recursos energéti-
cos. Por otra parte, entre algunos miembros de la Armada china exis-
tiría la idea que Estados Unidos intenta “cercar a China y suprimir su 
ascenso”. Al respecto, el gobierno del presidente Obama ha advertido a 
Pekín que una inestabilidad en el Mar de China Meridional afectaría 
la libertad de navegación como un “interés nacional” de Estados Uni-
dos en la región, por lo que está dispuesto a facilitar el proceso de desa-
rrollo de un Código de Conducta que evite el conflicto entre las partes, 
sin tomar partido por ninguna disputa en particular (Clinton, 2014).

Según Ulises Granados Quiroz (2014), una situación de inestabilidad 
en el Mar de China Meridional afectaría los intereses comerciales y 
militares de Estados Unidos en la región, así como los lazos bilaterales 
con Pekín, siendo estas relaciones las “más importantes de hoy en el 
mundo”. Por esa razón, los avances del Código de Conducta son pasos 
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de “vital importancia para promover la solución pacífica de estas con-
troversias conforme al derecho internacional, compilado principalmen-
te en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
y los principios internacionales de la coexistencia pacífica”, lo que per-
mitiría “una efectiva promoción de la confianza mutua” y una mayor 
cooperación entre ASEAN y China (Málaga Ego-Aguirre, 2013).

Según Peter Brookes, analista en temas de seguridad y miembro desig-
nado en el Congreso estadounidense de la Comisión de Revisión de Se-
guridad y de Economía entre Estados Unidos y China, señala que “en 
una maniobra audaz”, la República Popular China construye hoy siete 
islas artificiales, las mismas que guardarían relación con el reclamo de 
Pekín de aproximadamente “el 80% del Mar del Sur de China”. 

Peter Brookes opina que China realiza la construcción “de puestos de 
avanzada en un área en disputa [que] servirán en el futuro para dise-
ñar una estrategia legal, en vez de un conflicto armado, para solidificar 
sus reclamos en el Mar del Sur de China”. A juicio del experto, la acti-
vidad de rellenado de tierra trasladando arena sobre arrecifes de coral 
y luego su pavimentación con cemento, cuya mayor parte “tiene lugar 
a mil seiscientos kilómetros de China continental”, respondería al in-
terés chino de proyectar su influencia “bien entrado el Océano Pacífico” 
en los campos político, económico y de seguridad. Desde allí, Pekín, res-
paldado por barcos y la construcción de pistas para el despegue de ae-
ronaves, podría “controlar el área, incluyendo el tráfico comercial aéreo 
y marítimo” en zonas que busca posicionarse, a la vez de librar esfuerzos 
político-diplomáticos para “contar con derechos económicos exclusivos” 
en torno de estas islas artificiales (Brookes, 18 de abril de 2015).    

Al respecto la vocera oficial del Ministerio de Relaciones Exteriores de 
China, Hua Chunyuing, señaló en abril de 2015 a los medios interna-
cionales que la construcción de dichas islas se hacía por diversas razo-
nes, entre las cuales indicó la ayuda a la navegación en una zona con 
riesgos de tifones, el soporte a los servicios de pesca, las proyecciones 
meteorológicas; además de  cubrir la demanda de defensa militar china 
en un área que a juicio de Pekín es de su soberanía, por lo que en tér-
minos de la funcionaria china “es justo, razonable y legal, no afectaría 
y no sería blanco en contra de ningún país” (Reuter, 2015). 

5.3. Tensiones en el mar de China Oriental

En el Mar de China Oriental, existen disputas por las islas Diaoyutai 
(en chino) o Senkaku (en japonés) entre China, Taiwán y Japón que no 
han tenido mayores avances. Esta cadena de ocho islas deshabitadas, 
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cuya superficie es de 6.3 km2, se encuentran a 120 millas náuticas de 
Taiwán y equidistantes a 200 millas de China y Okinawa (Japón). Es-
tas islas “son (…) la punta de un iceberg político mayor”: por un lado, 
habría intención de alguna de las partes de cooperar con empresas 
transnacionales para la prospección de gas en el Mar de China Orien-
tal, mientras que Pekín y Tokio siguen reclamando “derechos en una 
zona económica exclusiva de 200 millas que se superponen” (Augusto 
Soto, 2006).

Si bien con frecuencia barcos pesqueros chinos son interceptados por 
patrullas japonesas, en el año 2004 se registró un incidente mayor pro-
ducto de la incursión de un submarino chino en mar japonés, lo que 
activó las alertas marítimas en Tokio, “como no lo hacía desde 1999, 
cuando ingresaron en sus aguas dos embarcaciones norcoreanas”. Otra 
razón fundamental, por la cual el Mar de China Oriental es estratégico, 
es debido a las vías de suministro de energía en un espacio vital para el 
tránsito Este-Oeste y Norte-Sur, donde los hidrocarburos provenientes 
del Golfo Pérsico llegan vía marítima a China y Japón, mercados de 
creciente dependencia frente a los productores de petróleo del Medio 
Oriente (Augusto Soto, 2006).

En noviembre de 2013, China declaró “una zona de identificación de 
defensa aérea” sobre gran parte del Mar de China Oriental, incluyendo 
las islas en disputa y exigiendo que “todo el tráfico aéreo internacional 
se adhiera a sus normas”. Al respecto, Estados Unidos y sus aliados “se 
negaron a reconocer esta decisión y continuaron volando aviones mili-
tares” en lo que consideran espacio aéreo internacional (Clinton, 2014).
El gobierno del presidente Obama en su política de reequilibrio en Asia 
Pacífico, ha dado su firme respaldo al gobierno de Tokio, indicando con 
claridad que “el tratado de defensa incluye todos los territorios admi-
nistrados por Japón, incluidas las islas Senkaku”, sin entrar en cues-
tiones de soberanía. Sobre el particular, el gobierno de Pekín respondió 
con rapidez a la declaración de Obama rechazando “firmemente la in-
clusión de las islas en el tratado de seguridad entre Estados Unidos y 
Japón” (RPP Noticias, 24 de abril de 2014).

6. Desafíos de la seguridad 

Según Kissinger (2001), Estados Unidos recurre a las alianzas y los 
intereses convergentes de tipo político y/o económico con los 
países de la zona del Atlántico, del continente americano, del Asia del 
Este y del Sudeste Asiático para establecer “estructuras” de seguridad 
que se traslapen. 
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A principios de la década del 2000, G. John Ikenberry y Jitsuo Tsuchi-
yama (2002) sugirieron que la seguridad en Asia Pacífico continuaría 
siendo un desafío para las relaciones “inestables” entre Japón, Estados 
Unidos, la República Popular China, la Federación Rusa, la Repúbli-
ca de Corea, la República Popular Democrática de Corea, Taiwán y 
otros países del Sudeste Asiático, considerando las tensiones que aún 
persisten en la región y la ausencia de fuertes lazos institucionales de 
seguridad a nivel regional. 

En efecto, para los académicos, las relaciones de los actores estatales 
en dicha región reposaban más en las alianzas bilaterales (en particu-
lar la alianza entre Estados Unidos y Japón), la diplomacia ad-hoc y 
el diálogo en foros multilaterales, conformando un orden precario en la 
región, sin existir ni un real balance de poder ni un sistema de coopera-
ción multilateral en materia de seguridad de tipo concierto de grandes 
potencias, seguridad colectiva, alianzas multilaterales o asociaciones 
cooperativas.

Ante la actual tendencia del ascenso de China y el entramado geopo-
lítico que revisten las diversas áreas con latentes tensiones en la re-
gión, Estados Unidos adoptó una política de “reequilibrio estratégico” 
en dicha región y para ello facilitó el proceso de cooperación estratégica 
con los “poderes locales” en busca que alcancen “mínimas capacidades 
militares para su autodefensa”, con lo cual aplicó en la práctica una 
estrategia de equilibrio suave de poder (soft balancing). En ese senti-
do, Estados Unidos coopera militarmente y brinda apoya a Filipinas, 
República de Corea, Japón e, inclusive, Taiwán y fortalece sus relacio-
nes con la India y Vietnam. Con dichas acciones Estados Unidos busca 
conservar su posición como superpotencia, manteniendo su influencia 
y la estabilidad en la región (Swati Arun, 2015). 

Adicionalmente, es previsible que Seúl, Tokio y Canberra sigan con-
siderando a Estados Unidos como socio clave por su capacidad de “di-
suasión nuclear extendida” o “paraguas nuclear” frente a las continuas 
pruebas nucleares que ha realizado la República Popular Democrática 
de Corea en los últimos años (Christine M Leath, 2015).  En lugar de 
desplegar o permitir armas nucleares a sus socios estratégicos, el con-
cepto de “disuasión nuclear extendida” refleja el compromiso de Wa-
shington “para proporcionar a sus aliados todos los recursos necesarios 
para defenderlos si son amenazados con el ataque [o] la intención de 
hacerlo. El objetivo es disuadir a un posible agresor de adoptar actos 
beligerantes” (Yonhapnews, 27 de febrero de 2013).
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Por otra parte, en el año 2013, en un encuentro presidencial en el mar-
co de la Cumbre de Líderes de la APEC en Bali, Indonesia, los jefes de 
Estado Xi Jinping y Vladimir Putín conversaron sobre la Asociación 
Estratégica Integral entre China y Rusia sobre la base de intereses 
mutuos en el Asia Pacífico en asuntos de seguridad, estabilidad y pros-
peridad  en la región, la colaboración en los principales temas interna-
cionales y regionales, así como las inversiones y cooperación en áreas 
energéticas y de infraestructura, entre otros (Noticia CCTV en Espa-
ñol, 8 de octubre de 2013) . 

Algunos especialistas internacionales ven en la nueva alianza entre 
China y Rusia, una respuesta a la política norteamericana de reequili-
bro en la región donde Estados Unidos viene estrechando sus vínculos 
con sus principales socios (Japón, República de Corea, Australia, Fili-
pinas y Tailandia) a fin de implementar su estrategia de seguridad en 
dicha región. 

Sin embargo, si se considera que “Estados Unidos debe adaptarse a 
una China poderosa y próspera con creciente gravitación en la polí-
tica internacional y China debe aceptar a Estados Unidos como una 
potencia que contribuye a la paz y la seguridad en el Asia Pacífico” 
(Málaga Ego-Aguirre, 2013), es de esperarse que Washington y Pekín 
mantengan un alto nivel de diálogo político y diplomático para reforzar 
la cooperación constructiva en diversos temas de interés mutuo y sobre 
asuntos sensibles de la agenda regional, que permita “evitar el conflic-
to entre las dos superpotencias al estilo del concierto europeo del siglo 
XIX o de un condominio mundial”.

7. Conclusiones

La política de giro o reequilibrio de Estados Unidos en Asia no corres-
ponde a una estrategia clásica de balance de poder (hard balancing), 
debido a que no se enfrenta a ningún Estado revisionista que pretende 
romper el statu quo para refundar el orden internacional a su favor. 
 
Bajo la administración del presidente Barack Obama, Estados Unidos 
ha buscado reorientar el pivote de su política exterior en el Asia. La 
política de “giro” o “reequilibrio” en Asia, y de forma extendida en la re-
gión del Asia Pacífico, tiene como principal objetivo proyectar sus inte-
reses políticos, económicos y militares en dicha zona de mayor interés 
estratégico, con el apoyo de una estrategia de equilibrio suave de poder 
(soft balancing), vía el despliegue de operaciones navales conjuntas y el 
manejo de una diplomacia concertada con varios Estados de la región. 
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Estados Unidos lleva a cabo una serie de acciones bilaterales, parti-
cularmente con países del Extremo Oriente y del Sudeste Asiático, 
a la vez de emprender una activa participación diplomática en foros 
multilaterales y regionales para cultivar relaciones estratégicas con 
sus socios y sus principales aliados asiáticos, con quienes desarrolla 
intereses coincidentes y convergentes en los aspectos económicos y de 
seguridad. Para tal efecto, Estados Unidos aprovecha su condición de 
potencia marítima y naval en el Pacífico, así como su participación de 
más de un siglo en la región, en un contexto global de interdependencia 
compleja, creciente multipolaridad económica y cambios en la estruc-
tura del poder en el sistema internacional, producto del surgimiento de 
nuevas potencias regionales en ascenso. 

Considerando que existen oportunidades de crecimiento y desarrollo 
económico en la región y, que al mismo tiempo, se presentan regular-
mente tensiones territoriales y marítimas por no contar con una fuerte 
institucionalidad en materia de seguridad regional, Estados Unidos 
opta por priorizar sus relaciones bilaterales con China en materia es-
tratégica y económica, así como con varios Estados del Sudeste Asiá-
tico, además de República de Corea, Japón, Australia, Nueva Zelanda 
y la India, con los cuales cultiva cercanos vínculos en diversos campos 
de interés común. 

La proyección norteamericana en la región se realiza sin descartar es-
fuerzos diplomáticos junto con otras naciones por albergar la posibili-
dad de construir y/o fortalecer a futuro las instituciones multilaterales 
que normen y organicen el Asia Pacífico para prevenir futuros con-
flictos. En ese sentido, las principales potencias y actores regionales 
tienen la posibilidad de encausar la solución de conflictos a través de la 
aplicación de los principios y las normas del derecho internacional, vía 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.

La flexibilidad de las relaciones entre Estados Unidos y la potencia 
ascendente china, así como el fortalecimiento de los vínculos entre 
Washington con las demás naciones asiáticas, evita la conformación de 
bloques antagónicos y rígidos en torno a las potencias marítimas esta-
dounidense y china. Dicha compleja red diplomática estadounidense en 
el Asia Pacífico procura evitar que las rivalidades geopolíticas afloren 
y que las tensiones marítimas y territoriales se prologuen en demasía 
con riesgos a que se desencadenen en conflictos bélicos, provocados por 
escenarios de escalada militar o error de cálculo. 

Al estar abierto los canales diplomáticos de diálogo entre los principa-
les actores estatales de la región, existen siempre las vías de consulta 
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político-diplomáticas de alto nivel que permiten negociar la salida de 
las crisis provocadas por las tensiones latentes.  En ese sentido, Es-
tados Unidos cultiva buenas relaciones paralelas con China y con el 
Japón, en una suerte de diplomacia triangular, de modo que apoye a 
ambos países a coexistir a pesar de cierta desconfianza y recelo geopo-
lítico. De este modo, la presencia naval y militar norteamericana, que 
configura una red de seguridad en el noreste asiático, evita por ejemplo 
que Pekín y Tokio queden tentados por tomar acciones nacionales el 
uno contra el otro. 

Si bien las más grandes potencias marítimas de la región compiten 
geoeconómicamente para consolidar su zona de influencia, vía la ne-
gociación de acuerdos económicos regionales con sus principales socios 
comerciales, y existen diferencias en la apreciación de ciertos temas 
sensibles (Taiwán, Mar de China Meridional, Mar de China Oriental) 
por razones geopolíticas y de reclamos de soberanía entre los Estados 
de la región asiática, también existe un vasto campo de potencial coo-
peración estratégica en temas de interés común, como la lucha contra 
las nuevas amenazas a la seguridad de carácter transfronterizo, en 
sus distintas variantes: el terrorismo internacional, el narcotráfico, la 
piratería, los desastres naturales, el tráfico de personas, la no prolife-
ración nuclear, el cibercrimen y los delitos informáticos, entre otros, en 
el contexto de la globalización. 

La teoría del poder marítimo, edificada sobre la base de los pensamien-
tos de Mahan y Corbett, sigue vigente en lo estratégico, particularmen-
te al señalar la importancia que tiene el poder naval de las potencias 
existente y aquellas en ascenso para proteger las comunicaciones ma-
rítimas (particularmente el tráfico de buques cisterna de petróleo) y 
por considerar el uso del mar como un elemento fundamental para el 
desarrollo y la seguridad de las naciones. Adicionalmente, se destaca la 
vigencia del planteamiento que considera que las potencias marítimas 
deben contar con el apoyo de países aliados que cooperen en la defensa 
y la seguridad de las rutas comerciales, a fin de asegurar los intereses 
de libre navegación de todos los socios comerciales.

Igualmente, considerando el planteamiento de Mahan, se pone no sólo 
de relieve la relevancia geoestratégica de la isla de Taiwán y el control 
del estrecho, como paso de conexión y cruce del transporte marítimo; 
sino que se podría enmarcar la discusión y el reto que plantearía a la 
región la construcción de islas artificiales como puntos estratégicos so-
bre los cuales podrían operar nuevas bases en altamar donde, además 
de instalar equipos que den soporte a la navegación, a las comunicacio-



159

La geopolítica marítima en Asia Pacífico y los desafíos de la seguridad 

nes y a las actividades de monitoreo meteorológico, puedan eventual-
mente servir como apoyo a operaciones navales y/o aéreas específicas. 

Finalmente, a lo largo del presente trabajo, se ha podido constatar que 
el poder naval es una herramienta clave para la política exterior de 
las potencias existentes y ascendentes. En el caso norteamericano, el 
poder naval es un instrumento importante que forma parte integral 
de su política exterior en el Asia Pacífico, a fin de asegurar sus intere-
ses geoeconómicos, estratégicos y de seguridad en la región. Por otra 
parte China, en su calidad de potencia marítima, revitalizada con su 
estrategia de “la Nueva Ruta de la Seda Marítima” y que en términos 
de Mahan correspondería a la creación de una nueva forma de “cadena 
de poder marítimo”, viene a la par desarrollando por décadas sus ca-
pacidades navales para que su poder nacional se fortalezca y esté a la 
altura de contribuir con la adecuada proyección de su política exterior 
en la región asiática y el mundo. 

Notas

1	 Los principales exponentes de la teoría de la interdependencia son los académicos Robert O. 
Keohane y Joseph Nye. A diferencia de los debates históricos entre escuelas de pensamiento 
“realista” e “idealista” de las relaciones internacionales, ellos criticaron la centralidad que 
el realismo otorgaba al Estado como unidad de investigación, señalando la necesidad de 
desagregar sus componentes y de considerar la inclusión de agentes no estatales para 
lograr una mejor comprensión del sistema mundial. Otros aportes se refieren a considerar 
que la dimensión doméstica y la política exterior de los gobiernos no son compartimientos 
estancos, sino de mutua influencia. Adicionalmente, señalaron que las áreas de política y 
economía están conectadas y que este último factor cobra mayor notoriedad en el análisis 
de la política internacional. Igualmente, indicaron que los procesos de toma de decisiones 
políticas incorporan una pluralidad de agendas entre diversos nuevos actores que influyen 
en el gobierno (opinión pública, universidades, organismos no gubernamentales, empresas 
multinacionales, Think Tanks, individuos, entre otros) (Tokatlian y Pardo, 1990).

2	 Acorde con la Comisión de Estudios Estratégicos Marítimos del Instituto de Estudios 
Históricos Marítimos del Perú (2012), el poder naval es: “La expresión de la capacidad del 
poder marítimo para en tiempo de paz, proteger los derechos de la Nación y la propiedad, 
disuadir y/o repeler la agresión y apoyar la política nacional. En tiempo de guerra, ganar y 
mantener el control del mar para asegurar su uso continuo, negando al adversario el uso del 
mar e imponiéndole su voluntad (…). El poder naval es parte integrante del poder marítimo 
y por lo tanto del poder nacional”.
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ACTIVIDADES INSTITUCIONALES

Enero - Marzo 2016

Durante el mes de enero y febrero se realizaron los exámenes para el 
Concurso de Admisión 2016. Las siete pruebas eliminatorias fueron 
divididas en dos etapas. Los exámenes se realizaron simultáneamente 
en Lima y en las oficinas desconcentradas del Ministerio de Relaciones 
Exteriores en Arequipa, Cajamarca, Cusco, Iquitos, Piura, Puno, Tac-
na y Tumbes.  El Ministerio de Relaciones Exteriores estableció hasta 
treinta vacantes, según Resolución Ministerial N° 1068/RE-2015.

El 7 de marzo, el Director de la Academia Diplomática dio la bienve-
nida a los alumnos de primer y segundo año que iniciaron un nuevo 
año lectivo. El Embajador Wagner presentó la nueva malla curricular 
para la Maestría en Diplomacia y Relaciones Internacionales que se 
desarrollará el presente año, la misma que ha sido diseñada acorde con 
el proceso de modernización de la Cancillería. El Director instó a los 
aspirantes al Servicio Diplomático que egresan este año, a desarrollar 
sus tesis en investigaciones sobre las nuevas tendencias mundiales y el 
impacto que tendrán en las relaciones internacionales y en particular 
en el Perú y su política exterior.

El 8 de marzo con la presencia del Secretario General de Relaciones 
Exteriores, Embajador Thierry Roca Rey Deladrier, se llevó a cabo la 
conferencia titulada “La OCDE: de una organización trasatlántica a 
una organización global”, ofrecida por el señor Nicola Bonucci, Director 
de Asuntos Legales de la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE). El Director de la Academia Diplomática 
participó de la conferencia junto al Director General para Asuntos Eco-
nómicos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

El 29 de marzo en el marco de las actividades por el inicio del Año Lec-
tivo 2016, la Ministra de Relaciones Exteriores, Embajadora Ana Ma-
ría Sánchez de Ríos, ofreció una Clase Magistral en la sede del Palacio 
de Torre Tagle, titulada "Balance de la Política Exterior del Gobierno 
2011-2016". Durante su exposición, la Canciller presentó un recuento 
de la política exterior peruana y de las acciones llevadas a cabo en los 
últimos cinco años. 
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Pautas para los colaboradores 

1-	 Política Internacional es una publicación trimestral de la Academia 
Diplomática del Perú Javier Pérez de Cuellar, abierta a la colabora-
ción nacional y extranjera y con énfasis en la investigación y análisis 
de las relaciones internacionales. El contenido de las colaboraciones 
publicadas será de responsabilidad exclusiva de sus autores.

             
2-	 Las colaboraciones, consistentes en textos o reseñas originales e  inédi-

tos, deberán versar sobre la temática internacional, procurando man-
tener un estilo académico y objetivo. Las colaboraciones estarán escri-
tas preferentemente en español pero también podrán serlo en francés, 
inglés o portugués. El Consejo Editorial podrá decidir si acepta la pu-
blicación de una colaboración no inédita o ajena a la temática indicada, 
así como escrita en otro idioma que los indicados.

3-	 Las colaboraciones no excederán las 7000 palabras de extensión y esta-
rán escritas en formato MS Word, tipo de letra Arial 11, con interlínea 
a espacio y medio. Se entregarán en soporte electrónico (disco compac-
to o archivo adjunto a correo electrónico) con su respectiva impresión 
en papel A4; no se admitirán textos sin digitar. El Editor evaluará la 
pertinencia de aceptar colaboraciones de mayor extensión.    

4-	 Para el estilo y la ortografía, las colaboraciones estarán sujetas a las nor-
mas fijadas por la RAE para las ediciones académicas. Asimismo, el cuerpo 
del texto no podrá presentar variaciones en el tamaño de letras, sangrados 
innecesarios, cuadros, cajas o numeración de páginas; se usarán cursivas 
en lugar de subrayados; se evitará en lo posible el uso de negritas y de 
abreviaturas; las referencias a otras obras del (o los) autores del escrito 
deberán aparecer en tercera persona. Las referencias bibliográficas se 
consignarán al final del documento bajo el encabezamiento –NOTAS– 
y se ceñirán a los criterios tradicionales de presentación (artículos, 
ensayos, reseñas, libros, documentos y semejantes).

5-	 Las citas textuales menores a 4 líneas se consignarán en el cuerpo del 
texto, sin cursivas y empleándose comillas (“ ”) en lugar de paréntesis 
angulares (< >). Los signos de puntuación irán después de las comillas, 
paréntesis o llamadas a nota. En las citas con una extensión mayor 
se usará el sangrado, con dos retornos antes y después de la cita. Se 
deberá indicar necesariamente el origen y fuente de cada cita (autor, 
año, número de página, etc.). Las referencias procedentes de Internet 
deberán incluir, además del título y el autor, de haberlos, la dirección 
Web y la fecha en que fue consultada la información consignada.

6-	 Las palabras de otras lenguas deberán escribirse en cursivas pero sin 
comillas ni negritas, ni estarán subrayadas. Las voces y expresiones 
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latinas usadas en español y que figuren así en el DRAE, no se destaca-
rán con marca alguna.

7-	 El material complementario de apoyo visual –ilustraciones, fotos, ma-
pas, croquis, esquemas, dibujos, cuadros y semejantes– será numerado 
correlativamente en el archivo electrónico y contará con su respectiva 
leyenda. Se procurará insertar dicho material al final del escrito; para 
ello, en el cuerpo del texto se consignará una nota indicando el refe-
rente para cado caso. El material complementario, cuando no sea de 
propiedad del autor, deberá contar con la autorización escrita de la 
persona o empresa titular de los derechos legales (copyright) o, en su 
defecto, de una constancia escrita del autor indicando que autoriza 
y se responsabiliza por la reproducción de dicho material. Según el 
tipo de material complementario (fotografía, cuadro estadístico) será 
necesario remitir originales, o el escaneo de estos en una resolución 
mínima de 300 dpi. 

8-	 Las colaboraciones estarán encabezadas únicamente con el título de la 
colaboración y el (los) nombre(s) y apellido(s) del (de los) autor(es). Todo 
el título irá en mayúsculas y estará centrado (“justificado”) en la pá-
gina. En el renglón siguiente figurarán el (los) nombre(s) y apellido(s) 
del (los) autor(es), alineados al margen derecho. Los subtítulos dentro 
del texto se espaciarán en renglones apartados del cuerpo anterior y 
posterior, sin cursivas ni negritas ni subrayados.

9-	 Las reseñas no excederán las 3000 palabras de extensión y se regirán 
por lo indicado en el punto -4- supra. Encabezará la reseña el título en 
cursiva de la obra criticada, seguido del (los) nombre(s) y apellido(s) 
del autor, todos en mayúsculas. Luego se consignarán, centrados, la 
ciudad, la editorial y el año, así como el número de páginas, en abrevia-
tura (pp.), de la obra reseñada. Figurará igualmente el(los) nombre(s) 
y apellido(s) del crítico pudiendo añadirse, en renglón debajo, alguna 
referencia explícita y concisa (título, institución a la que pertenece o 
semejante) acerca del comentarista.    

10-	En relación con los puntos -3- al -9-, la revista se reserva el derecho de 
efectuar las correcciones de edición que considere necesarias. De igual 
forma, no estará obligada a explicar el rechazo de cualquier colabora-
ción que le sea presentada.

11-	Se remitirá un resumen de la trayectoria del (los) autor(es) no mayor 
a 4 líneas. Deberá considerarse prioritariamente referencias a la pro-
fesión, centros de educación superior, títulos y grados académicos de 
mayor jerarquía y ocupación actual.
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12-	El Consejo Editorial, en adición a lo indicado en el punto -2- supra y 
a solicitud del (de la) Director(a) de la Academia Diplomática y/o del 
Editor, podrá evaluar y calificar independientemente las colaboracio-
nes que se sometan a la revista, o las que esta solicite. 

13-	Política Internacional entregará a todo colaborador 5 ejemplares del 
número de la revista en que aparezca su escrito, y le remitirá gratuita-
mente los números sucesivos correspondientes a los dos años siguien-
tes a dicha publicación.   

14-	Las colaboraciones y toda correspondencia relativa a la revista Políti-
ca Internacional se enviarán a: Editor, Revista Política Internacional. 
Academia Diplomática del Perú Javier Pérez de Cuéllar – Av. Pers-
hing 335 (ex Faustino Sánchez Carrión) Magdalena del Mar, Lima 17 
– Perú; o por vía electrónica a: publicaciones@adp.edu.pe o postmas-
ter@adp.edu.pe. 

_________________________
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